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Resumen de la Investigación   
 

Justificación  

La presente investigación parte de la premisa de que el cambio climático es un fenómeno 

ocasionado y acelerado por las acciones contundentes del ser humano. Estas acciones han 

generado daños inminentes contra el medio ambiente y contra personas, quienes se ven 

afectadas tanto moral como patrimonialmente.  

En el contexto internacional actual, los daños ocasionados por el cambio climático empiezan a 

evidenciarse, y se da como un hecho de que los mismos seguirán incrementándose. Es 

importante decir, que los efectos del cambio climático, no se han distribuido de manera uniforme 

por el orbe, por lo que ciertas comunidades, en su posición de vulnerabilidad son víctimas más 

fáciles ante sus consecuencias, y casualmente son aquellas que se encuentran en mayores grados 

de desigualdad social, lo que obliga a someter a examen quien y como se ha de responder por 

los daños que este fenómeno ocasiona.  

Por esto, esta investigación analiza el resarcimiento de daños por cambio climático, y busca 

trabajar en una elaboración conceptual que permita que los afectados por los fenómenos 

relacionados al cambio climático, logren tener garantías civiles y políticas dentro del sistema de 

Derecho Internacional. Sobre el presupuesto de que existe una carencia conceptual, y que el 

cambio climático es un fenómeno ocasionado y acelerado por el ser humano, se decidió partir 

del análisis racional, para poder encontrar el término que mejor se adapte a las necesidades 

socio-jurídicas de los individuos en cuestión. Por esto, se deben analizar todos los componentes 

que engranen el concepto del resarcimiento de daños ocasionados por el cambio climático, lo 

cual se realizará en el desarrollo del presente trabajo de investigación.  

Siendo el cambio climático un fenómeno natural que afecta la mayoría de los componentes 

sociales de la vida en comunidad, y que además, se incrementa con el tiempo, estudiar las aristas 

jurídicas de este tema se convierte en un eje fundamental para el desarrollo del derecho actual, 

sobre todo cuando se evidencia la afectación patrimonial que sufren los sujetos de derecho.  
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Objetivo General:  

Establecer los presupuestos para la responsabilidad que debe asumir el Estado Costarricense 

ante la necesidad de resarcir los daños patrimoniales ocasionados por el aumento del nivel del 

mar como consecuencia del cambio climático.   

Hipótesis:   

El resarcimiento de los daños patrimoniales ocasionados por el aumento del nivel del mar, como 

una de las consecuencias del cambio climático, debe ser asumido por el Estado costarricense, 

conforme a las reglas  de responsabilidad públicas ya existentes.  

Metodología:  

Para conseguir los objetivos de la presente investigación se revisarán informes, instrumentos, y 

jurisprudencia tanto nacional como internacional. Se analizará también normativa internacional, 

para poder dar un trasfondo a la aplicación de los institutos jurídicos de nuestro país en esta 

materia. Para lograr esto, se hará uso de los siguientes métodos: el método deductivo, ya que a 

partir de situaciones y conocimientos generales se desarrollará el tema para sintetizar premisas 

que ayuden a comprobar o desmentir la hipótesis planteada. Y el método analítico, finalmente, 

nos permitirá analizar la doctrina actual para poder formar un criterio y dar respuesta a nuestro 

problema, evaluando así la responsabilidad de los actores del sistema internacional ante el 

resarcimiento de daños causados por el cambio climático.  

 Conclusiones:  

La presente investigación concluye que el Estado Costarricense debe velar por la integridad física, 

moral y patrimonial de sus derechohabientes.  

El cambio climático es un fenómeno natural que se ha incrementado debido al uso desmedido 

de recursos por parte del ser humano, y que ha afectado al ser humano en todas sus facetas, 

incluyendo la social, la económica y la jurídica.  

Internacionalmente se ha creado un bagaje importante de convenios y tratados internacionales 

que han pretendido evitar el aumento del cambio climático, sin embargo, no se han  obtenido 

los resultados esperados, y necesarios para poder tener una mitigación a nivel global.  
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Ante este escenario, se ha investigado cual es el marco jurídico nacional para poder determinar 

en qué grado es el Estado Costarricense responsable de los daños que sufran sus ciudadanos.  

La investigación  concluye, que gracias al marco normativo tanto de la administración pública 

como de los ministerios e instituciones, y partiendo de que el derecho a un ambiente sano y a la 

propiedad privada se conciben como derechos humanos dentro de la Constitución Política del 

país, es no solo facultativo, sino necesario que el estado implemente medidas resarcitorias y de 

mitigación, para garantizar a los sectores vulnerables el derecho a una vida digna, una vivienda, 

a la salud y a la educación, entre la serie de derechos humanos de inmediata afectación por el 

cambio climático, y los cuales se ven vulnerados ante el inminente aumento del nivel del mar, 

como consecuencia de este fenómeno. 

Se determinó que los dos presupuestos fundamentales para poder determinar la responsabilidad 

del estado recaen en el conocimiento de la posible acción dañosa y la capacidad de poder actuar 

para evitar la lesión, los cuales se dan en las condiciones actuales del Estado Costarricense. Dado 

esto, el Estado Costarricense deberá responder de forma solidaria ante los daños patrimoniales 

que hayan sufrido los derechohabientes dentro del país.  
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Introducción 
 

Desde  principios del siglo XIX, se empezaron a identificar los primeros cambios naturales en el 

clima, y los efectos del cambio climático han empezado a ser evidentes1. A raíz de esto, los 

estudios climatológicos han empezado a centrarse particularmente en las variaciones de 

temperatura, y como esta se manifiesta en los cambios atmosféricos, los fenómenos 

climatológicos y sus afectaciones al ser humano.  

Sobre estas variaciones se han creado diversas hipótesis, pero la más fuerte es que su 

aceleramiento ha sido a causa del desarrollo desmedido de la industria y la contaminación 

generada por el ser humano.  

En este momento no existe un instituto jurídico que brinde garantías a los individuos que se ven 

afectados por las consecuencias del cambio climático. De hecho, la vulnerabilidad de las 

comunidades más desfavorecidas es general ante la injusticia social, los efectos del cambio 

climático, la pobreza, la falta de recursos, la desigualdad y el poco acceso a la justicia. 

Hay comunidades que se ven más afectadas que otras ante los efectos del cambio climático. 

Según el estudio “Bridging the gap between climate change, resource scarcity and social justice” 

hay tres indicadores de la necesidad de implementar medidas a favor de estas comunidades 

vulnerables. Estos indicadores son: distribución desigual de los impactos de cambio climático, 

responsabilidad desigual de los efectos precipitados del cambio climático, y distribución desigual 

de los costos de mitigación y adaptación entre los países desarrollados y los países en vías de 

desarrollo contra el cambio climático.2  

Es necesario asumir que existe una necesidad real de las comunidades costarricenses. Los 

ciudadanos al encontrarse en la faja costera, se ven vulnerables ante el inminente aumento del 

nivel del agua, como una consecuencia directa del cambio climático.  

                                                             
1Convención Marco de Naciones Unidas para el Cambio Climático.  La ciencia del Clima.  Naciones Unidas, 2014, 
consultado el 09 de septiembre 2017 en el siguiente link 
http://unfccc.int/portal_espanol/informacion_basica/antecedentes/items/6170.php   
2Johnson, V., et al. Bridging the gap between climate change, resource scarcity and social justice. New Economics 
Foundation. 2010 . Londres, Reino Unido.  

http://unfccc.int/portal_espanol/informacion_basica/antecedentes/items/6170.php
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Hay estados que se ven más perjudicados que otros ante los efectos del cambio climático.  La 

condición económica de un estado en vías de desarrollo pareciera que adrede está relacionada a 

su posición geográfica. Esta posición, a su vez, influye tanto en su vulnerabilidad social, política, 

ambiental y nuevamente, (como en un círculo vicioso) económica:  

 

Por ejemplo, los gobiernos de Kiribati y Tuvalu no son responsables del cambio climático 

como un todo, ni desarrollan políticas que aumentan sus efectos negativos en 

determinados sectores de la población. Uno podría argumentar que el “perseguidor” en 

este caso es la “comunidad internacional”, y los países industrializados en particular, cuyo 

fracaso para reducir las emisiones de gases de efecto invernadero ha llevado a la difícil 

situación que enfrentan ahora. Estos son precisamente los países a los que podrían 

dirigirse los desplazamientos de población si la tierra se volviese insostenible. […] una 

persona que huye de los efectos del cambio climático no escapa de su gobierno, sino que 

más bien está buscando protección en los países que han contribuido al cambio 

climático.3 

Esta autora, Jane Mc Adam, hace una referencia importante de los derechos (humanos) que se 

ven afectados con el cambio climático y los desastres naturales. Por ejemplo: los eventos 

climáticos extremos afectan el derecho a la vida; la seguridad alimentaria y riesgo de hambre son 

un impacto directo al derecho a la alimentación adecuada, y al derecho a no padecer de hambre; 

el estrés hídrico significa una violación al derecho al agua potable; el estrés en el estado de salud 

implica una afectación al derecho de disfrutar del más alto nivel de la salud, y finalmente el 

aumento en el nivel del mar y las inundaciones violentan el derecho a una vivienda adecuada.4 

Es real, los cambios en el clima del planeta son visibles y desde hace ya bastantes años han 

empezado a materializarse. Estos cambios han afectado directamente la calidad de vida de los 

seres humanos, y en algunos casos han condicionado el desarrollo normal de los mismos. Es una 

                                                             
3 Mc Adam, J. El desplazamiento provocado por el cambio climático y el derecho internaciona. 2010. 

Ginebra, Suiza, Evento paralelo al Diálogo del Alto Comisionado sobre los desafíos en materia de protección, 
Palacio de las Naciones, 2. 
4 Mc Adam; El desplazamiento provocado por el cambio climático y el derecho internacional, 4.  
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necesidad, que este factor se tome en cuenta al momento de poder determinar la afectación de 

los derechos humanos.  

Hay graves pronósticos de los eventos climatológicos que se avecinan: mayor intensidad de los 

monzones en Asia, disminución de las precipitaciones en África, el deshielo de los glaciares, las 

inundaciones de humedales, y el derretimiento de los polos. Todos, fenómenos que afectan el 

desarrollo del ser humano: sus bienes, el desarrollo diario y las condiciones de vida digna. 

El mismo informe nos pone ejemplos sumamente claros de las implicaciones del cambio 

climático:  

[…] Primero están los factores climáticos, los cuales a su vez se dividen en dos tipos: 

los procesos climáticos y los fenómenos meteorológicos. Los procesos climáticos son 

cambios lentos como la elevación del nivel del mar, la salinización de tierras agrícolas, 

la desertificación, la creciente escasez de agua y la falta de seguridad alimentaria.[…] 

Por ejemplo, algunas mujeres del Sahel tienen ya que caminar 25 km cada día para 

obtener agua. Si su recorrido se alargase tendrían simplemente que desplazarse 

definitivamente. A escala nacional la elevación del nivel del mar puede tener graves 

consecuencias para la seguridad alimentaria y el crecimiento económico. […] El delta 

del Nilo, en Egipto, una de las áreas del mundo más densamente pobladas, es 

extremadamente vulnerable a la elevación del nivel del mar. Una subida de apenas 

un metro obligaría a desplazarse a un mínimo de 6 millones de personas e inundaría 

4.500 km2 de tierras de cultivo.5 

 

Y por otro lado, los fenómenos meteorológicos, eventos más radicales y extremos que obligan a 

las personas a dejar sus hogares de forma más repentina: se calcula que los huracanes Katrina y 

Rita, que azotaron la costa del Golfo de los Estados Unidos en agosto y setiembre de 2005, 

dejaron a 2 millones de personas sin hogar, y el caso más reciente es el huracán Irma, que solo 

en la isla de Bermuda ha dejado el 90% del país destruido. El Informe sobre Desastres Mundiales 

                                                             
5  Brown O. Serie de estudios de la OIM sobre la migración: Migración y Cambio Climático. 2008. Organización 
Mundial para las Migraciones. Ginebra, Suiza: 19.  
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del año 2000 estima que durante el año 2005, 256 millones de personas se vieron afectadas por 

desastres (tanto climáticos como geofísicos), lo cual representa una cifra superior al promedio 

anual de 211 millones registrado durante los años noventa. 6 

Ahora bien, existen 4 casos internacionales que muestran el camino sin retorno de las 

consecuencias medio ambientales: 1) Las islas Carteret, en Papúa Nueva Guinea: se desplazaron 

1000 personas a una isla cercana debido a la erosión y a las filtraciones de agua salada. 2) La 

aldea de Lateu en Vanuatu: a causa de la erosión, tormentas y sal, 100 personas tuvieron que ser 

reubicados territorio a dentro en la misma isla, 3) La reubicación de la aldea de Shishmaref en la 

isla de Sarichef en Alaska, esto debido al deshielo y a la erosión de la franja costera marítima, y 

4) La desaparición bajo las aguas de la isla de Lohachara en el río Hooghly en la India, el primer 

caso de una isla completamente sumergida, y que dejó sin hogar a más de 10 000 personas.7 

Estos casos de comunidades, como muchos otros que están sufriendo las mismas consecuencias 

del cambio climático, dejan visible la vulnerabilidad del ser humano ante los cambios agresivos 

del medio ambiente. Las cifras de personas que han perdido su patrimonio, su trabajo, su hogar, 

por consecuencia de las inclemencias del clima ha dejado de ser invisible para más bien 

convertirse en una cifra alarmante. Desgraciadamente los estados que más se pueden ver 

afectados son aquellos en condición de subdesarrollo, quienes tendrán mayores problemas de 

reubicación socio-demográfica de sus afectados.  

Ahora bien, es el aumento del nivel del mar lo que en este momento concierne. Mercedes Pardo, 

de la Universidad Carlos III de Madrid en su artículo “El impacto social del Cambio Climático”, 

menciona que “Las previsiones basadas en modelos de promedio de personas al año que 

pudieran ser objeto de inundación por tormentas en la costa, se multiplica en varias veces (75 

veces 200 millones de personas, en escenarios de aumento del nivel del mar de 40 cm al año 

2080, respecto a escenarios sin dicho aumento). Los daños potenciales a las infraestructuras de 

las zonas costeras, como resultado del aumento del nivel del mar, han sido calculados en valores 

                                                             
6 Brown, O. Serie de estudios de la OIM sobre la migración: Migración y Cambio Climático, 20 
7 Brown, O.  Serie de estudios de la OIM sobre la migración: Migración y Cambio Climático, 28. 
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correspondientes a decenas de miles de millones de dólares para países como Egipto, Polonia y 

Vietnam, por ejemplo.”8 

El aumento del mar se ha venido documentado desde hace varios años por diferentes agencias 

de investigación. Se considera que el mar ha elevado su nivel casi 8 centímetros en los últimos 

23 años. El derretimiento de glaciares, la dilatación del agua como consecuencia de las altas 

temperaturas, y las filtraciones de agua dulce han generado una evidente invasión del agua en 

las zonas costeras de varias zonas del mundo.  

Aunque Costa Rica cuenta con algunas investigaciones referentes al cambio climático y sus 

consecuencias, no posee hasta el momento, documentación real sobre el patrimonio afectado 

por este fenómeno y la necesidad del pago de daños como una consecuencia directa al aumento 

del agua, efecto directo del calentamiento del clima y sus cambios.  

Es una necesidad global establecer este tema en la agenda internacional y en la agenda nacional 

de cada estado. Si bien es cierto, ya se ha comenzado a estudiar la problemática que este 

fenómeno trae, es necesario apresurar el proceso e intentar tener soluciones concretas ante la 

problemática específica del resarcimiento de daños debido al aumento del nivel del mar como 

consecuencia del cambio climático.  

 

Hipótesis:  

El resarcimiento de los daños patrimoniales ocasionados por el aumento del nivel del mar, como 

una de las consecuencias del cambio climático, debe ser asumido por el Estado Costarricense, 

conforme a las reglas  de responsabilidad públicas ya existentes.  

 

 

 

 

                                                             
8 Pardo, M. El Impacto social del cambio climático Panorama Social n° 25, 2007, Universidad Carlos III de Madrid, 
consultada el día 27 de agosto, 2017, en el link http://ceppia.com.co/Documentos-tematicos/CAMBIO-
CLIMATICO/Impacto-SOCIAL-CC-pardo-2007.pdf.  

http://ceppia.com.co/Documentos-tematicos/CAMBIO-CLIMATICO/Impacto-SOCIAL-CC-pardo-2007.pdf
http://ceppia.com.co/Documentos-tematicos/CAMBIO-CLIMATICO/Impacto-SOCIAL-CC-pardo-2007.pdf
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Objetivos:  

Objetivo General: 

1. Establecer los presupuestos para la responsabilidad que debe asumir el Estado 

costarricense ante la necesidad de resarcir los daños patrimoniales ocasionados por 

el aumento del nivel del mar como consecuencia del cambio climático.   

Objetivos Específicos:  

1. Determinar si los daños patrimoniales ocasionados por el aumento del nivel del mar 

como consecuencia del cambio climático pueden ser considerados como violaciones 

a los Derechos Humanos.  

2. Especificar cuál es la normativa que establece el ordenamiento jurídico costarricense 

para determinar el grado de responsabilidad que tiene el Estado ante los daños 

patrimoniales ocasionados por el aumento del nivel del mar como consecuencia del 

cambio climático.  

3. Establecer el medio idóneo de resarcimiento para los individuos que han visto 

afectado, o bien, que puedan ver afectado a futuro su patrimonio, tras el aumento del 

nivel del mar como una de las consecuencias del cambio climático.   

Metodología:  

Para conseguir los objetivos de la presente investigación se revisarán informes, instrumentos, y 

jurisprudencia tanto nacional como internacional. Se analizará también normativa internacional, 

para poder dar un trasfondo a la aplicación de los institutos jurídicos de nuestro país en esta 

materia. Par lograr esto, se hará uso de los siguientes métodos: el método deductivo, ya que a 

partir de situaciones y conocimientos generales se desarrollará el tema para sintetizar premisas 

que ayuden a comprobar o desmentir la hipótesis planteada. Y el método analítico, finalmente, 

nos permitirá analizar la doctrina actual para poder formar un criterio y dar respuesta a nuestro 

problema, evaluando así la responsabilidad de los actores del sistema internacional ante el 

resarcimiento de daños causado por el cambio climático.  
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Capítulo I: El Cambio Climático y sus efectos  

 

Desde principios del siglo XIX que se empezaron a identificar los primeros cambios naturales en 

el clima, los efectos del cambio climático empezaron a ser evidentes.9 A raíz de esto, los estudios 

climatológicos han empezado a centrarse particularmente en las variaciones de temperatura, y 

cómo esta se manifiesta en los cambios atmosféricos, los fenómenos climatológicos y sus 

afectaciones al ser humano. 

Se han creado diversas hipótesis sobre las razones de estos cambios atmosféricos. Las teorías de 

porque se está dando un incremento en la temperatura del planeta divergen entre sí este es un 

proceso natural como la era de hielo, o bien, si ha sido el resultado de la creciente 

industrialización, creada por el ser humano.  

Tras décadas de investigaciones, se ha llegado a la conclusión de que el cambio climático, como 

el fenómeno climatológico complejo que es,  consiste en la variación de temperatura que ha 

sufrido el planeta tierra. Se considera que el planeta siempre se ha mantenido en constante 

transformación: así lo demuestran la evolución genética de los mamíferos, o las formaciones 

geológicas que se han documentado en las capas de la tierra. Sin embargo, estos procesos han 

significado variaciones cuyo período se traduce en miles o millones de años, muy opuesta a la 

variación climatológica que se ha presentado en los últimos siglos.  

Importantes agencias de investigación, gobiernos, científicos, y organizaciones están de acuerdo 

en que el calentamiento global es inminente y afecta directamente a todo el orbe, pero de forma 

más inmediata a los países en vías de desarrollo. Los casquetes polares se están derritiendo, y 

esto genera un inmediato aumento del nivel del mar, el cual afectará las zonas costeras y a los 

países insulares alrededor del mundo. Dentro del mar, la temperatura ha aumentado, lo que hace 

que los corales mueran y permitan así una filtración del agua salada en las fuentes de agua dulce 

de islas, y que mucha de la biodiversidad de las zonas se vea afectada. Los suelos son más áridos.  

                                                             
9 Convención Marco de Naciones Unidas para el Cambio Climático. La ciencia del Clima.  Naciones Unidas. 2014, 
consultado el 09 de septiembre 2017 en el siguiente link 
http://unfccc.int/portal_espanol/informacion_basica/antecedentes/items/6170.php 

http://unfccc.int/portal_espanol/informacion_basica/antecedentes/items/6170.php
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El agua se ha convertido en un bien cada vez más difícil de conseguir para los países con escasez, 

y  muchas especies de plantas y animales se han visto afectadas. Las condiciones climatológicas 

alrededor del mundo están cambiado: tormentas y huracanes que se han vuelto más agresivos, 

inundaciones, heladas sin precedentes y ondas de calor agresivas. Todos estos efectos son vividos 

por seres humanos alrededor del mundo, sin distinguir razas o culturas. 

La presente investigación parte de la premisa de que el cambio climático es un fenómeno 

ocasionado y acelerado por las acciones contundentes del ser humano. Esto ha generado daños 

inminentes contra personas, quienes se ven afectadas tanto moral como patrimonialmente. 

Dando estos daños como un hecho, es importante decir que los efectos del cambio climático no 

se han distribuido de manera uniforme por el orbe, por lo que ciertas comunidades se han visto 

más afectadas que otras, y casualmente son aquellas que se encuentran en mayores grados de 

desigualdad social, lo que obliga a someter a examen quién y cómo se ha de responder por los 

daños que este fenómeno ocasiona.  

Primeramente, es importante tomar en cuenta elementos esenciales, que necesariamente deben 

ser valorados al momento de realizar la construcción conceptual que esta investigación necesita. 

Dentro de los siguientes elementos y conceptos podemos encontrar las razones del porque las 

personas cuyos patrimonios se han visto afectados por el cambio climático deben ser valorados 

dentro de las legislaciones nacionales o bien dentro del sistema de derecho internacional. El 

primero de estos términos, y el más general de todos, es el de cambio climático, que siendo un 

término científico se ha utilizado en muchas otras disciplinas,  debido a las consecuencias que se 

manifiestan en la sociedad. Este concepto se estudiará a continuación, así como como sus 

características y consecuencias.  

El presente capítulo además, dará una introducción técnica al problema que significa el 

calentamiento global. Mediante la identificación de factores que componen este fenómeno 

climatológico, se establecerán los cimientos que determinaran cual es el grado de 

responsabilidad que tiene el Estado Costarricense ante los perjuicios ocasionados a bienes 

patrimoniales, específicamente, por el aumento del nivel del mar, como consecuencia directa del 

calentamiento climático. Además, el capítulo se dividirá en dos secciones: la primera definirá en 
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qué consiste el fenómeno en cuestión, y la segunda sección explicará cuáles son los efectos 

inmediatos que está ocasionado actualmente, o bien, las consecuencias del calentamiento global 

a futuro. 

 

Sección I: Qué es el cambio climático.  

 

Se llama cambio climático a la variación global del clima de la Tierra. Gradualmente, puede darse 

por causas naturales, sin embargo, la variación acelerada de la temperatura y el clima puede 

darse por factores externos, como la acción del hombre. Este fenómeno se produce a muy 

diversas escalas de tiempo, pero sobre todo en distintos parámetros climáticos: temperatura, 

precipitaciones, nubosidad, etc. Este concepto se relaciona directamente con el término "efecto 

invernadero", el cual se refiere es la retención del calor del Sol en la atmósfera de la Tierra por 

parte de una capa de gases en la atmósfera. Sin ellos la vida tal como la conocemos no sería 

posible, ya que el planeta sería demasiado frío.  

El mundo industrializado ha conseguido que la concentración de estos gases haya aumentado un 

30% desde el siglo pasado, cuando, sin la actuación humana, la naturaleza se encargaba de 

equilibrar las emisiones. En la actualidad existe un consenso científico, casi generalizado, en 

torno a la hipótesis de que nuestro modo de producción y consumo energético está generando 

una alteración climática global, que está provocando, a su vez, serios impactos tanto sobre la 

tierra como sobre los sistemas socioeconómicos.10 Gracias a este fenómeno, y debido al interés 

que este ha generado en la comunidad internacional, se han intentado generar políticas a nivel 

global, cuyos resultados han producido convenciones internacionales. 

Primero, cuando se habla del fenómeno del cambio climático tenemos que tomar en cuenta los 

distintos procesos que dan cabida a este. La radiación solar es necesaria para que exista vida en 

la tierra. La misma, llega a la atmósfera y penetra la superficie del planeta. De la cantidad total 

de radiación, la mitad es reflejada por la atmósfera, por lo que vuelve al espacio o es absorbida 

                                                             
10 Navarro, J. ¿Qué es el Cambio Climático?. Cambio Climático.org. 2014, consultado el 13 de febrero del 2017 en el 
siguiente vínculo http://www.cambioclimatico.org/contenido/que-es-el-cambio-climatico.   

http://www.cambioclimatico.org/contenido/que-es-el-cambio-climatico
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por gases o partículas de polvo,11 permitiendo así brindar la cantidad necesaria de calor al 

planeta, y de alguna forma, desechar el resto de radiación solar.   

Este sistema ha sido bastante eficiente. De esta forma y gracias a la radiación que se mantiene 

dentro de la atmósfera, la tierra calienta el suelo y los océanos, los cuales llegan a liberar calor 

como radiación infrarroja. Los gases del efecto invernadero, que ya se encuentran en la 

atmosfera de forma natural, absorben parte de esta radiación y la distribuyen, logrando así una 

temperatura normal la cual hace posible la vida en la tierra.12 Este efecto es el que permite que 

por la noches la temperatura sea suficientemente cálida como para que los seres humanos no 

mueran congelados, y para que durante el día, cuando los rayos del sol llegan de forma más 

directa a la tierra, la temperatura pueda soportarse y los seres humanos no mueran quemados 

por el sol.  

El proceso resultaba bastante eficiente hasta que científicos detectaron que la cantidad de gases 

invernadero que había en la atmósfera era mucho mayor a los que existía en años anteriores. La 

atmósfera, que ya de por sí está compuesta por diversos gases, mantenía un equilibrio de 

componentes específicos para lograr este balance en las temperaturas, sin embargo, la actividad 

del ser humano ha generado mucha mayor cantidad de gases de los que la atmósfera necesita 

para equilibrar el calor de la tierra,  rompiendo la armonía y ocasionando que la saturación de 

gases mantenga mucho más calor en la tierra de la que la atmósfera o el planeta en sí puede 

soportar.  

Como se mencionó anteriormente, el cambio climático no significa calentamiento global. Al 

contrario, el calentamiento global es la causa del cambio climático.  

Los efectos del cambio en el clima son integrales. Son varias las áreas que ya se han visto 

afectadas por la variación de la temperatura: el desarrollo humano, la salud, la producción y el 

consumo, la economía, e incluso la política internacional, esto sin mencionar la biodiversidad.  

                                                             
11 Rodríguez, M.; Mance H. Cambio Climático: lo que está en juego. Foro Nacional Ambiental, 2009. Bogotá, 
Colombia. Consultado el 02 de Diciembre del 2018 en el sitio web  
http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/07216.pdf 
11 Rodríguez, M.  y Mance H, 2009.  
12 Rodríguez, M.  y Mance H, 2009. 

http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/07216.pdf
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El calentamiento global ya se ha ramificado tocando así todas las áreas de la vida en sociedad. 

Según  estudios realizados por Naciones Unidas, gracias a la revolución industrial, el ser humano 

descubrió procesos que facilitan la producción en masa, pero que a su vez  generan altos grados 

de contaminación: “El IPCC (Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático 

por sus siglas en inglés) afirma que su origen está en la actividad humana, con una certidumbre 

científica mayor a 90%. La principal actividad humana que ha causado el cambio climático, y que 

lo seguirá causando durante el presente siglo, es el consumo de combustibles fósiles, en particular 

petróleo y carbón, que emite dióxido de carbono (CO2). El mecanismo mediante el cual el CO2 y 

otros gases producen el calentamiento global se denomina efecto invernadero.”13 El IPCC se ha 

dedicado a realizar amplios estudios que demuestran la incidencia de la actividad del ser humano 

en el aumento exponencial del calentamiento global.  

El principal gas que ocasiona el efecto invernadero es el dióxido de carbono. Este gas se produce 

cuando se oxida el oxígeno, en procesos químicos que se dan en la respiración, el uso de 

combustibles fósiles, y en la descomposición de materiales orgánicos. Además de este gas, el 

efecto invernadero está compuesto por otros seis gases: el metano, el óxido nitroso, los 

fluorocarbonados, los hidrofluorocarbonados, el perfloroetano,  el hexafluoruro de azufre y el 

vapor de agua. La cantidad de estos gases se ha incrementado a partir del siglo XVIII, pero 

principalmente, la producción de dióxido de carbono, metano, y óxido nitroso:  

El CO2 [dióxido de carbono según la tabla periódica de elementos] es el gas de efecto 

invernadero de origen antropogénico que más ha contribuido al calentamiento global, y 

se produce a consecuencia del consumo de los combustibles fósiles y de la deforestación: 

los árboles y las plantas que componen los bosques contienen carbono; al quemarse, que 

es la forma más usual de deforestación, o descomponerse después de que han sido 

talados, emiten CO2. Las emisiones de metano se producen principalmente a 

consecuencia de diversas actividades agropecuarias, como el cultivo del arroz –procesos 

de descomposición orgánica en las aguas de inundación– y la cría del ganado –la emisión 

producida por el proceso digestivo y las heces–. Las emisiones de óxido nitroso se derivan 

                                                             
13 Rodríguez, M.  y Mance H. 2009 
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principalmente del uso de agroquímicos en la agricultura. Si bien el CO2 es un GEI [gas del 

efecto invernadero] de menor potencia que el metano, el óxido nitroso o los 

fluorocarbonados, su abundancia relativa en la atmósfera y su incremento exponencial 

en los últimos cincuenta años explican por qué es el principal responsable del incremento 

de la temperatura.14 

La Tierra entre sus procesos naturales tiene la capacidad de procesar parte de los gases del efecto 

invernadero, donde los océanos, los bosques, y los suelos son receptores de los gases, y mediante 

diferentes procesos químicos logran modificarlo y emitir oxígeno. Sin embargo, ante los altos 

niveles de gases (principalmente de dióxido de carbono) el planeta no lograr procesar la mayoría 

de los que son emitidos por el ser humano: “el problema ahora es que cada vez más una parte 

mucho mayor de dióxido de carbono se deposita en la atmósfera. Como se dijo, una parte de la 

emisión del CO2 es de origen natural y parte de esas emisiones es capturada por los sumideros 

naturales, lo que permitió la estabilidad de la concentración de ese gas en la atmósfera a largo 

plazo. El problema actual radica en el gran incremento de las emisiones de GEI como consecuencia 

de la acción humana, y en el hecho de que los sumideros naturales no están en capacidad de 

capturar una gran parte de ese aumento.”15 

El Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático ha demostrado que durante 

el período contemplado entre 1906 y el 2005 el incremento del dióxido de carbono es 

proporcional al aumento en la temperatura, el cual aumentó, en este periodo en 0.74° grados16. 

Sin embargo, entre las proyecciones más importantes y preocupantes que este grupo ha 

generado, es que para antes del 2055 la temperatura del planeta Tierra va haberse elevado hasta 

4°.17 Este aumento, sería un cambio sustancial para la biodiversidad del planeta, e incluso para el 

ser humano.  

De hecho, muchos de los estados insulares y africanos han declarado que un aumento de tal 

magnitud significa un desastre climatológico letal. En el 2009 en Copenhague, se llevó a cabo la 

                                                             
14 Rodríguez, M.  y Mance, H. 2009  
15 Rodríguez, M.  y Mance, H. 2009 
16 Rodríguez, M.  y Mance, H. 2009 
17 Rodríguez, M.  y Mance, H. 2009 
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XV Conferencia de Naciones Unidas sobre el cambio climático. En esta conferencia, fuertes 

declaraciones se dieron por parte de los representantes de África quienes fueron muy claros: el 

aumento de 2° centígrados en la temperatura promedio del planeta significa para el continente 

africano de entre 3 y 3.5° centígrados.  

Siendo África el continente con mayores problemas de agua potable, hambruna, desertificación 

y sequías, estos números declaran una señal de alerta inmediata. Ante estas proyecciones, la 

Alianza Panafricana para la Justicia Climática ha declarado que “adicionalmente 55 millones de 

personas pueden estar en riego de hambruna […] el estrés debido a la falta de agua va a afectar 

aproximadamente entre 350 millones y 600 millones más de personas.”18 Representantes de la 

alianza también se permitieron expresar que no se puede proponer una solución que significa 

ver a millones de africanos muriendo, cuando son los pobres quienes están pagando y sufriendo 

las consecuencias del cambio climático y no los estados contaminadores.  

Otro caso bastante conocido a nivel internacional es el caso de las Islas del Pacífico. Por ejemplo, 

la Isla de Fiji fue el primer estado que ratificó en su parlamento el Acuerdo de París, la COP 21. 

La urgencia recae en el hecho de que las inundaciones, las tormentas y la perdida de peces y 

arrecifes (fuentes primarias de ingresos en el archipiélago) se ven directamente afectadas por el 

aumento de la temperatura. Además, por las características geográficas de la zona, este país, en 

conjunto a otras islas como Vanuatu y Kiribati, serán las primeras en empezar a ver pérdidas 

directas en sus tierras tras el aumento del nivel del mar.  

En este punto existe un elemento importante que se debe tomar en cuenta: la capa de ozono, 

que se encuentra en la atmósfera, se ha dañado tanto debido a la interacción de los distintos 

gases que ya ha perdido parte de su facultad para filtrar los rayos ultravioleta que vienen del sol 

y llegan a la superficie del planeta. De hecho, el famoso agujero de la capa de ozono es una de 

                                                             
18 Klein, N. Better to have no deal at Copenhagen than one that spells catastrophe, The Guardian, 2009. Consultado 
el 17 de febrero del 2019, en el link https://www.theguardian.com/commentisfree/cif-
green/2009/dec/17/copenhagen-no-deal-better-catastrophe.  El texto es una traducción propia, el texto original 
dice que: “The position of the G77 negotiating bloc, including African states, had been clear: a 2C increase in 
average global temperatures translates into a 3–3.5C increase in Africa. That means, according to the Pan African 
Climate Justice Alliance, "an additional 55 million people could be at risk from hunger", and "water stress could 
affect between 350 and 600 million more people". 

https://www.theguardian.com/commentisfree/cif-green/2009/dec/17/copenhagen-no-deal-better-catastrophe
https://www.theguardian.com/commentisfree/cif-green/2009/dec/17/copenhagen-no-deal-better-catastrophe
http://www.pacja.org/
http://www.pacja.org/
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las muestras de la reducción anormal de las cantidades de ozono en la atmósfera. Este declive se 

ha generado gracias a la emisión de gases clorofluorocarbonados, los cuales consisten en la base 

fundamental de los gases que son utilizados en enfriadores, aires acondicionados, y los gases que 

se encuentran en los aerosoles19. Si bien es cierto que no es el efecto invernadero el responsable 

directo por la destrucción de la capa de ozono, sí se da una interrelación entre ambos fenómenos, 

ya que muchos de los gases del efecto invernadero son también los gases que han roto los enlaces 

de ozono dentro de esta capa, los cuales funcionan como un escudo para proteger de los efectos 

directos de los rayos del sol que entran en la atmosfera, y para lograr mantener parte del calor 

necesario para que se dé la vida en la tierra.  

 

Sección II: Efectos del cambio climático.  

 

El cambio climático y el calentamiento global son (al fin de cuentas) fenómenos naturales que 

han empezado a afectar directamente el desarrollo diario del ser humano.  

En distintas zonas geográficas, muchas personas ya se han visto en la obligación de variar su estilo 

de vida e incluso sus costumbres para poder adaptarse a los cambios atmosféricos: personas 

provenientes de las costas han empezado a ver como el nivel del mar invade sus viviendas, o 

como deben de buscar otras fuentes de ingresos diferentes a la pesca. Personas que viven cerca 

de ríos han visto como varían los cauces, o bien, el deshielo de las montañas han inundado 

poblados. La cantidad de kilómetros que una mujer en África debe caminar para encontrar agua 

se ha incrementado en dos o tres partes. Ante este panorama ya se han tenido que asumir 

cambios sociales  importantes: cambios en la reforestación, en los mecanismos de producción, 

en los insumos que se utilizan, en transporte, en la alimentación etc.  

No se puede considerar un solo aspecto de la vida en sociedad que no se haya visto afectado por 

el cambio climático o los altos grados de contaminación. Incluso, se puede tomar en cuenta que 

                                                             
19 Rodríguez, M. y Mance H. Cambio Climático: lo que está en juego. Foro Nacional Ambiental 2009. Bogotá. 
Colombia. Consultado el 02 de Diciembre, 2018 en el link http://library.fes.de/pdf-
files/bueros/kolumbien/07216.pdf  

http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/07216.pdf
http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/07216.pdf
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este tema ahora lidera las rondas de negociación política tanto a nivel nacional como 

internacional.  

Se espera que solo en la región latinoamericana se den desplazamientos internos de hasta 17 

millones de personas, quienes tendrán que migrar dentro de su propio país. Solamente en 

México y Centroamérica, al menos cuatro millones de ciudadanos se verán obligados a 

movilizarse, y en todo el mundo esa cifra ascenderá a 140 millones de migrantes internos, según 

datos del Banco Mundial.20 Además, en África subsahariana, Asia del Sur y América, las regiones 

más pobres del planeta, se calcula que casi el 3% de las familias corren riesgo de tener que migrar 

de una zona a otra dentro de sus países debido a las afectaciones que van a su sufrir gracias al 

cambio climático en el  2050.21 

Históricamente hay países y gobiernos que  han generado muchas más emisiones de carbono 

que otros. Los niveles de industrialización y desarrollo han sido determinantes en cuanto a 

contaminación y emisiones, y directamente este va a depender de las capacidades económicas 

de los diferentes gobiernos. Por ejemplo China, Estados Unidos y la Unión Europea han sido 

designados como los estados con mayor cantidad de emisiones por el Banco Mundial durante el 

2012. Cuando se parte del hecho de que Estados Unidos, China y la Unión Europea también son 

los estados con mayor capacidad de producción, se puede ver que indistintamente de la cultura 

ambiental que tengan, hay un común denominador entre la industrialización y las emisiones de 

dióxido de carbono. Esta comparación, también permite ver que los países más desarrollados y 

con economías más estables, que además se puede sumar que son los mayores responsables de 

este fenómeno, tienen mayor capacidad de mitigación y de atención a emergencias.  

Países más pequeños, y que paradójicamente han sido señalados como las víctimas en primer 

plano de las consecuencias directas de este fenómeno conjugan tres características: son los que 

menos dióxido de carbono emiten, son los más afectados, y gracias a que sus economías se 

                                                             
20 Kumari, K. et al. GROUNDSWELL: Prepararse para las migraciones internas provocadas por impactos climáticos. 
Banco Mundial, 2006. Washington. Consultado el 17 de febrero, 2019 en el link 
https://openknowledge.worldbank.org/handle/10986/29461 (17   
21 Kumari, K. et al., 2006.  

https://openknowledge.worldbank.org/handle/10986/29461%20(17
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encuentran en vías de desarrollo, tiene una menor capacidad de atender emergencias 

ocasionadas por el cambio climático.  

La BBC de Londres en diciembre del 2018 realizó un análisis gráfico sobre cuál es el estado actual 

del cambio climático en las diferentes zonas del planeta. Dentro de la información analizada, 

presenta las proyecciones de la temperatura si los estados mantienen su expansión económica 

como lo es actualmente, cuales son los productos cuya manufactura emite mayores niveles de 

dióxido de carbono, y como se ha ido elevando la temperatura. Para efectos de esta 

investigación, es importante determinar quiénes son los mayores emisores de gases invernadero 

como se muestra en el siguiente gráfico:  

22 

El gráfico anterior fue desarrollado por la Agencia Holandesa de Medio Ambiente. El mismo,  

presenta como Estados Unidos y China son los encargados del 40% de las emisiones totales que 

                                                             
22 BBC. Cambio Climático: Los 6 gráficos que muestran el estado actual del calentamiento global. 2018. Consultado 
el 17 de febrero, 2019, en el link https://www.bbc.com/mundo/noticias-46426822.   

https://www.bbc.com/mundo/noticias-46426822
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se emanen en todo el globo. Como las industrias gigantescas que son, su capacidad de producción 

puede justificar la cantidad de emisiones, lo que es realmente preocupante, ya que también es 

conocido a nivel global la poca disposición política que tienen estos estados ante las políticas de 

cambio climático. Sólo los estados que se presentan en el gráfico, suman más del 60% de 

emisiones.  

Según el Parlamento Europeo, la capacidad de producción de un estado va a influir directamente 

en la capacidad de emisiones de CO2: “La Unión Europea es el tercer mayor emisor de gases de 

efecto invernadero en el mundo después de China y Estados Unidos, seguido de India, Brasil y 

Rusia (2012). Dentro de la UE, los principales emisores en 2015 fueron Alemania, el Reino Unido, 

Francia, Italia, España y Polonia. El sector de la energía es responsable del 78% de las emisiones 

de gases de efecto invernadero en la UE en 2015, mientras que la industria lo hace en un 8,7%” 23 

Para poder ilustrar la información anterior a continuación se presenta un gráfico creado por el 

Parlamento Europeo el cual presenta las emisiones de carbono medidas en kilo toneladas 

durante el 2012 de los principales emisores de carbono del planeta:  

                                                             
23 Parlamento Europeo. Cambio climático en Europa: hechos y cifras. Agencia Ambiental Europea, 19 de julio, 2018. 
Consultado el 19 de enero, 2019 en el link http://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/cambio-
climatico/20180703STO07123/cambio-climatico-en-europa-hechos-y-cifras  .  

http://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/cambio-climatico/20180703STO07123/cambio-climatico-en-europa-hechos-y-cifras
http://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/priorities/cambio-climatico/20180703STO07123/cambio-climatico-en-europa-hechos-y-cifras
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24 

Este gráfico presenta la información porcentual de los estados, que como ya se mencionó han 

emitido las mayores cantidades de kilo toneladas de dióxido de carbono durante el 2012. Es 

interesante y esencial realizar una comparación entre el espacio geográfico que muchos de los 

países ocupan y las cantidades de emisiones. Por ejemplo, Japón, país que tiene 377,972 km² en 

el 2012 emitió 1.478.859 kilo toneladas de dióxido de carbono. Este país, cuenta con un territorio 

mucho menor que países como Canadá, que con 9.985 millones de km² y 1.027.064 kilo toneladas 

de emisiones o Australia, que con 7.692 millones de   km²  y con 761.686 kilo toneladas emitidas 

de dióxido de carbono. Esto hace pensar que si bien es cierto que países grandes van a emitir 

más dióxido de carbono que otros estados, es importante valorar los patrones de 

industrialización y consumo que estos países presenten.  La forma de producción e incluso la 

                                                             
24 Parlamento Europeo. Emisiones de gases del efecto invernadero por sector y país (infografía) publicado el 07 de 
marzo del 2018. Consultado el 09 de enero del 2019, en la página  
http://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/society/20180301STO98928/emisiones-de-gases-de-efecto-
invernadero-por-pais-y-sector-infografia  

http://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/society/20180301STO98928/emisiones-de-gases-de-efecto-invernadero-por-pais-y-sector-infografia
http://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/society/20180301STO98928/emisiones-de-gases-de-efecto-invernadero-por-pais-y-sector-infografia
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forma de vida de los ciudadanos van a afectar esta comparación. Por esto, fácilmente se podría 

comparar la calidad de vida y el nivel de desarrollo de la ciudadanía de estados como Tailandia y 

nuevamente Canadá, cuyos números dejan ver como un país en vías de desarrollo produce 

mayores cantidades de emisiones que uno que se encuentra completamente industrializado.  

Por otra parte, el Parlamento Europeo también genero el gráfico de los sectores productivos 

que más emisiones generan en Europa:  

25 

Esta información permite ver la tendencia que existe de responsabilizar al sector energético de 

la mayoría de las emisiones del dióxido de carbono, ya que la quema de combustibles fósiles es 

una fuente primaria de energía en este continente. Resalta también como la agricultura que se 

ejecuta de forma poco sostenible suma un alto grado porcentual: ya es bien conocido como la 

producción agropecuaria de carne de res es uno de los mayores emisores de dióxido de 

carbono (y no solo en Europa, sino en todo el mundo).  

Importantes investigadores y economistas han determinado que el cambio climático es un 

fenómeno mucho más grande de lo que se había considerado. Los gastos que se ejecutan en la 

atención de emergencias, en la búsqueda de soluciones a los efectos o bien en la mitigación son 

muy elevados y significan importantes inversiones tanto a nivel nacional, nivel regional e incluso 

                                                             
25 Parlamento Europeo, 2018. 
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a nivel global. El cambio climático es también un tema económico y de desarrollo. Son muchos 

los datos que se manejan al respecto y son muchas las instituciones a nivel internacional que se 

ha preocupado al respecto, como el Banco Mundial, el Parlamento Europeo, el Fondo Monetario 

Internacional, el Banco Interamericano de Desarrollo, entre otros.   Son varios los factores que 

pueden afectar económicamente a un estado, sin embargo, las emergencias climatológicas se 

caracterizan por consistir en emergencias de atención elevada e inmediata.  

Por ejemplo, el Banco Central de Reserva de Perú ha emitido estudios que declaran que este país 

puede sufrir pérdidas económicas de 6% respecto al PIB proyectado para 2030, y que para el  

2050 estas pérdidas serían superiores al 20%.26 

Estos costos serían el resultado ocasionado por un aumento de 2°C en la temperatura máxima y 

20% en la variabilidad de las precipitaciones al 2050.27 Pero además del aumento en las 

precipitaciones y en la temperatura, se prevén daños como sequías, deslizamientos o incluso 

inundaciones. El mismo informe establece que si la temperatura sube hasta los 3°C, fenómenos 

como el del Niño podrían ser mucho más difíciles de soportar. Iván Lanegra, quien fue adjunto 

para servicios públicos, medio ambiente y pueblos indígenas de la Defensoría del Pueblo del Perú 

declaró que “el Fenómeno de El Niño, por ejemplo, tuvo durante los años 80 y 90 efectos con un 

alto costo económico, correspondientes al 11,6% del PIB de Perú en 1982 y 1983 y al 6,2% del PIB 

en 1997 y 1998”28, además, recalca que si la temperatura sigue subiendo, los costos se 

incrementarán.  

Otros expertos como Juan Carlos Rivero, director de Conservación WWF Perú ha declarado que 

“Si se considera que los escenarios de calentamiento global futuro coinciden en señalar que El 

Niño se podría convertir en una condición estable o semipermanente, el impacto sobre la 

estructura económica actual sería muy grave sobre todo en los sectores agropecuario y 

pesquero.”29 

                                                             
26 América Economía Los costos del cambio climático 02 de diciembre, 2014. 
https://www.americaeconomia.com/politica-sociedad/sociedad/los-costos-del-calentamiento-global 
(Consultado el 19 de enero del 2019) 
27América Economía, 2014. 
28 América Economía, 2014.  
29 América Economía, 2014.  

https://www.americaeconomia.com/politica-sociedad/sociedad/los-costos-del-calentamiento-global
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Por su parte, el Informe Stern sobre la economía del cambio climático  (elaborado en el 2006 por 

el famoso economista Sir Nicolás Stern gracias al encargo del gobierno de Reino Unido y el cuál 

consistió en el primer informe en cambio climático y medio ambiente redactado por un 

economista y no por un ambientalista) estimó como una de sus más grandes conclusiones que el 

costo del cambio climático en los próximos años sería cercano al 5% del PIB global en promedio 

anual, lo que podría llegar hasta el 20% de no tomar ninguna acción correctiva.30 En estos casos, 

la inversión que presenta atenuar los efectos del cambio climático significaría gastos mayores a 

los costos que tendrían las campañas de mitigación.  

Otras organizaciones también han llevado a cabo sus declaraciones “El BID, WWF y ECLAC 

determinaron en 2013 un valor promedio para la región latinoamericana de 2,2% de pérdida 

anual del PIB como consecuencia del cambio climático. En el caso de que la temperatura media 

global aumente 2,5°centigrados. No obstante, la CEPAL estima que para América Latina el costo 

económico del cambio climático se podría situarse entre el 1,5% y el 5% del PIB anual regional.”31 

Desde hace varios años, la región latinoamericana ha dejado ver en múltiples ocasiones su 

vulnerabilidad ante los desastres naturales, siendo víctima de inundaciones, huracanes, 

deslizamientos, terremotos, y otras tantas peripecias climáticas.  También, es evidente la 

dependencia directa que existe con los recursos naturales, ya que gran parte de los ingresos de 

la región están ligados a estos: la agricultura, los bosques, la pesca, las fuentes de agua potable 

y el turismo se ven afectados por el cambio en las temperaturas, y directamente afectan a las 

comunidades cuyos ingresos dependen directamente de los mismos. 

Rodolfo Bejarano, vocero del Grupo Perú COP20 ha declarado que a las economías de la región 

latinoamericana les ha costado en términos de daños ocasionados por fenómenos 

meteorológicos en las últimas cuatro décadas aproximadamente US$ 80.000 millones. “Es 

importante mencionar que estos eventos son cada vez más frecuentes y más extremos: el 70% del 

total de los fenómenos se ha dado entre los años 2000 y 2005.”32 

                                                             
30 América Economía, 2014.  
31 América Economía, 2014.    
32 América Economía, 2014.  
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Los costos en los que se incurre por motivo de mitigación a los efectos del cambio climático 

también son altos. La mitigación consiste en la formulación de estrategias, políticas y acciones 

orientadas a limitar o reducir las emisiones de gases efecto invernadero y mejorar los sumideros 

de Carbono de acuerdo a lo pactado en la Convención Marco de Naciones Unidas. La mitigación 

es la intervención que realiza el hombre para reducir las fuentes de estos gases, o encontrar 

soluciones para el tratamiento de los mismos. Los mecanismos de mitigación pueden ser 

depósitos naturales o artificiales de carbono, los cuales  contribuyen a reducir la cantidad de CO2 

de la atmósfera, contrarrestando así los efectos que se podrían llegar a sufrir como consecuencia 

del cambio climático.  

Se estima que para los países desarrollados los planes de mitigación pueden llegar a costar entre 

los US$140.000 y los US$275.000 millones anuales de aquí a 2030; para América Latina, solo los 

costos de adaptación alcanzarían un promedio de entre 0,29% y 0,37% del PIB anual, lo que 

equivale a US$10.000 millones.33 

Otro país que ha logrado realizar el balance económico de los costos en los que debe incurrir por 

cambio climático es Alemania. Desde ya se calcula que será necesario invertir €330.000 millones 

en seguros para poder contrarrestar las afectaciones que sufrirán los sectores de turismo y 

agricultura: “Para enfrentar las consecuencias del cambio climático, los alemanes tendrán que 

pagar hasta el 2050, 800 mil millones más.”34 

Desde el 2006, el autor Francisco García Olmedo ya establecía en su texto “El Calentamiento 

Global: 2006” la necesidad de que los diferentes estados tomaran en serio los presupuestos 

científicos establecidos para poder minimizar los gastos que se deberían de imponer por motivo 

de mitigación de los efectos del cambio climático. Establece también es su artículo que “William 

Nordhaus, valiéndose de un modelo que liga economía y geografía, ha estimado en estos días el 

                                                             
33 América Economía, 2014. 
34 Ospina, J. El cambio climático en Alemania costará millones. DW, Alemania. 14 de marzo del 2007, consultado en 
línea en el medio https://www.dw.com/es/cambio-clim%C3%A1tico-en-alemania-costar%C3%A1-miles-de-
millones/a-2385093, el 03 de febrero, 2019.  

https://www.dw.com/es/cambio-clim%C3%A1tico-en-alemania-costar%C3%A1-miles-de-millones/a-2385093
https://www.dw.com/es/cambio-clim%C3%A1tico-en-alemania-costar%C3%A1-miles-de-millones/a-2385093
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impacto económico de un calentamiento de 3º C, que ha cifrado en el 1-3% de descenso de la 

renta global, una magnitud muy superior a las estimadas previamente.”35  

El Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente también ha brindado estudios que han 

establecido que el costo de adaptación al cambio climático para todos los países que se 

encuentran en vías de desarrollo podría llegar a costar entre 280 y 500 mil millones de dólares 

por año en 2050.36 Estas estimaciones sitúan el costo de la adaptación al cambio climático entre 

los 70 mil y los 100 mil millones de dólares, esto en el plazo 2010- 2050 establecido por el Banco 

Mundial.37 

La vulnerabilidad que poseen algunos estados se ha convertido en un factor determinante. En la 

mayoría de veces, esta característica se da en países que se encuentran en vías de desarrollo. Los 

países latinoamericanos, los africanos y los países insulares del Pacífico son los que se han 

destacado por encontrarse en un estado de inseguridad climática perenne y mayor en 

comparación al resto de países del mundo. Esta coincidencia empeora, al recordar que son los 

países en vías de desarrollo quienes poseen menor cantidad de medios para poder implementar 

medidas de adaptación y mitigación ante los efectos del cambio climático.  

La IPCC (Panel Intergubernamental sobre el Cambio Climático) ha establecido que vulnerabilidad 

“se define como el grado de daño que el cambio climático puede producir en un sistema natural 

o social, y establece la vulnerabilidad en función de la susceptibilidad o sensibilidad de un sistema 

a cambios en el clima y de la capacidad de adaptación (…)”38 por esto, es que se establece que el 

                                                             
35 García, F. Calentamiento Global: año 2006, 2006. Revista de Libros. España.  Consultado el 03 de febrero del 
2019, en el siguiente link 
https://www.revistadelibros.com/articulos/el-calentamiento-global-el-protocolo-de-kioto-costes-y-etica  
36 Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA). Costo de adaptación al cambio climático 
llegaría a 500 mil millones de dólares por año para 2050. 2016.  Rotterdam. Consultado el 03 de febrero del 2019, 
en el siguiente link https://www.unenvironment.org/es/news-and-stories/reportajes/costo-de-adaptacion-al-
cambio-climatico-llegaria-500-mil-millones-de  
37Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), 2016. 
38 Comisión Económica para América Latina (CEPAL). Efectos del cambio climático en la costa de América Latina y el 
Caribe: Vulnerabilidad y Exposición, Universidad de Cantabria. Instituto de Hidráulica Ambiental, abril 2012. El 
documento se consultó en línea el 10 de febrero del 2019, en el siguiente link:  
https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/3982/1/S2012024_es.pdf  

https://www.revistadelibros.com/articulos/el-calentamiento-global-el-protocolo-de-kioto-costes-y-etica
https://www.unenvironment.org/es/news-and-stories/reportajes/costo-de-adaptacion-al-cambio-climatico-llegaria-500-mil-millones-de
https://www.unenvironment.org/es/news-and-stories/reportajes/costo-de-adaptacion-al-cambio-climatico-llegaria-500-mil-millones-de
https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/3982/1/S2012024_es.pdf
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nivel de vulnerabilidad debe tomar en cuenta tres factores fundamentales: el medio físico, el 

medio ecológico y el medio socioeconómico, ya que estos tres son interdependientes entre sí. 

El planeta ha dividido sus eras de historia y evolución tomando como indicadores el desarrollo 

industrial, capacidad de producción y estado económico en el que se encuentre. Partiendo de 

esto, una consecuencia negativa a nivel global ha sido que el esquema de desarrollo y producción 

utilizado hasta el momento es consustancial al riesgo público que significa la variación 

climatológica. 

 Las  capacidades de producción han significado declives inmediatos para el medio ambiente, y 

aquellos que son responsables de estos hechos no siempre se han encargado de salvaguardar la 

integridad del colectivo que se puede ver afectado. “Las actividades económicas, en su conjunto, 

causan la emisión de gases de efecto invernadero a la atmosfera sin que esto suponga ningún 

costo económico para los responsables de dichas emisiones. Esto ha generado el actual fenómeno 

de calentamiento global y, a su vez, ha originado la Convención Marco de las Naciones Unidas 

sobre el Cambio Climático para coordinar una acción internacional de respuesta.”39 La acción 

internacional de respuesta si bien es cierto ha sido una iniciativa bien intencionada ha carecido 

de voluntad política, ya que las discusiones se han convertido en negociaciones difíciles y con 

intereses contrapuestos, que finalmente se han quedado en acuerdos firmados pero con poco 

margen de cumplimiento. 

Los países que más contaminan son aquellos que se encuentran en una posición de 

vulnerabilidad mucho menor, en comparación a los estados que, en vías de desarrollo, deben 

afrontar mayores consecuencias ante el cambio climático. Los países africanos, por ejemplo, 

deben asumir mayores márgenes de desertificación, aumento de las temperaturas y falta de 

fuentes de agua potable. Kiribati, las islas Maldivas, Tuvalu, Marshall, Samoa, Tonga, Salomón, 

Vanautu, entre otras islas son las primeras que están afrontando desde ya el aumento del nivel 

del mar, que en algún momento en los próximos 30 años los obligará a movilizar a sus 

comunidades en busca de tierras más aptas para vivir. El Bosque de la Amazonia, el cual se divide 

                                                             
39 Barcena A., Samaniego J. et al. La Economía del Cambio Climático en América Latina y el Caribe: Una Visión 
Gráfica, Comisión Económica para América Latina (CEPAL), Naciones Unidas, 2018. Consultado el 10 de febrero del 
2019 en el siguiente link https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/42228/4/S1701215A_es.pdf  

https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/42228/4/S1701215A_es.pdf


25 

entre Brasil, Bolivia, Perú, Ecuador, Colombia, Venezuela, Guyana, Guayana Francesa y Surinam, 

se está viendo fuertemente comprometido ante los cambios de temperatura. Y hay muchos 

ejemplos más: Bangladesh, la India, Tailandia, y los países centroamericanos, entre otros.  

¿Qué sucede con aquellos estados que más contaminan? Si bien es cierto el principio del derecho 

ambiental ha determinado que el que contamina paga, esta máxima jurídica no se está aplicando 

a cabalidad. Los países que más contaminan son los que menos esfuerzos ejecutan para mitigar 

las consecuencias del calentamiento global.  

La Comisión Económica para América Latina de Naciones Unidas (CEPAL por sus siglas) ha 

generado proyecciones de las emisiones actuales de gases del efecto invernadero. Las mismas 

sugieren que es “prácticamente inevitable que se produzca un aumento de temperatura de 2 °C, 

por lo que es indispensable instrumentar procesos de adaptación que permitan prevenir víctimas 

humanas o pérdidas materiales costosas e irreversibles. Dichos procesos de adaptación implican, 

por ejemplo, detener la deforestación, preservar la biodiversidad, configurar sistemas de 

protección social universal y construir sociedades más incluyentes.”40 La configuración de los 

sistemas de protección social universal y la construcción de sociedades más incluyentes que el 

texto menciona, empieza a poner sobre la mesa factores que no se habían tomado en cuenta 

anteriormente: la adaptabilidad social ante las variaciones climatológicas es un elemento 

esencial en el contexto actual.  

Este tema no constituía un punto de desarrollo en la agenda nacional de los Estados ni a nivel 

internacional en el tanto sus efectos no eran tangibles. Se desconocía la gran escala de las 

secuelas que podía ocasionar y las repercusiones de distinta índole que este fenómeno significa. 

Sin embargo, la política internacional ha dejado entrever que existen afectaciones directas de 

altas magnitud, y las cuales se intensifican. Esta “adaptabilidad social” incluye no solo la 

mitigación de los efectos, o las medidas para reducir en sí el cambio climático, sino también es 

necesario implementar las políticas necesarias dentro del estado de derecho para salvaguardar 

la integridad y los derechos de la población civil. La misma consiste en tomar en cuenta las 

necesidades y afectaciones que están sufriendo los ciudadanos. Si sus casas se inundan, se deben 

                                                             
40 Barcena A.; Samaniego J. et al., 2018.   
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reubicar. Si las sequías azotan la producción agrícola, hay que brindarles opciones de 

manutención. Es necesario tomar en cuenta los perjuicios patrimoniales, culturales y sociales del 

cambio climático.  

Si bien es cierto, Costa Rica es reconocida internacionalmente por ser un estado socialmente 

proteccionista, y con amplías políticas de conservación ambiental. Importantes estudios 

realizados por CEPAL confirman que desde el gobierno se ha invertido en esta materia y sus 

políticas públicas han generado una cultura de índole ambiental.  

El artículo 50 de la Constitución Política de Costa Rica establece que “El Estado procurará el mayor 

bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción y el más 

adecuado reparto de la riqueza. Toda persona tiene derecho a un ambiente sano y 

ecológicamente equilibrado. Por ello, está legitimada para denunciar los actos que infrinjan ese 

derecho y para reclamar la reparación del daño causado. El Estado garantizará, defenderá y 

preservará ese derecho. La ley determinará las responsabilidades y las sanciones 

correspondientes.”41 El estado se responsabilizará de exigir la reparación de los daños causados 

al medio ambiente, como un derecho fundamental que tienen los costarricenses de convivir en 

un contexto sostenible. Además, este artículo nos permite ver como en el país existen garantías 

constitucionales que permiten salvaguardar el medio ambiente como un derecho inherente a 

todo costarricense que se encuentre en el territorio nacional.  

Otro ejemplo de la responsabilidad que tiene el gobierno costarricense es el Gasto en Protección 

Ambiental (GPA por sus siglas). En conjunto con Chile, este país es uno de los Estados con mayor 

inversión en protección ambiental de la región. Un alto nivel de GPA demuestra que existe un 

alto compromiso en integrar en las políticas públicas nacionales la agenda internacional en 

materia de desarrollo sostenible, cambio climático, mitigación y preservación. Muestra de esto 

es que “Los resultados obtenidos muestran que el GPA de Costa Rica fue de 55.932 millones de 

colones del año 2015, cifra que corresponde a un 0,19% del PIB y a 11.575 colones per cápita. Dos 

                                                             
41 Constitución Política de la República de Costa Rica. 1949. Artículo 50.  
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actividades ambientales agrupan la mayoría de este gasto: la gestión de las aguas residuales, con 

el 39%, y la protección de la biodiversidad y los paisajes, que alcanza el 37%.”42 

 En Costa Rica, es el Ministerio de Ambiente y Energía y el Ministerio de Salud los encargados de 

sumar el 87% de este GPA43, lo que demuestra que dentro de la cartera gubernamental hay un 

eje transversal que empapa en el tema no solo a las autoridades ambientales, sino también a 

otras instituciones, además de poder brindar un perspectiva más abierta del tema, ya que se 

relaciona directamente un ambiente sano con la salud de los costarricenses, brindándole 

facultades a instituciones como lo es el Ministerio de Salud, establecido en el artículo 2 de la Ley 

5412 de esta institución, donde se establece que el Ministerio de Salud debe manifestarse 

siempre que deba en cuanto es su responsabilidad velar por la conservación y mejoramiento del 

medio ambiente  ya que esto garantiza la salud de los seres humanos. 

La distribución institucional del gasto en protección ambiental se concentra en los Ministerios de 

Ambiente y Energía (48%) y el Ministerio de Salud (39%), que suman el 87%. Este resultado 

muestra que, si bien el gasto ambiental está focalizado en dos Ministerios, no se circunscribe 

únicamente a los entes cuyo foco principal es el tema ambiental, lo cual resalta su transversalidad 

a lo largo de todas las instituciones.  

En el contexto nacional e internacional actual, el cambio climático se considera un tema de 

urgencia. Por esto, y bajo el supuesto de que se está pronosticando un futuro climáticamente 

difícil es necesario que se empiece a implementar políticas públicas y de mitigación: “el objetivo 

de las políticas de mitigación y adaptación es limitar los efectos adversos del cambio climático. 

De esta forma, los beneficios primarios de las políticas climáticas son la reducción de emisiones 

de CO2 (mitigación) y la reducción en la vulnerabilidad de los impactos (adaptación). Los 

beneficios primarios de las políticas de mitigación son globales y de muy largo plazo, mientras 

que sus costos son locales o regionales y suelen observarse en el corto plazo. Las políticas de 

adaptación suelen tener altos costos locales o regionales en el corto plazo y algunos beneficios 

                                                             
42 Corinao, M., et al. Estimación del gasto en protección ambiental en Costa Rica. CEPAL 2018. Santiago, Chile. 
Consultado el 09 de febrero, 2019 en el siguiente link 
https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/43327/1/S1800017_es.pdf .   
43 Corinao M., 2018.  

https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/43327/1/S1800017_es.pdf
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primarios locales de corto plazo, sin embargo sus beneficios de largo plazo dependen de la 

evolución de las variables climáticas a nivel local para las que exista un alto grado de 

incertidumbre. Además, puede haber sinergias entre políticas de mitigación y adaptación que 

afecten su rentabilidad a largo plazo.”44 

Tras el análisis sustancial sobre los aspectos técnicos del cambio climático, y cuales son su 

mayores consecuencias, se parte del supuesto de la necesidad de que el Estado Costarricense 

pueda acompañar a sus ciudadanos en el proceso de búsqueda de medios de mitigación. Dado 

el hecho, de que el nivel del mar está aumentando exponencialmente y que ya se han 

documentado casos de pérdidas patrimoniales por este fenómeno, los siguientes capítulos de 

esta investigación buscarán dar con uno de los componentes de la Justicia Climática: el 

resarcimiento de los daños. Además, el siguiente capítulo buscará establecer si hay una relación 

fáctica entre este tema y los derechos humanos, situando al cambio climático como un 

componente activo dentro del derecho a un medio ambiente sano.  

 

 

Capítulo II: El cambio climático y los derechos humanos.  

 

El concepto de derechos humanos ha evolucionado de la misma forma que han evolucionado las 

sociedades. Inicialmente, el derecho a la vida y a la libertad, fueron esenciales. Sin embargo, el 

ámbito de los derechos humanos se empezó a extender hasta poder lograr que todo ser humano 

tuviera un desarrollo integro de sus capacidades. La propiedad privada, la educación, la 

capacidad de elección, la libertad de culto, la libertad de expresión, y el derecho a salud entre 

otros, han sido derechos que se han incluido en el bagaje de derechos fundamentales que todo 

ser humano debe disfrutar.  

                                                             
44 Galindo, M., et al.; Portafolio de políticas públicas de adaptación al cambio climático y mitigación de sus efectos 
con beneficios adicionales o sin arrepentimiento, en América Latina. CEPAL. 2017 Consultado en el link 
https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/42725/1/S1700653_es.pdf el 09 de enero, 2019  
 

https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/42725/1/S1700653_es.pdf
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Naciones Unidas ha declarado que los derechos humanos son aquellos derechos que se 

consideran inherentes a todos los seres humanos. Sin importar la nacionalidad, el sexo, el origen 

étnico, color de piel, religión, idioma o cualquier otra distinción, todo ser humano tiene los 

mismos derechos, los cuales deben disfrutarse sin ningún tipo de discriminación. Es 

responsabilidad de todos los Estados de cumplir con la obligación de defender y velar por el 

cumplimiento de estos. Desde su concepción, los derechos humanos se consideran indivisibles, 

individuales, interdependientes e interrelacionados, pero sobretodo, universales. Con una raíz 

histórica que data desde la Revolución Francesa con su lema de libertad, igualdad y fraternidad 

para todas las personas, los derechos humanos han ido incrementándose hasta poder llegar a 

compaginar con los derechos civiles y políticos, se han logrado integrar los con derechos 

económicos, sociales, y culturales, pero además, actualmente se ha contemplado el derecho 

ambiental como esencial para un desarrollo integral de los seres humanos.  

El sistema internacional cuenta con una gran cantidad de herramientas para poder defender los 

derechos humanos de todas y todos los ciudadanos alrededor del orbe. Desde la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos creada en 1948, se han establecido varios instrumentos que 

a nivel internacional regulan y monitorean la defensa íntegra de los derechos inherentes a cada 

ser humano. Diferentes convenciones y pactos han ido dejando en evidencia la necesidad de 

ampliar los parámetros de los derechos humanos. El Consejo de Derecho Humanos de Naciones 

Unidas, en conjunto con los 47 estados que lo conforman se ha responsabilizado de la promoción 

y protección de los derechos humanos alrededor del mundo, evidenciando así las grandes 

deficiencias que tienen los estados en esta materia.  

En este contexto, el derecho humano de un ambiente sano se convierte no solo en un objeto de 

estudio, sino también un factor fundamental a tomar en cuenta en relación con los grupos 

vulnerables, con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (conocidos como la Agenda 2030), la 

política internacional y también un elemento esencial de estudio ante la problemática global que 

es el cambio climático.  

Este capítulo estudiará como la evolución jurídica ha establecido el derecho a vivir en un 

ambiente sano como un derecho elemental para el ser humano y cómo lograr este objetivo ha 
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implicado la relación directa entre distintos actores internacionales, partiendo así, del hecho de 

que el cambio climático afecta directamente al medio ambiente. Además, se estudiará cómo se 

han manejado en sistemas regionales casos jurisprudenciales, donde el derecho a un ambiente 

sano se haya visto vulnerado y que su resolución se considere un precedente.  

Se buscará también relacionar el derecho humano de un ambiente sano con los perjuicios que 

genera el cambio climático como una variación directa en el medio ambiente y que pone en 

riesgo no solos los ecosistemas naturales sino también el diario vivir de las personas.  

El presente capítulo se dividirá en dos secciones: la primer sección se enfocará en como el 

derecho a un ambiente sano es visto como un derecho humano y como se ha concebido como 

tal en la jurisdicción nacional e internacional. La segunda sección contemplará el tema de la 

Justicia Climática. Este tema se encuentra en auge y converge principios, legislación, 

jurisprudencia y tribunales alrededor del mundo, los cuales se encuentran desarrollando criterios 

y pronunciamientos  bajo este concepto cada vez con mayor regularidad.  

 

Sección I: El derecho a un ambiente sano como un Derecho Humano 

 

El derecho a un ambiente sano se ha formalizado en la constitución de más de 100 países 

alrededor del mundo. Como un derecho de tercera generación, e incluido entre los derechos de 

solidaridad entre los pueblos, se ha contemplado el mismo como fundamental para el desarrollo 

integral de cualquier ser humano. Bajo la premisa de que la condición del medio ambiente afecta 

directamente cualquier actividad que desarrolle el ser humano, este derecho se ha incluido en el 

grupo de derechos fundamentales.  

Como una rama científico- jurídico, el derecho ambiental durante muchos años no fue 

contemplado en el ordenamiento nacional costarricense, sin embargo, ha logrado posicionarse 

con mayor importancia en las últimas décadas tanto a nivel nacional como a nivel internacional. 

El derecho ambiental se ha conceptualizado como "el conjunto de normas y principios nacionales 

y de Derecho Internacional, que regulan las relaciones entre el ser humano y su entorno natural 
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y urbano, con el propósito de alcanzar un equilibrio que permita la satisfacción de las necesidades 

humanas a través de los procesos sociales, productivos y culturales, resguardando la integridad y 

conservación de los recursos.”45  

El artículo 50 de la Constitución Política de Costa Rica, dentro del Título V Derechos y Garantías 

Individuales, establece que: “El Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del 

país, organizando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza. Toda 

persona tiene derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Por ello, está legitimada 

para denunciar los actos que infrinjan ese derecho y para reclamar la reparación del daño 

causado. El Estado garantizará, defenderá y preservará ese derecho. La ley determinará las 

responsabilidades y las sanciones correspondientes.”46 Bajo el supuesto de que el estado es el 

responsable del bienestar de todos los habitantes, es el aparato estatal quien debe velar por que 

una afectación en el medio ambiente tan voraz como es el cambio climático no afecte a sus 

ciudadanos. Es obligación del Estado poder garantizar el derecho que tienen todos los 

costarricenses de poder disfrutar de un ambiente sano. Sin embargo, más importante que la 

obligación superflua, es que bajo el estado de derecho en el que viven los costarricenses, necesita 

que una ley explicita establezca las sanciones y responsabilidades correspondientes que se deben 

ejecutar.  

Planteado de esta forma, es evidente que existe un problema cuando es perceptible que en Costa 

Rica actualmente no existe ningún cuerpo normativo que pueda llevar a cabo una penalización 

estricta y proporcional respecto a la contaminación y daño que se puede ocasionar a la capa de 

ozono. Las penalidades expresas que poseen los costarricenses se establecen en la Ley Orgánica 

de Ambiente, las cuales no van más allá de multas con valores bajos y las relacionadas al Código 

Penal, que establece en su capítulo IV cuáles son las violaciones que serán penadas por ley, en 

donde con dos artículos se presentan las penalidades para aquellos que lleven a cabo quemas, 

obstrucción de acequias o canales, la apertura o cierre de cañerías o bien la infrinjan el 

reglamento de pesca y caza.  

                                                             
45 Araya Pochet, C. et al. Constitución Política Comentada de Costa Rica. 2001. Editorial McGraw-Hill. México D.F., 
Estados Unidos Mexicanos, pág. 362-364.   
46 Artículo 50, Constitución Política de Costa Rica, 1948 
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El artículo 402 del Código Penal establece que “Se impondrá de quince a doscientos días multa a 

los empresarios o industriales que no adoptaren las medidas convenientes para evitar los escapes 

de humo, vapor o gas que causen molestias al público o perjudiquen su salud, o no provean a la 

eliminación de desechos contaminantes del ambiente. Igual sanción se impondrá a los 

propietarios o arrendatarios de todos los vehículos automotores que no adopten las medidas 

necesarias para evitar los escapes de monóxido de carbono, humos y otras fuentes de 

contaminación atmosférica que ocasionen molestias al público o perjudiquen su salud.”47 

Este artículo es el único que podemos encontrar en el código penal referente a la multa o 

penalización que va a sufrir una persona o industria que no elimine los desechos contaminantes 

que haya en el medio ambiente, o por las emisiones de gases que puedan afectar directamente 

la atmosfera, más allá de las molestias que puedan ocasionarle a más personas. Con esto, 

podemos ver como el derecho a un ambiente sano, directamente relacionado con la protección 

de la atmosfera se ve desprotegido ante una pena de quince a doscientos días multa, sin tomar 

en cuenta una relación de causalidad y la afectación generada.  

El impacto que ha generado el cambio climático, y las medidas que se han tenido que ejecutar 

para mitigar sus efectos y subsanar las afectaciones, ya han empezado a sentirse tanto en 

individuos como en comunidades. En particular, como ya se ha mencionado, aquellas personas o 

pueblos que más vulnerables son a los impactos del cambio climáticos son los que se encuentran 

conectados intrínsecamente a la naturaleza, pero en particular, los estados insulares con una 

muy baja altura sobre el nivel del mar, (como las Islas Maldivas, por ejemplo) ya que además de 

verse afectados en primer plano, carecen de los recursos económicos necesarios para poder 

mitigar o llevar a cabo procesos de adaptación al cambio climatológico. En su último extremo, los 

impactos que pueden producir las variaciones climáticas y las medidas de respuesta amenazan 

con destruir muchas culturas de pueblos de todo el mundo, dejando así sus tierras inhabitables 

y privando a sus pobladores de los medios para subsistir. 48 

                                                             
47 Artículo 402 del Código Penal de la República de Costa Rica, 1970.  
48 Center for International Environmental Law (CIEL). Climate Change & Human Rights: A Primer. 2011. Consultado 
en línea el 28 de febrero, 2019  en el link http://www.ciel.org/Publications/CC_HRE_23May11.pdf. Traducción 
propia del texto “Climate change impacts and measures taken to mitigate or adapt to these impacts (referred to as 
response measures) are already affecting both individuals and communities. Particularly vulnerable to the impacts 

http://www.ciel.org/Publications/CC_HRE_23May11.pdf
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Cuanto más tiempo pasa, más son las consecuencias que empiezan a vislumbrarse. Estas 

afectaciones son las que han generado que otras esferas de la vida en sociedad también deban 

adaptarse al nuevo contexto “socio ambiental” en el que se encuentra el ser humano, ya que el 

fenómeno en sí ha logrado reflejarse en el disfrute pleno que tiene cada persona en derechos 

determinados como la vida, el agua, el saneamiento, la salud, la autodeterminación, la 

alimentación, la cultura y el desarrollo.  

Desgraciadamente, las personas que más han sufrido los efectos negativos del cambio climático 

son aquellas que se encuentran en una evidente desventaja y vulnerabilidad debido a su situación 

geográfica, situación económica, género, edad, discapacidades, cultura o etnia, quienes además, 

son quienes han contribuido en menores proporciones a la emisión de gases invernadero. En 

particular las personas, las  comunidades e incluso estados que se encuentran y que además 

dependen de las tierras costeras, la tundra y hielo ártico, las tierras áridas y otros ecosistemas 

vulnerables para su subsistencia, son quienes tienen que enfrentar las mayores amenazas.49  

Los indígenas, por ejemplo, son un grupo minoritario que se considera completamente 

dependiente del medio ambiente y la naturaleza que lo rodea. Su cultura y su espiritualidad están 

intrínsecamente relacionadas con elementos naturales, y la calidad del medio ambiente que los 

rodea. Las mujeres a su vez, se han considerado uno de los grupos vulnerables que más se han 

visto afectados por cualquier cambio brusco que se pueda dar en el clima, debido a su estrecha 

relación con la producción, la manutención de los hogares y la alimentación. Esto permite ver 

                                                             
of climate change are individuals and peoples whose way of life is inextricably tied to nature, and coastal and low-
lying island states that lack the economic resources to adapt to severe changes. At the extreme, climate impacts and 
response measures threaten to destroy many cultures of peoples around the world, render their lands 
uninhabitable, and deprive them of their means of subsistence.” 
49 Alto Comisionado de Derechos Humanos. Mensaje Clave de Derechos Humanos y Cambio Climático. Reunión de 
expertos en derechos humanos y cambio climático, 2016. Consultado el 27 de febrero, 2019 en el link 
https://www.ohchr.org/Documents/Issues/ClimateChange/KeyMessages_on_HR_CC.pdf. Traducción propia no 
literal del texto “The negative impacts of climate change are disproportionately borne by persons and communities 
already in disadvantageous situations owing to geography, poverty, gender, age, disability, cultural or ethnic 
background, among others, that have historically contributed the least to greenhouse gas emissions. In particular, 
persons, communities and even entire States that occupy and rely upon low-lying coastal lands, tundra and Arctic 
ice, arid lands, and other delicate ecosystems and at risk territories for their housing and subsistence face the 
greatest threats from climate change”. 

https://www.ohchr.org/Documents/Issues/ClimateChange/KeyMessages_on_HR_CC.pdf
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que hay un factor común transversal ante la problemática del cambio climático: todos los seres 

humanos se ven afectados, sin embargo, no a todos los afecta por igual.  

Garantizar el disfrute de los derechos humanos es parte de los compromisos que todos los 

estados han adquirido al ser parte de derecho internacional. Con la evolución de las garantías 

fundamentales el estado de derecho debe también implementar nuevas formas de poder 

mantener los objetivos y compromisos en la materia.  

En el caso del cambio climático, esta no es la excepción, al contrario, el sistema de garantías debe 

velar por los derechos de las personas que se encuentran en mayor vulnerabilidad ante el cambio 

climático. Naciones Unidas siempre se ha pronunciado en pro de estos grupos: “Los principios de 

los derechos humanos articulados en la Declaración del Derecho al Desarrollo y otros 

instrumentos, hace un llamado para que la acción climática tanto individual y colectiva sea para 

el beneficio de los más vulnerables.”50 

El Acuerdo de Paris es el primer convenio internacional sobre el medio ambiente y cambio 

climático que hace una referencia explícita y directa a los derechos humanos. En su párrafo 11 

introductorio, el convenio establece que: “Reconociendo que el cambio climático es un problema 

de toda la humanidad y que, al adoptar medidas para hacerle frente, las Partes deberían respetar, 

promover y tener en cuenta sus respectivas obligaciones relativas a los derechos humanos, el 

derecho a la salud, los derechos de los pueblos indígenas, las comunidades locales, los migrantes, 

los niños, las personas con discapacidad y las personas en situaciones vulnerables y el derecho al 

desarrollo, así como la igualdad de género, el empoderamiento de la mujer y la equidad 

intergeneracional.”51 Con este párrafo, el concierto de naciones establece la importancia 

transversal de asumir el cambio climático como un tema integral: un ambiente sano se ha 

considerado como esencial para poder lograr que los seres humanos en general logren tener 

condiciones de vida digna.  

                                                             
50 Alto Comisionado de los Derechos Humanos. Derechos Humanos y Cambio Climático. Naciones Unidas. Consultado 
el 27 de febrero, del 2019 en el link  
https://www.ohchr.org/EN/Issues/HRAndClimateChange/Pages/HRClimateChangeIndex.aspx Traducción propia no 
literal del texto “Human rights principles articulated in the Declaration on the Right to Development and other 
instruments call for such climate action to be both individual and collective and for it to benefit the most vulnerable”  
51 Párrafo 11, Acuerdo de Paris. Naciones Unidas, 12 de diciembre del 2015.  

https://www.ohchr.org/EN/Issues/HRAndClimateChange/Pages/HRClimateChangeIndex.aspx
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Además, muchos de los derechos elementales de los seres humanos se relacionan directamente 

con la calidad del medio ambiente: con cambios agresivos de temperatura se elevan las 

probabilidades de que virus y bacterias muten.  

Con el aumento del nivel del mar como consecuencia directa del cambio climático, muchas 

personas de las zonas costeras verán vulnerado su derecho a una vivienda y un trabajo digno. El 

cambio climático y sus consecuencias afectarán a distintas comunidades alrededor del mundo 

con sus inundaciones y sequías, imposibilitando así el derecho de las personas indígenas de 

mantenerse en sus pueblos, de proteger su legado. Las condiciones atmosféricas también 

promoverán desplazamientos humanos. El tema de las migraciones ya es de por sí sensible, por 

lo que un aumento en los números de las personas que se movilizan tensionará las relaciones 

políticas alrededor del mundo, provocando así que algunos sistemas estatales colapsen 

generando hacinamientos, saturación de los programas de asistencia social, una afectación en la 

demanda de oferta laboral, o bien un insuficiencia en las economías nacionales.  

Las mujeres y los niños son considerados dos de los grupos vulnerables más grandes, y ambos 

son particularmente sensibles al cambio climático:  

En las regiones más pobres del mundo, las mujeres normalmente son las principales 

responsables de brindar los suministros esenciales de alimentos, agua y combustible para 

sus familias. Las sequías generadas por el cambio climático hacen que este trabajo sea 

extremadamente difícil ya que los pozos se secan, la producción de cultivos disminuye y 

la leña se debe recolectar desde distancias más lejanas. De la misma forma, la escasez de 

alimentos y agua incrementará la malnutrición en los niños y disminuirá sus posibilidades 

de recibir educación primaria. Los niños también son más vulnerables a los desastres 

naturales, debido a que carecen de fuerza física, y frecuentemente resultan huérfanos o 

separados de sus familias. Las personas indígenas son también particularmente 

vulnerables al cambio climático, partiendo de que su estilo de vida esta intrínsecamente 

atado al medio ambiente. Consecuentemente, los cambios ambientales impactan su 

habilidad para acceder a agua, comida y refugio. Además, para muchos pueblos indígenas, 

las tierras no son solo un bien, sino un elemento esencial en su identidad cultural y 
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espiritual. Por lo tanto, los cambios ambientales que son el resultado del cambio climático 

pueden afectar tanto su supervivencia física como la espiritual.52 

Como ya se ha mencionado, los derechos humanos consisten en los derechos y libertades básicas 

que todo ser humano tiene intrínsecamente. Estas facultades están protegidas por varios 

instrumentos internacionales además de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 

como la Convención Americana de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención 

internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus 

familiares, la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; la Carta 

Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos , la Declaración de Derechos Humanos de la 

Asociación de Naciones del Sudeste de Asia  y la Carta Árabe de Derechos Humanos entre otros 

muchos instrumentos más específicos para la protección de los derechos de los grupos 

vulnerables.  

Estos instrumentos han logrado compaginar nuevos derechos que se han incorporado al sistema 

de protección internacional: derecho a la vida, libertad de expresión, trabajo y propiedad e 

igualdad bajo la ley, por ejemplo, con derechos económicos, sociales y culturales como el derecho 

a la educación, a la cultura, a la salud, a la subsistencia, a la residencia, desplazamiento, y a la 

inviolabilidad del hogar.  

Las consecuencias que produce el cambio climático afectan otros derechos de forma tan integral. 

El Centro para el Derecho Ambiental Internacional (CIEL por sus siglas en inglés) ha determinado 

                                                             
52 Center for International Environmental Law (CIEL). Climate Change & Human Rights: A Primer. 2011. Consultado 
en línea el 28 de febrero, 2019  en el link http://www.ciel.org/Publications/CC_HRE_23May11.pdf. Traducción 
propia del texto “Women and children are particularly vulnerable to the effects of climate change. In the poorest 
regions of the world, women often bear the primary responsibility for gathering the essential food, water and fuel 
supplies for their families. Droughts caused by climate change make their work extremely hard as wells run dry, crop 
production declines, and fuel wood has to be collected from farther distances. Similarly, shortages of food and water 
will increase malnutrition among children and diminish their chances to receive school education. Children are also 
more vulnerable to natural disasters as they lack physical 3 strength, and are often orphaned or separated from their 
families. Indigenous peoples are also particularly vulnerable to climate change, since their way of life is often 
inextricably tied to the natural environment. Consequently, environmental changes impact their ability to access 
water, food and shelter. Moreover, for many indigenous peoples, lands are not a mere commodity, but a central 
element of spiritual and cultural identity. Thus, serious environmental changes resulting from climate change can 
affect both their physical and spiritual survival. 

http://www.ciel.org/Publications/CC_HRE_23May11.pdf
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cuales son los derechos humanos que más se ven vulnerados según la manifestación del cambio 

climático, además, en que instrumentos se encuentran y cuáles son sus artículos.  

Por ejemplo, el aumento del nivel del mar, tema de esta investigación. El aumento del nivel del 

mar es el responsable de inundaciones, altas marejadas, erosión en las costas y salinización de la 

tierra y de las fuentes de agua potable. Por esto, la perdida de terrenos; la falta de agua potable 

y el aumento de enfermedades; el daño y pérdida de infraestructura costera, casas de habitación 

y propiedades; la pérdida de terrenos para cultivar; el declive de playas y las bajas en los ingresos 

producidos por el turismo son algunos de los efectos que en primera instancia han sufrido los 

países, particularmente los costeros de las zonas tropicales y los que se encuentran en vías de 

desarrollo, que además son los que menos ingresos poseen para invertir en planes de mitigación 

y adaptación. Partiendo de esto, los derechos que más se han visto perjudicados son el derecho 

a la vida, a la autodeterminación de los pueblos, el derecho a la salud y al agua potable, el derecho 

a los medios de subsistencia y estándares de vida digna; el derecho a un hogar, a la propiedad y 

finalmente el derecho a la cultura. Estos derechos se encuentran concebidos dentro de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, la Convención Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y La 

Convención para la Eliminación de todo tipo de Discriminación contra la Mujer. 53 

Como Costa Rica es un país garantista y de derecho, es su responsabilidad asegurar el disfrute y 

realización de los derechos fundamentales establecidos en su constitución. El derecho a un 

ambiente sano es un derecho fundamental el cual el estado costarricense debería de garantizar, 

y al ser relacionado con el cambio climático debería ser tangible en políticas públicas. Sin 

embargo, también existe un grado de responsabilidad internacional cuando nos referimos al 

mismo: “En un nivel internacional, la revisión periódica universal la realiza el Consejo de Derechos 

Humanos y los comités que supervisan el monitoreo a los asuntos relacionadas al Pacto 

Internacional de los Derechos Civiles y Políticos  y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales incluyendo lo relacionado al cambio climático. En un nivel regional las Cortes 

                                                             
53 Center for International Environmental Law (CIEL), 2011.  
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de Derechos Humanos y comisiones en África, América y Europa proporciona a las víctimas un 

foro para reparación de la violación a sus derechos.”54 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos emitió la Opinión Consultiva número OC-23/17. 

La misma fue solicitada por Colombia y fue emitida el 15 de noviembre de 2017. Este documento 

se centra en el Medio Ambiente y su relación innegable con los Derechos Humanos y las 

obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco de la protección y garantía 

de los derechos a la vida y a la integridad personal, siendo el primer pronunciamiento que tiene 

esta corte que se centra específicamente en el tema de un ambiente sano. 

Colombia hizo esta solicitud de Opinión Consultiva partiendo de la  interpretación y alcance de 

los artículos 4 y 5 de la Constitución de la República de Colombia y su relación con los artículos 

1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en tanto la degradación ambiental 

y los efectos adversos del cambio climático afectan el goce efectivo de los derechos humanos de 

sus comunidades y como poder legislar sobre estos. Este planteamiento se da, partiendo de que 

la misma Corte ya ha trabajado y desarrollado conceptos relacionados a este tema en el caso 

Kawas Fernández vs Honduras.  

Los Jueces de la Corte Interamericana se basan en el preámbulo del Protocolo Adicional a la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales (a continuación “Protocolo de San Salvador”), resaltando la estrecha relación que 

existe en la vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales, donde se incluye el 

derecho a un medio ambiente sano y los derechos civiles y políticos.  

El derecho humano a un medio ambiente sano se ha entendido como un derecho con 

connotaciones tanto individuales como colectivas. En su dimensión colectiva, el derecho a un 

medio ambiente sano constituye un interés universal, que se debe tanto a las generaciones 

presentes como a las futuras. Ahora bien, el derecho al medio ambiente sano también tiene una 

                                                             
54 Center for International Environmental Law, 2011. Traducción propia del texto “At the international level, the 
universal periodic review of the Human Rights Council and the committees overseeing the ICCPR and ICESCR monitor 
human rights issues, including with respect to climate change. At the regional level, human rights courts and 
commissions in Africa, the Americas and Europe provide victims with a forum to seek redress for violation of their 
rights”.  
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dimensión individual, en la medida en que su vulneración puede tener repercusiones directas o 

indirectas sobre las personas debido a su conexidad con otros derechos, tales como el derecho a 

la salud, la integridad personal o la vida, entre otros. 

 La degradación del medio ambiente puede causar daños irreparables en los seres humanos, por 

lo cual un medio ambiente sano como derecho, es esencial para la existencia de la humanidad 

en el por tanto que una afectación a este derecho significa una afectación al resto de derechos 

fundamentales.55 Bajo la perspectiva individual, La Corte Interamericana (a continuación Corte 

IDH), comparte el argumento que tiene el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, el cual ha 

reconocido que la degradación severa del medio ambiente puede afectar el bienestar del 

individuo directamente lo que ocasiona violaciones directas a derechos como el derecho a la vida, 

al respeto a la vida privada y familiar y a la propiedad privada, como lo establece en el Caso 

Öneryildiz Vs. Turquía, en el Caso López Ostra Vs. España y en el Caso Papastavrou y otros Vs. 

Grecia, en los cuales, jurisprudencialmente, ya se establece esta relación entre derechos de corte 

individual. 

 Bajo la misma línea de pensamiento, los jueces de la Corte IDH también mencionan a la Comisión 

Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos dentro del fundamento que utilizan en la 

justificación del dictamen de la Opinión Consultiva número OC-23/17, mencionando que: “un 

“medio ambiente general satisfactorio, favorable al desarrollo” está estrechamente relacionado 

con los derechos económicos y sociales en la medida en que el medio ambiente afecta la calidad 

de vida y la seguridad del individuo.”56 

En cuanto a la vulnerabilidad destacada que presentan algunos grupos vulnerables, y en especial 

los  pueblos indígenas y tribales, la Corte IDH ha determinado que “los Estados deben adoptar 

medidas positivas encaminadas a asegurar a los miembros de estos pueblos el acceso a una vida 

digna -que comprende la protección de la estrecha relación que mantienen con la tierra- y su 

proyecto de vida, tanto en su dimensión individual como colectiva”57, en las sentencias de los 

                                                             
55 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva número OC-23/17: Medio Ambiente y Derechos 
Humanos.  15 de noviembre de 2017, San José, Costa Rica.  
56 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva número OC-23/17. 2017. 
57 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva número OC-23/17. 2017. 
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casos que la misma corte ya ha resuelto: el caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, y 

en el caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam.  

El cambio climático acentúa las difíciles condiciones en las que viven la mayoría de los pueblos 

indígenas, donde la falta de recursos y de acceso a los territorios, su fragilidad ante enfermedades 

y epidemias y su dependencia a los recursos naturales, se ven afectados ante cualquier variación 

a nivel climatológico. La vulnerabilidad se acentúa cuando postramos esta situación en el marco 

del pobre acceso a la justicia, de la desigualdad de condiciones y diferencias en idioma, 

tradiciones y costumbres, que tienen que enfrentar día con día los pueblos indígenas de 

Latinoamérica, lo que pone a los Estados en general en una posición de incompetencia a la hora 

de poder lidiar con estos grupos vulnerables.  

La desprotección extrema que pudieran sufrir los pueblos indígenas bajo las circunstancias antes 

descritas, conlleva en sí a una violación sistemática de los derechos humanos y los protocolos de 

protección especial que este grupo disfruta, por medio de los cuales los instrumentos 

internacionales de derechos humanos han procurado brindarles el mayor apoyo a lo largo de la 

región.  

Esta Opinión Consultiva, además, utiliza el artículo 11 del Protocolo de San Salvador como uno 

de sus fundamentos principales a la hora de establecer la relación entre el medio ambiente, su 

disfrute y la responsabilidad estatal: “1-Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente 

sano y a contar con servicios públicos básicos. 2- Los Estados parte promoverán la protección, 

preservación y mejoramiento del medio ambiente.”58   

Bajo este marco normativo y conceptual, se puede ver que existe una relación de 

interdependencia e indivisibilidad entre los derechos humanos, el medio ambiente y el desarrollo 

sostenible, tanto así que el Consejo de Derechos Humanos se ha manifestado diciendo que: 

“todos los derechos humanos son vulnerables a la degradación ambiental, en el sentido de que el 

                                                             
58 Organización de Estados Americanos. Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Protocolo de San Salvador, 17 de noviembre, 1988, San 
Salvador. Artículo 11.   
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pleno disfrute de todos los derechos humanos depende de un medio propicio.”59 Por esto, el 

sistema internacional ya ha encontrado amenazas comunes tanto para el medio ambiente como 

para el disfrute de los derechos humanos.  

Un ejemplo de la interdependencia e indivisibilidad que existe entre los derechos humanos 

utilizado por la Corte IDH es la Opinión Consultiva en cuestión, donde han establecido que “i) el 

tráfico ilícito y la gestión y eliminación inadecuadas de productos y desechos tóxicos y peligrosos 

constituyen una amenaza grave para los derechos humanos, incluidos el derecho a la vida y a la 

salud; ii) el cambio climático tiene repercusiones muy diversas en el disfrute efectivo de los 

derechos humanos, como los derechos a la vida, la salud, la alimentación, el agua, la vivienda y 

la libre determinación, y iii) la degradación ambiental, la desertificación y el cambio climático 

mundial están exacerbando la miseria y la desesperación, con consecuencias negativas para la 

realización del derecho a la alimentación, en particular en los países en desarrollo.”60 

Ahora bien, el medio ambiente, al ser un bien colectivo es dinámico, indivisible. Las afectaciones 

en este no se van a limitar a un espacio físico temporal, al contrario, van a expandirse y traspasar 

las fronteras. Bajo este presupuesto, la Opinión Consultiva OC 23/17 maneja los presupuestos de 

limitación de la jurisdicción, ya que existen las conductas extraterritoriales que específicamente 

en el caso del derecho a un ambiente sano no se puede limitar a un territorio determinado.  

El artículo 1 de la Convención Americana establece que “Los Estados Partes en esta Convención 

se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y 

pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por 

motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen 

nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 2. Para los 

efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.”61 Este artículo permite establecer que 

                                                             
59Knox, J.H. Informe preliminar del Experto independiente sobre la cuestión de las obligaciones de derechos humanos 
relacionadas con el disfrute de un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible. Consejo de Derechos 
Humanos.  24 de diciembre de 2012, Doc. ONU A/HRC/22/43, párr. 19 
60 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva número OC-23/17: Medio Ambiente y Derechos 
Humanos.  15 de noviembre de 2017, San José, Costa Rica. 
61 Organización de los Estados Americanos. Convención Americana de Derechos Humanos., San José, 22 de 
noviembre de 1969. Artículo 1. 
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todos los estados parte de la Convención Americana de Derechos Humanos (en adelante la CADH) 

deben actuar conforme a derecho, y garantizar el cumplimiento de todo lo dispuesto en esta 

convención para las personas sujetas a su jurisdicción sin ningún tipo de discriminación. Todos 

los seres humanos cuya jurisdicción pertenezca al sistema regional de la OEA, va a poder ser 

amparado bajo esta carta. Con motivo de esto, la Corte IDH ha establecido que:  

La jurisdicción de un Estado no está limitada a su espacio territorial, el término 

jurisdicción, a efectos de las obligaciones de derechos humanos de la Convención 

Americana, además de las conductas extraterritoriales, también puede abarcar las 

actividades de un Estado que causan efectos fuera de su territorio. El derecho 

internacional exige a los Estados una serie de obligaciones frente a la posibilidad de daños 

ambientales que traspasen las fronteras de un particular Estado. La Corte Internacional 

de Justicia ha reiteradamente establecido que los Estados tienen la obligación de no 

permitir que su territorio sea utilizado para actos contrarios a los derechos de otros 

Estados. Asimismo, dicha corte ha señalado, en aplicación de este principio, que los 

Estados deben velar porque las actividades realizadas dentro de su jurisdicción o bajo su 

control no causen daños al medio ambiente de otros Estados o zonas que estén fuera de 

su jurisdicción, así como que están obligados a usar todos los medios a su disposición para 

evitar que actividades que tienen lugar en su territorio, o en cualquier área bajo su 

jurisdicción, causen un daño significativo al medio ambiente de otro Estado.62  

Visto desde esta arista, el derecho internacional tiene la capacidad de reconocer aquellos daños 

transfronterizos que otros estados ejecuten. La relación de causalidad entre el daño ocasionado 

y la acción u omisión del Estado infractor, será el detonante de la causal de responsabilidad. La 

Corte IDH ha establecido que “los Estados pueden ser responsables por los daños significativos 

que se ocasionen a las personas fuera de sus fronteras por actividades originadas en su territorio 

o bajo su autoridad o control efectivo. Es importante destacar que esta obligación no depende del 

carácter lícito o ilícito de la conducta que genere el daño, pues los Estados deben reparar de forma 

pronta, adecuada y efectiva a las personas y Estados víctimas de un daño transfronterizo 

                                                             
62 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva número OC-23/17: Medio Ambiente y Derechos 
Humanos.  15 de noviembre de 2017, San José, Costa Rica. 
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resultante de actividades desarrolladas en su territorio o bajo su jurisdicción, independientemente 

de que la actividad que causó dicho daño no esté prohibida por el derecho internacional”63 Siendo 

así, que según la jurisprudencia de la Corte IDH, aquellos estados que comentan faltas, o cuyas 

conductas lleguen a afectar, deteriorar, dañar las condiciones del medio ambiente de cualquier 

otro estado, debe hacer responsable del mismo a la brevedad.  

En el por tanto se dé una violación al derecho de un ambiente sano, se pone en manifiesto la 

necesidad de resarcimiento de daños. Ante el fenómeno del cambio climático, el desarrollo 

jurídico se ha quedado corto en Latinoamérica, sin embargo en algunas otras regiones del 

mundo, donde los efectos ya son más visibles, y en donde el derecho ha trabajado de forma más 

profunda los pronunciamientos alrededor del derecho subjetivo es mucho más probable 

encontrar conceptos mucho más desarrollados que se revisaran más adelante en esta 

investigación.   

Si bien es cierto el derecho ambiental engloba principios como el que contamina paga, es fácil 

percatarse que el resarcimiento de daños ocasionado ante una violación de derechos humanos 

merece acciones mucho más allá que una simple multa, dado que el daño no se limita a la 

afectación directa del “bien” en cuestión, al contrario, debe extenderse a todo el universo de 

bienes jurídicos tutelados que pueden verse afectados por el hecho dañino. La violación del 

derecho a un ambiente sano produce directamente un sin fin de afectaciones a otros derechos, 

por lo que la compensación debe contemplar no solo medidas resarcitorias, sino también debe 

generar medidas de mitigación, adaptación y reducción de los efectos que eventualmente 

puedan nacer gracias al hecho generador.  

El estudio de esta relación, del hecho generador y la causalidad en los delitos relacionados al 

medio ambiente, se ha venido estudiando por una nueva rama del derecho: la Justicia Climática. 

Esta rama, muy relacionada al Derecho Ambiental Internacional, se ha encargado de analizar y 

poner en auge los mal llamados nuevos delitos ambientales.  

Los elementos de la Justicia Climática se estudiaran en la próxima sección.  

                                                             
63 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva número OC-23/17. 2017 
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Sección II: Justicia Climática  

 

Las luchas sociales que históricamente se han vivido son el resultado de procesos de socialización 

que el ser humano ha generado a medida que va evolucionando socialmente con el tiempo. Las 

luchas que se libraron por lograr conseguir el voto femenino, la jornada laboral de ocho horas o 

el acceso a los servicios de salud son muestra de lo fundamental y fuerte que ha sido la batalla 

progresiva por los derechos humanos. Los sacrificios por lograr la libertad y la igualdad de todos 

los ciudadanos marcaron la historia del progreso social y pusieron los cimientos de los sistemas 

judiciales actuales al alrededor del mundo.  

Las distintas generaciones de derechos humanos han permitido, de la misma forma, dar un 

seguimiento a la evolución social: la primera generación de derechos humanos se basa en los 

derechos civiles y políticos como la vida, la libertad y la seguridad, siendo estos los primeros 

derechos que se declararon como fundamentales para todo ser humano. La segunda generación, 

basada en los derechos económicos, sociales y culturales, realza la necesidad de la educación, la 

salud, el trabajo y la vida digna, ya que tras haber alcanzado los derechos de primera generación, 

es fundamental establecer niveles de vida satisfactorios y gozar de beneficios sociales. Todos 

estos derechos, los de primer y segunda generación poseen institutos legales establecidos, con 

herramientas y e instrumentos funcionando con relativa eficiencia. La tercera generación, la que 

compete en esta investigación, es el resultado de las nuevas corrientes de pensamiento: la 

prioridad de la justica, la paz y la solidaridad, bases innegables de la agenda internacional desde 

el siglo XX y hasta hoy, incluyendo así el derecho a la paz, al desarrollo y a un ambiente sano.  

Como se ha explicado durante esta investigación, el derecho a un ambiente sano ha sido una de 

las últimas garantías fundamentales que se ha incorporado en el bagaje de facultades innegables 

para cualquier persona. Parte del proceso de apropiación social e individual de este como un 

derecho subjetivo, radica en su exigencia ante los aparatos nacionales y regionales de derechos 

humanos.  

En la Declaración de la Asamblea por la Justicia Climática que se realizó en Brasil en febrero del 

2009, se dijo que “las luchas por la justicia climática y la justicia social son una sola. Son las luchas 

por los territorios, las tierras, los bosques, el agua, por la reforma agraria y urbana, la soberanía 
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alimentaria y energética así como por los derechos de las mujeres y de las y los trabajadores. Las 

luchas por la igualdad y la justicia para los pueblos indígenas, para los pueblos del Sur global, las 

luchas por la redistribución de la riqueza y por el reconocimiento de la deuda ecológica e histórica 

de los países del Norte.”64 

 El problema del cambio climático debe enmarcarse dentro de una lucha social, de clases, que se 

viene librado desde muchos años atrás, pero que sin embargo, es hasta ahora que empieza a 

considerarse como una lucha política y jurídica contra los actores de poder que puedan haber en 

la coyuntura actual: “es importante ver el cambio climático como la continuación y la 

manifestación de algunos de los mismos problemas y fuerzas sociales con los que llevamos 

lidiando desde hace siglos. Se trata de una cuestión de poder político, una cuestión de quién gana 

y quién pierde en lo que se refiere a acceso y derechos.”65  

De la misma forma en que se han creado instituciones para la protección, lucha y promoción de 

los derechos de primer y segunda generación, es necesario que se dé la construcción de 

instrumentos y herramientas que se contextualicen bajo el presupuesto de que todos los seres 

humanos tenemos el derecho humano y fundamental a vivir en un ambiente sano y 

ecológicamente equilibrado.  

Actualmente hay una tendencia generalizada alrededor del orbe: desde distintas aristas 

jurisdiccionales se están presentando casos relativos a las consecuencias del calentamiento 

global, y el cambio climático: “los pleitos climáticos están cambiando la perspectiva de cómo 

hacer frente a las responsabilidades climáticas, ya sea desde el punto de vista jurídico, en el 

refuerzo del cumplimiento de los compromisos jurídicos, como también en la determinación de 

responsabilidades del calentamiento global. El objetivo final es la efectividad de la denominada 

“justicia climática”, en respuesta a la inactividad gubernamental.”66 En todos los continentes se 

                                                             
64 Climate Justice Now. Declaración de la Asamblea por la Justicia Climática.  , 1° de febrero de 2009. Belém, Portugal.  
65 Larry, L. La política del cambio climático. The Carbon Trade Watch, 2008, Gran Bretaña. Entrevista consultado el 
27 de febrero del 2019, disponible en el link  
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66 Borras S. La justicia climática: entre la tutela y la fiscalización de las responsabilidades Universidad Nacional 
Autónoma de México, Anuario Mexicano de Derecho Internacional, vol. XIII, México DF., 2013. Consultado en línea 
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han visto afectaciones por este fenómeno. Si en Asia es por la intensidad de los monzones que 

se han incrementado por el aumento de la temperatura, en Oceanía es por el incremento del 

nivel del mar gracias al deshielo de los glaciares; en Europa, por la pérdida de la calidad del aire 

y del agua; en África es por la desertización y en América por la pérdida de la diversidad y las 

consecuencias de fenómenos intensos, como el del Niño.  

En todo el mundo se han empezado a documentar no solo casos de afectaciones, sino, denuncias 

judiciales y apertura de expedientes que contemplan al medio ambiente como un factor esencial 

en la denuncia.  

A nivel internacional hay suficiente fundamento jurídico para poder no solos admitir estos casos 

dentro del concepto de justicia climática, sino también, para que se proceda manejando el 

presupuesto del bien común de un ambiente sano.  

El principio fundamental sic utere tuo ut alienum non laedas, recogido en el Principio 21 

de la Declaración de Estocolmo de 1972 y el Principio 2 de la Declaración de Río de 1992, 

según el cual los Estados tienen el derecho soberano de explotar sus propios recursos en 

aplicación de su propia política ambiental y la obligación de asegurar que las actividades 

que se lleven a cabo dentro de su jurisdicción o bajo su control no perjudiquen al medio 

ambiente de otros Estados o de zonas situadas fuera de su jurisdicción nacional. El 

Principio 22 de la Declaración de Estocolmo consagra además la invitación a los Estados 

para “... cooperar para el desarrollo del Derecho internacional en relación con la 

responsabilidad y la indemnización a las víctimas de la contaminación y de otros daños 

ecológicos...”, según la cual los Estados tienen la obligación de garantizar que las 

actividades dentro de su jurisdicción y control, respeten el medio ambiente de otros 

Estados y áreas fuera del control nacional. Esta obligación se encuentra reconocida en 

muchos de los tratados internacionales medioambientales actuales y constituye una clara 
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https://reader.elsevier.com/reader/sd/pii/S1870465413710389?token=D9B665317D5C2906C263F544A478920190FC35369608879D3F8AD134109250A89DCF026F6C646953B5D2BFE07CF1BBD3
https://reader.elsevier.com/reader/sd/pii/S1870465413710389?token=D9B665317D5C2906C263F544A478920190FC35369608879D3F8AD134109250A89DCF026F6C646953B5D2BFE07CF1BBD3
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limitación a la actividad internacional de los Estados y de las empresas que están bajo su 

control.67 

La Justicia Climática, es por sí misma, esta nueva rama del derecho que busca sentar las bases de 

la responsabilidad de los daños o perjuicios que se generen al medio ambiente y por ende a los 

seres humanos y a sus derechos. 

Partiendo del presupuesto de que los Estados deben ser los garantes principales de la defensa 

del derecho que tienen todas las personas a vivir en un ambiente sano y ecológicamente 

equilibrado. Pero también, este concepto permitiría establecer la responsabilidad que tiene 

también la entidad privada: las empresas y personas que llegan a afectar con sus acciones al 

medio ambiente.  

Sara Borras, Investigadora de la Universidad Nacional Autónoma de México, ha manejado la 

teoría de que las consecuencias ocasionadas por el cambio climático son una cuestión que debe 

manejarse de manera integral, incluyendo en la  misma corriente la juridicidad y la política tanto 

nacional como internacional: “la práctica internacional ha demostrado ser reticente a aceptar un 

régimen de responsabilidad objetiva, también denominada responsabilidad “por riesgo” o “por 

daños” porque conecta directamente la responsabilidad internacional del Estado con los daños al 

medio ambiente. Esta relación obedece a la existencia de una peligrosidad inherente a ciertas 

actividades a las que se añade una garantía extraordinaria que asegura la reparación de los daños 

resultantes de ciertas actividades no prohibidas por el derecho internacional, pero 

ecológicamente peligrosas.”68  

Es necesario analizar la necesidad de poder establecer un ligamen entre las actividades no 

prohibidas por el derecho internacional pero las cuales significan un problema para el medio 

ambiente, partiendo de que la sociedad es cambiante. El derecho, como un sistema normativo 

de la sociedad no puede quedarse inmóvil ante la necesidad de su evolución, pecado en el que 

muchos de los sistemas jurídicos del planeta han caído. Por esto, es necesario ir más allá de las 

                                                             
67 Borras, S. 2013.  
68 Borras, S. 2013. 
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pequeñas multas que se brindaban por tirar basura en vía pública y transcender con penalidades 

proporcionales al daño ocasionado en el paradigma del riesgos medio ambiental actual.  

La Justicia Climática, como encargada de encontrar esta relación de causalidad entre las acciones 

de un Estado o de una empresa y poder sentar un precedente de responsabilidad, debe lograr 

demostrar más allá del dolo del autor del daño: “Como consecuencia del carácter absoluto de 

esta responsabilidad se excluye la consideración de eventuales causas de exoneración, de manera 

que, producido el daño ecológico el Estado tiene la obligación de responder, por lo que la 

reparación puede ser total. Sobre la base de criterios de justicia y equidad, ningún Estado debe 

pagar los daños ambientales derivados de riesgos extraordinarios creados por otros Estados. Se 

trata de establecer un equilibrio compensatorio entre los intereses contrapuestos de quienes 

quieren realizar actividades ecológicamente peligrosas y quienes buscan una garantía frente a 

sus eventuales consecuencias perjudiciales.”69 

Como se estudió en la sección anterior, la justicia climática ha determinado que existe un factor 

de extraterritorialidad de los hechos dañosos que puede significar la afectación de Estados ajenos 

a la acción. Personas fuera de las fronteras donde se llevó a cabo la acción dañina, pueden 

ocasionar perjuicios para sus pares incluso cuando no comparten regiones. 

La volatilidad del medio ambiente se ve claramente expuesta cuando las emisiones de gases del 

efecto invernadero que ocasiona un Estado en el hemisferio norte de América llega a afectar de 

tal forma que un pequeño Estado insular en medio del Océano Pacífico se vio obligado a comprar 

terrenos para poder reubicar a los ciudadanos que han perdido sus propiedades debido al 

aumento del nivel del mar, como una consecuencia del deshielo en los polos y glaciares, que se 

han dado gracias al calentamiento climático.  

La ilicitud o no de la acción deja de tener una preponderancia, incluso cuando el hecho dañoso 

no haya sido tipificado dentro de la normativa a nivel internacional. Los Estados e incluso las 

personas que generen algún perjuicio, deben reparar de forma pronta, adecuada y efectiva todas 

aquellas acciones que generan un declive en el medio ambiente, y es la Justicia Climática la que 

                                                             
69 Borras, S. 2013.  
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se debe encargar de lograr establecer cuáles son los parámetros de cumplimiento y las cuotas de 

responsabilidad.  

Dentro de los presupuestos de esta rama del derecho internacional, se concibe a la Justicia 

Climática como un campo de conocimiento que debe ser consistente y acorde a los principios, 

obligaciones y estándares que se han establecido en los mecanismos de derechos humanos. Esta 

necesidad debe nacer y ser vista desde la posición que tiene el derecho a un ambiente sano 

dentro de los instrumentos de derechos humanos, y la clasificación internacional que se le ha 

dotado a los derechos fundamentales. Además, es primordial brindar mecanismos de defensa a 

aquellos individuos o comunidades que más se han visto afectados “Aquellos que han contribuido 

en menores cantidades al cambio climático, sufren sus consecuencias de forma injusta y 

desproporcionada.  [Estos Estados] Deben ser los primeros participantes y los principales 

beneficiarios de las acciones climáticas, y deben tener acceso a recursos efectivos [para su 

mitigación] (…) El Alto Comisionado de Derechos Humanos en cambio climático ha resaltado las 

obligaciones y las responsabilidades esenciales de los Estado y otros titulares de obligaciones 

(incluidas las empresas) y sus implicaciones para los acuerdos políticas y acciones relacionadas 

con el cambio climático.”70 

La justicia climática, como tal, debe de concebirse como un área integral, donde se valoren no 

solo las afectaciones puntuales al medio ambiente sino también la vulneración de otros derechos 

de los ciudadanos afectados. Ya se ha mencionado, que las mujeres, los niños pero sobretodo los 

indígenas son grupos vulnerables que se ven especialmente afectados ante los efectos de este 

cambio climatológico. En especial, para efectos de esta investigación, aquellas poblaciones de 

                                                             
70 Alto Comisionado de Derechos Humanos. Mensaje Clave de Derechos Humanos y Cambio Climático. Reunión de 
expertos en derechos humanos y cambio climático.  2016. Consultado el 27 de febrero, 2019 en el link 
https://www.ohchr.org/Documents/Issues/ClimateChange/KeyMessages_on_HR_CC.pdf . Traducción propia no 
literal del texto “Climate justice requires that climate action is consistent with existing human rights agreements, 
obligations, standards and principles. Those who have contributed the least to climate change unjustly and 
disproportionately suffer its harms. They must be meaningful participants in and primary beneficiaries of climate 
action, and they must have access to effective remedies (…)OHCHR’s Key Messages on Human Rights and Climate 
Change highlight the essential obligations and responsibilities of States and other duty-bearers (including 
businesses) and their implications for climate change-related agreements, policies, and actions”  

https://www.ohchr.org/Documents/Issues/ClimateChange/KeyMessages_on_HR_CC.pdf
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grupos vulnerables que además se encuentran en las costas son a quienes mayor atención se les 

debería de brindar. 

 En la medida en que se logren integrar los derechos humanos en las acciones y políticas de 

mitigación del cambio climático, se logrará empoderar a la población para que se integren en la 

formulación de políticas sostenibles que los Estados puedan poner en práctica. Los Estados deben 

promover la sostenibilidad y sentar las bases de la responsabilidad de aquellos cuyas acciones 

vayan en perjuicio de los derechos de otros, en este caso en contra del derecho al disfrute de un 

ambiente sano. Mediante un enfoque conservacionista, que incluya desde la promoción de 

actividades de mitigación como el reciclaje o la reforestación hasta acciones de prevención como 

la creación de políticas de des-carbonización, solo logrando el involucramiento de los civiles se 

logrará una justicia global antidiscriminatoria.  

Si bien es cierto, el derecho a un ambiente sano aún no se reconoce de forma consuetudinaria, 

si hay un quiebre en el derecho material que ha dado paso a varias denuncias formales en la 

materia. Instrumentos internacionales de derechos humanos, tribunales regionales, e incluso 

casos modelo han dado cabida a que el derecho humano a un ambiente sano sea un tema actual 

y tocado en los estrados, por lo que brinda una plataforma formal para poder decir que la Justicia 

Climática no es solo un ideal, sino también una corriente jurídica con bases sólidas que empieza 

a tener mucho mayor reconocimiento a nivel internacional.  

De esta forma podemos decir que las bases normativas de la Justicia Climática se encuentran en 

las ya mencionadas Declaración de Estocolmo de 1972 y la Declaración de Río de 1992. Estas 

declaraciones presentan los primeros fundamentos acerca de los límites de la jurisdicción y las 

afectaciones dentro o fuera de las fronteras nacionales, y como la explotación de los recursos 

naturales y las políticas ambientales nacionales no pueden perjudicar el medio ambiente de otros 

Estados o regiones fuera de la jurisdicción nacional.71 

                                                             
71 Borras S. La justicia climática: entre la tutela y la fiscalización de las responsabilidades. Universidad Nacional 
Autónoma de México, Anuario Mexicano de Derecho Internacional, vol. XIII, México DF., 2013. Consultado en línea 
el 12 de febrero del 2019, en el link:   
https://reader.elsevier.com/reader/sd/pii/S1870465413710389?token=D9B665317D5C2906C263F544A47892019
0FC35369608879D3F8AD134109250A89DCF026F6C646953B5D2BFE07CF1BBD3 

https://reader.elsevier.com/reader/sd/pii/S1870465413710389?token=D9B665317D5C2906C263F544A478920190FC35369608879D3F8AD134109250A89DCF026F6C646953B5D2BFE07CF1BBD3
https://reader.elsevier.com/reader/sd/pii/S1870465413710389?token=D9B665317D5C2906C263F544A478920190FC35369608879D3F8AD134109250A89DCF026F6C646953B5D2BFE07CF1BBD3
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La autora Sara Borras, bajo un extenuante estudio sobre la tutela y fiscalización de 

responsabilidades sobre la justicia climática, menciona que uno de los más importantes 

antecedentes que se manejan en la materia es la importancia de sentar la responsabilidad 

jurídica de los países y sus acciones jurisdiccionales: “El 2 de agosto de 2001, la CDI [Comisión de 

Derecho Internacional] aprobó en su 53o. periodo de sesiones el Proyecto de artículos sobre la 

prevención del daño transfronterizo resultante de actividades peligrosas, que codifica principios 

y normas procedimentales de prevención de daños transfronterizos. El origen de este régimen de 

responsabilidad se encuentra en la realización de actividades no prohibidas por el derecho 

internacional pero que entrañan el riesgo de causar, por sus consecuencias físicas, un daño 

transfronterizo sensible a las personas, los bienes o al medio ambiente. Es decir, existe en esta 

responsabilidad un daño material, pero no necesariamente un daño jurídico. En cambio en la 

responsabilidad por hecho ilícito identifica el daño jurídico con el daño material.”72  

Que el derecho internacional no haya establecido la contaminación al medio ambiente como un 

acto de corte meramente antijurídico y que además, no haya tipificado que estas acciones 

dañinas son violaciones a los derechos humanos hace que la lucha por establecer las prioridades 

dentro del marco de acción sobre el cambio climático sea mucho más difícil de lo esperado.  

Establecer los marcos de responsabilidad de bienes difusos es una tarea mucho más compleja. 

Dado esto, es que establecer los grados de responsabilidad del daño ocasionado por el cambio 

climático a los bienes patrimoniales es fundamental. Lograr poner un valor económico sobre 

estos perjuicios significa lograr cuantificar los daños ocasionados y la necesidad de su 

resarcimiento, más allá del valor socio-moral que los mismos puedan tener.  

La justicia climática contiene elementos que para los efectos de esta investigación se pueden 

dividir en tres categorías: Normativa, Actores jurídicos que han aplicado estos términos, y casos 

y decisiones jurisdiccionales.  

                                                             
72 Borras S. 2013 
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En cuanto a la normativa, el sistema internacional debe regirse por todas las convenciones y 

acuerdos internacionales que hayan sido establecidos en el sistema de Naciones Unidas, y que 

además hayan sido ratificados por los estados.  

Ya se ha mencionado que Declaración de Estocolmo de 1972 y la Declaración de Río de 1992 son 

instrumentos básicos dentro del marco jurídico del derecho ambiental internacional y de 

derechos humanos. También se ha mencionado que además, la Convención Marco de Naciones 

Unidas contra el Cambio Climático recopila muchísimas acciones en contra de los efectos del 

cambio climático, el cual establece en su artículo 14 que “1. En caso de controversia entre dos o 

más Partes sobre la interpretación o la aplicación de la Convención, las Partes interesadas 

tratarán de solucionarla mediante la negociación o cualquier otro medio pacífico de su elección. 

2. Al ratificar, aceptar o aprobar la Convención o al adherirse a ella, o en cualquier momento a 

partir de entonces, cualquier Parte que no sea una organización regional de integración 

económica podrá declarar en un instrumento escrito presentado al Depositario que reconoce 

como obligatorio ipso facto y sin acuerdo especial, con respecto a cualquier controversia relativa 

a la interpretación o la aplicación de la Convención, y en relación con cualquier Parte que acepte 

la misma obligación: a) El sometimiento de la controversia a la Corte Internacional de Justicia; o 

b) El arbitraje de conformidad con los procedimientos que la Conferencia de las Partes establecer·, 

en cuanto resulte factible, en un anexo sobre el arbitraje. (…)”73  

Este artículo estipula claramente que en caso de controversia es posible elevar el caso a alguna 

instancia internacional que pueda llevar a cabo un proceso de mediación entre las partes, o bien 

pueda decidir en un proceso judicial la relevancia de la demanda interpuesta.  Todas las partes 

que haya firmado la ratificación de esta Convención puede usar esta herramienta para solucionar 

cualquier conflicto en la materia.  

En 1997, muchos países industrializados firmaron el Protocolo de Kyoto. Este protocolo es uno 

de los primeros esfuerzos para poder disminuir la cantidad de gases del efecto invernadero que 

se emiten en la atmósfera. El protocolo incluía dentro de su marco de acción un Comité de 

                                                             
73 Naciones Unidas, Convención Marco de Naciones Unidas contra el Cambio Climático. 1992. Inciso 1 y 2 del 
artículo 14.  
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Cumplimiento: “Su objetivo es facilitar, promover y exigir el cumplimiento de los compromisos 

contraídos en virtud del protocolo. El régimen propuesto de cumplimiento del Protocolo de Kyoto 

contempla una vía asistencial y una coercitiva, con sus respectivas consecuencias en caso de 

confirmarse el incumplimiento. En efecto, el Comité de Cumplimiento está compuesto de dos 

ramas: un grupo de facilitación y un grupo de control. Como sus nombres indican, el grupo de 

facilitación tiene como objetivo proporcionar asesoramiento y asistencia a las partes con el fin de 

promover el cumplimiento, mientras que el grupo de control tiene la responsabilidad de 

determinar las consecuencias para las partes que no cumplan con sus compromisos.”74 Este 

Comité se ha encargado de revisar y ejercer control sobre las emisiones y políticas ambientales 

en los países que ratificaron dicho Protocolo, y como lo fue en el caso de Canadá, presentar las 

prevenciones y sanciones  en aquellos casos en los que no se cumpla con lo establecido 

Claramente, la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención Interamericana de Derechos 

Humanos, Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la 

Mujer, y la Declaración Universal de Derechos de los Pueblos Indígenas (artículo 29) entre otros 

muchos instrumentos regionales dan fundamento jurídico a la aplicación de un derecho 

ambiental internacional.  

Partiendo de estos instrumentos, y sobre todo de la Convención Marco de Naciones Unidas 

contra el Cambio Climático, se han dado grandes convenciones y acuerdos internacionales que 

se han centrado en la urgencia internacional que significa el alza en las temperaturas del planeta 

y cómo afecta esta alza a los seres humanos y sus ecosistemas. En esta investigación ya se ha 

hablado de varias de estas convenciones, que demuestran que desde el año 1995 los esfuerzos 

internacionales se han multiplicado, y la preocupación se ha vuelto evidente, con una seguidilla 

de cumbres internacionales que buscan reafirmar el compromiso internacional, las cuales se 

                                                             
74 Borras S. “La justicia climática: entre la tutela y la fiscalización de las responsabilidades” Universidad Nacional 
Autónoma de México, Anuario Mexicano de Derecho Internacional, vol. XIII, México DF., 2013. Consultado en línea 
el 12 de febrero del 2019, en el link:   
https://reader.elsevier.com/reader/sd/pii/S1870465413710389?token=D9B665317D5C2906C263F544A47892019
0FC35369608879D3F8AD134109250A89DCF026F6C646953B5D2BFE07CF1BBD3 
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conocen como COP (esto debido a sus siglas en inglés: Conference of Parts [Conferencia de 

Partes]).  

En este contexto, se pueden mencionar, que desde 1995, se han dado 26  cumbres de la 

Convención Marco de Naciones Unidas para el Cambio Climático. La primera, que se dio en Berlín, 

empezó a sentar las bases de lo que sería el mayor evento anual en cambio climático a nivel 

internacional. Entre las más importantes que se han dado, se puede mencionar a las  a la 

Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático celebrada en Kyoto en 1997, 

que dio nacimiento al Protocolo que lleva su mismo nombre. Después de esta cumbre (y tras 

haber pasado por ciudades como Buenos Aires, Ginebra, La Haya, Nueva Delhi, Milán, y Nairobi) 

se da la importante Cumbre en Bali en 2007, donde se presentan los “Principios de la Justicia 

Climática de Bali”, primeros estatutos que presentan la necesidad de un concepto tangible de 

justicia climática, además de ser conocido como el “Acuerdo Post Kyoto”.  

A partir de esta cumbre, las reuniones internacionales han logrado tener mayor relevancia tanto 

a nivel de compromisos como de resonancia social. Acuerdos como el de Copenhague del 2009, 

como la Convención de Cancún 2010,  la COP18 de Doha en el 2012, la COP19 en Varsovia en 

2013 (donde además se creó el “Mecanismo Internacional de Varsovia”, que sirve para atender 

las necesidades urgentes de asistencia ante los impactos del cambio climático); la Cumbre de 

Perú del 2014, cuya importancia radica en ser la antecesora de la Cumbre de París del 2015, la 

cual es considerada la más importante por sentar las bases del acuerdo ambiental más grande 

de la historia, donde los estados se comprometen a mantener el calentamiento global a menos 

de 2° centígrados, y a lograr que las emisiones de gases de efecto invernadero se redujeran entre 

un 40 y un 70 por ciento en 205075. Esta cumbre es conocida a nivel internacional como la COP21. 

El Acuerdo de París, además, reconoce la importancia de promover los derechos de las personas 

que se ven afectadas por los efectos del cambio climático, siendo la primera cumbre que incluye 

como uno de sus fundamentos principales el derecho a un ambiente sano como un derecho 

humano a nivel global. Entre estos derechos, la COP21, señala la importancia de los derechos 

humanos de las personas desplazados por el cambio climático, donde las partes firmantes, o sea, 

                                                             
75 Acuerdo de Paris. Naciones Unidas, 12 de diciembre del 2015 
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los Estados, deben tomar en cuenta los criterios de adaptación y movilidad de aquellos quienes 

bajo este contexto deben dejar sus pueblos, partiendo de la afectación patrimonial que el cambio 

climático presenta76 (por ejemplo en las ciudades costeras que pierden terreno por la invasión 

del mar tras el aumento de su nivel). Además, este acuerdo ha dado importante atención a otros 

temas de grupos vulnerables.  

Las mujeres y la igualdad de género, por ejemplo. Tras la iniciativa que se creó en la COP20 de 

Lima, donde se creó el Programa de Trabajo de Género de Lima77, se ha retomado el seguimiento 

de la implementación de las políticas de cambio climático a un nivel tanto nacional como regional 

que incluyen a las mujeres como grupo vulnerable. Además, el Acuerdo de París ha promovido 

que los derechos de los grupos indígenas sean no solo reconocidos sino también respetados y 

promovidos.78 Se busca enfatizar en la necesidad de fortalecer el conocimiento, las tecnologías, 

las prácticas y los esfuerzos para que estos pueblos estén preparados frente al cambio climático. 

Estas cumbres representan el compromiso internacional que tienen los estados, de tal forma que 

se someten jurídicamente al escrutinio legal de los organismos de Derecho Internacional. Las 

personas afectadas por las consecuencias del cambio climático deben tener acceso significativo 

a medidas resarcitorias, las cuales deben incluir en sí, soluciones jurídicas.  

Las obligaciones de los estados en el contexto del cambio climático y medio ambiente se deben 

extender a todos los derechos relacionados, que como se ha visto en esta investigación, incluye 

derechos tanto civiles y políticos, como sociales, económicos y culturales. Dentro y fuera de su 

jurisdicción, los estados deben ser responsables de la emisión de gases contaminantes, y rendir 

cuenta a los titulares de derechos que se ven afectados. Incluso, la regulación de los sujetos de 

derecho privado que emiten gases deben ser parte de este proceso de rendición de cuentas, 

                                                             
76 Human Rights and Climate Chande Group. Brief Note: COP-22 Marrakesh Climate Conference. 2015. Consultado 
el 08 de febrero del 2019, en el sitio web http://climaterights.org/wp-content/uploads/2015/11/Briefing-
HumanRightsCOP-22-ENG.pdf. Traducción no literal del texto: “The Paris Agreement recognized the importance to 
promote the rights of migrants in climate responses. Parties should integrate this commitment in their work on 
adaptation to address human mobility in the context of climate change from a rights-based perspective”.  
77 Human Rights and Climate Chande Group. Brief Note: COP-22 Marrakesh Climate Conference. 
78 Human Rights and Climate Chande Group. Brief Note: COP-22 Marrakesh Climate Conference.  
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partiendo de que, el ciudadano afectado tiene derecho a que se le resarza la afectación 

patrimonial que le acontezca, para lo que debe declararse algún responsable.  

Si bien es cierto, la Comisión de Naciones Unidas para el Cambio Climático no ha establecido una 

institución formal para llevar a cabo los pronunciamientos y procedimientos jurídicos 

correspondientes a la justicia climática, si han existido varias propuestas e incluso acciones 

relacionadas a la solución de controversias tanto nacionales como internacionales. Para la 

Cumbre de Doha en el 2011, se presentaron varias opciones con este perfil, sin embargo, las 

negociaciones que se han dado alrededor de la creación de esta institución no han sido fáciles: 

Estas negociaciones han resultado ser muy controvertidas, ya que los países 

desarrollados generalmente favorecen un esquema de seguro descentralizado, mientras 

que la Alianza de los Pequeños Estados Insulares y otros países en desarrollo apoyan un 

enfoque centrado en la compensación. Sin embargo, para proteger los derechos de las 

comunidades afectadas contra pérdidas y daños (ocasionados por el cambio climático), 

los países menos favorecidos deben tener un medio para buscar recursos adecuados y 

confiables (tanto financieros como técnicos) para la rehabilitación y la reestructuración. 

Además, las personas y comunidades afectadas, como aquellas que se ven obligadas a 

reubicarse como resultado de eventos climáticos extremos y procesos climáticos de lenta 

evolución, (como la erosión costera y el aumento del nivel del mar), deben poder optar 

por la compensación de sus pérdidas. Por esto, se debe dar la creación de un mecanismo 

que permita el resarcimiento de la pérdida y daño a la sociedad civil, donde se le permita 

al individuo presentar información relevante, incluyendo informes de primera mano 

sobre los impactos del cambio climático, y además, realizar solicitudes de 

compensación.79 

                                                             
79 Johl, A. y Duyck S. Promoting Human Rights in the Future Climate Regime. Ethics, Politics and Environment. Vol. 
15, No. 3, October 2012, 298–302. Traducción propia no literal del texto: “Although the UNFCCC has not yet 
established an appropriate institutional framework to address loss and damage, various proposals for a 
mechanism are under discussion, and this issue will be on the agenda to be decided in Doha in December 2012.11 
These negotiations have proven to be highly controversial, as developed countries generally favor a decentralized 
insurance scheme, while the Alliance of Small Island States and other developing countries support a 
compensation approach. However, to protect the rights of affected communities from loss and damage, poor 
countries must have a means to seek adequate and reliable resources (both financial and technical) for 
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El medio ambiente como un bien general de la comunidad internacional debe ser resguardado. 

Partiendo del hecho de que no es un bien determinable por la jurisdicción territorial, sino que las 

acciones de un estado puede afectar indistintamente a otros, es imperativo encontrar una forma 

de asegurar mediante mecanismos legales el resarcimiento de los daños y perjuicios que los 

sujetos de derecho deban sobrellevar, y aunque esto debe darse indistintamente sobre cualquier 

individuo, si se considera primordial la atención que deben recibir aquellos sujetos que 

pertenezcan a grupos vulnerables, y que además no cuenten con la capacidad económica y los 

recursos necesarios para poder llevar a cabo los procesos de adaptación y mitigación. 

Hablamos específicamente de aquellos estados que encontrándose en vías de desarrollo no 

poseen la preparación ni los medios para poder proteger a sus ciudadanos. También, nos 

referimos a aquellos países cuyas emisiones se mantienen en la línea baja, lo que significa que la 

afectación que han generado no es proporcional a las consecuencias que deben soportar, además 

de que la cantidad de emisiones no es comparable a otros estados con grados mayores de 

industrialización, con mayores cantidades de desechos y que además, han destacado por un 

menor interés en salvaguardar el medio ambiente.  

Ahora bien, a nivel internacional se han dado procesos jurídicos de importante valoración y que 

permiten crear un acervo internacional sobre la justicia climática.  

La primera iniciativa que se da en esta materia corresponde a la denuncia que presentan las 

Maldivas ante el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas en el 2008. Gracias a esta, 

la creación del Foro de Vulnerabilidad Climática, formado por países cuyos grupos vulnerables se 

encuentran bajo especial afectación en este contexto, han incluido los derechos humanos en su 

agenda, y han empezado a actuar en conjunto con el Consejo de Derechos Humanos. 80 Desde 

                                                             
rehabilitation and restructuring. In addition, affected individuals and *302 communities, such as those who are 
forced to relocate as a result of extreme weather events and slow onset processes (such as coastal erosion and sea 
level rise), must be able to seek compensation for their losses. The loss and damage mechanism should therefore 
allow civil society to submit relevant information, including firsthand accounts of the impacts of climate change, 
and make requests for compensation.” 
80 Duyck, S., Lador, Y. Human Rights and International Climate Politics Human Rights into Climate Actions After 
Paris: Opportunities for the UNFCCC, the Human Rights Institutions and the G-20. Global Policy and Development 
Hiroshimastrasse Friedrich-Ebert-Stiftung. 2016. Berlin. Consultado el 09 de febrero del 2019, en el link: 
http://climaterights.org/wp-content/uploads/2015/11/FESbriefing-HumanRightsClimatePostParis.pdf Traducción 
propia no literal del texto: “The first initiative came from the Maldives which in 2008 introduced the issue of 

http://climaterights.org/wp-content/uploads/2015/11/FESbriefing-HumanRightsClimatePostParis.pdf
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este año, el Consejo de Derechos Humanos, en conjunto con el Alto Comisionado de Derechos 

Humanos de Naciones Unidas, han desarrollado estudios sobre la relación entre el cambio 

climático, y el disfrute que tienen los derechos humanos. Entre las conclusiones que se 

generaron, resalta que los efectos y consecuencias del cambio climático lo sufrirán  

particularmente los segmentos de población que ya por su posición social se encuentran en 

vulnerabilidad.81 

En octubre 2009, tuvo lugar la Primera Audiencia del Tribunal Internacional de Justicia Climática 

(TIJC), en Cochabamba, Bolivia. Esta institución es un organismo creado gracias al impulso de 

organizaciones indígenas y activistas por el medio ambiente de Latinoamérica. El objetivo 

principal del Tribunal era “Visibilizar las causas del cambio climático y juzgar a los principales 

estados y empresas responsables del calentamiento global por sus efectos sobre los derechos 

humanos, los derechos de los pueblos y los derechos de la naturaleza, en ese marco denunciar 

los impactos de medidas de mitigación y captación como los agro-combustibles, grandes 

hidroeléctricas, mercados de carbono y otras falsas soluciones que  violan estos derechos”82. En 

esta primera audiencia se presentaron 7 casos83:  

1. Denuncia por violaciones de los derechos humanos de la comunidad de Khapi resultantes 

del calentamiento global por actos y omisiones de los países incluidos en el Anexo I de la 

convención marco sobre el cambio climático 

2. Víctimas del cambio climático y de la negligencia del Estado Salvadoreño, en comunidades 

empobrecidas de la zona norte del municipio de Jiquilisco 

3. FACE PROFAFOR (presentado contra la Fundación holandesa Forest Absorbing Carbon 

Emissions (Bosques para la Absorción de Emisiones de Dióxido de Carbono, FACE) por la 

organización Acción Ecológica de Ecuador).  

                                                             
climate change at the UN Human Right Council (HRC). Other initiatives have followed, including the Geneva Pledge, 
which emerged during the preparation of the COP21 in Paris. The Climate Vulnerable Forum (CVF), formed by the 
states particularly affected also included human rights on its agenda and took action within the HRC” 
81 Duyck, S. y Lador Y. 2016.  
82 Mendoza M., Justica Climática: Una tarea Pendiente. Centro de Estudios Internacionales. 2009. CEI Managua, 
Nicaragua.  
83 Mendoza M. 2009.  



59 

4. Los impactos climáticos causados por IIRSA” (Iniciativa para la Integración Regional de 

Suramericana). 

5. Violación de los Derechos Humanos, Ambientales, Culturales y Laborales por la 

implementación de la falsa solución al cambio climático, Agro-combustible-Etanol con 

base en caña de azúcar en el Valle del Río Cauca. 

6. Niños y niñas con exceso de plomo en sangre en Cerro de Pasco (Perú) por gases y 

partículas contaminantes. 

7. DOE RUN PERU (demanda al gobierno peruano y a la empresa Doe Run Perú (DRP), que 

funde y refina metales, por la contaminación de las comunidades de la región de Junín).  

Si bien es cierto, este Tribunal marca un precedente de suma importancia, el mismo no tiene “un 

carácter estatal vinculante”. La intención de esta primera audiencia es sentar las bases para la 

construcción de “una instancia internacional vinculante para sancionar crímenes ambientales y 

causantes del Cambio Climático.”84 Además, busca que los pueblos indígenas del continente 

americano se hagan escuchar ante la problemática del cambio climático, que según lo dicho por 

el jurado del Tribunal recalcó que el cambio el mayor problema que tendrá que enfrentar la 

humanidad. 85  

Con la necesidad de que existan organismos que puedan encargarse de la resolución de los 

conflictos ambientales, en los últimos años se ha dado la conformación de diferentes Tribunales 

que se han encargado de resolver cuestiones relativas al medio ambiente, y los derechos 

humanos relacionados a esto. Como un ejemplo de estos casos, podemos citar al Tribunal 

Nacional de Crímenes del Latifundio (Brasil, 1986); el Tribunal Internacional del Agua (1983-

1992); el Tribunal Nacional del Agua celebrado en Florianópolis (Brasil,1993); al Tribunal por los 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Mujeres (Perú, 2004); el Tribunal por la 

Soberanía Alimentaria (Quito, 2004),  el Tribunal sobre Cambio Climático (Colombia, 2007)86, las 

                                                             
84 Mendoza M., 2009. 
85 Mendoza M., 2009.  
86 Borras S. La justicia climática: entre la tutela y la fiscalización de las responsabilidades. Universidad Nacional 
Autónoma de México, Anuario Mexicano de Derecho Internacional, vol. 2013. XIII, México DF. Consultado en línea 
el 12 de febrero del 2019, en el link:   
https://reader.elsevier.com/reader/sd/pii/S1870465413710389?token=D9B665317D5C2906C263F544A47892019
0FC35369608879D3F8AD134109250A89DCF026F6C646953B5D2BFE07CF1BBD3 

https://reader.elsevier.com/reader/sd/pii/S1870465413710389?token=D9B665317D5C2906C263F544A478920190FC35369608879D3F8AD134109250A89DCF026F6C646953B5D2BFE07CF1BBD3
https://reader.elsevier.com/reader/sd/pii/S1870465413710389?token=D9B665317D5C2906C263F544A478920190FC35369608879D3F8AD134109250A89DCF026F6C646953B5D2BFE07CF1BBD3
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Cortes de Derechos Humanos que se han manifestado al respecto, la Organización Mundial del 

Comercio, e incluso el Tribunal de Derecho del Mar.  

Si bien es cierto, estos Tribunales han trabajado temas relacionados al medio ambiente en 

particular, estos no responden a la necesidad de un Organismo Internacional específico de 

carácter vinculante que se encargue de resolver litigios sobre cambio climático y medio 

ambiente. Incluso la Corte Internacional de Justicia, quién ha resuelto algunos casos relacionados 

al daño ambiental, como el caso Costa Rica contra Nicaragua y el derecho a la navegación sobre 

el Río San Juan, o específicamente el caso Argentina vs Uruguay (y las plantas de celulosa sobre 

el Río Uruguay), que es catalogado como el único caso que esta Corte Internacional ha resuelto 

específicamente sobre medio ambiente.  

Según Naciones Unidas, para el 2017 sólo se han presentado litigios sobre cambio climático en 

25 países, incluyendo a la Unión Europea.87 De estos 25 países, Estados Unidos es el país en que 

más casos han presentado. Australia, Reino Unido y el Tribunal de la Unión Europea son, 

respectivamente las jurisdicciones que le siguen a Estados Unidos según la cantidad de casos que 

han recibido.88  

Sin lugar a dudas, esta clase de litigios se irá incrementando en la medida en los sujetos de 

derecho se vean afectados por las consecuencias del cambio climáticos. Cuanto mayor sea el 

número de víctimas, mayor será la necesidad de encontrar responsables del calentamiento global 

y del cambio climático. Ya hay víctimas de los cambios extremos del clima, y estos números no 

pararán de crecer. En cuanto mayor sea la cantidad de afectados, más evidente será la necesidad 

de implementar mecanismos de resarcimiento y mitigación, por lo que establecer un régimen de 

responsabilidades será imperativo.  

Si bien es cierto, no existe un Organismo Internacional vinculante el cual se encargue de aplicar 

la Justicia climática como un todo, sí hay vestigios de la voluntad política internacional para lograr 

establecer un sistema de resarcimiento de daños. Es importante resaltar que existen algunas 

                                                             
87 Burger, M. El estado del litigio en materia de cambio climático: una revisión global. Programa de las Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente. 2017.  
88 Burger M. 2017.  
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herramientas para colaborar con los estados (mayormente insulares) de tal forma que la 

adaptabilidad técnica sea un proceso más sutil, sin embargo, esto no es suficiente. Es real que 

hay responsabilidad estatal y privada en esta temática, sin embargo, será fundamental poder 

establecer los ligámenes de causalidad y las cuotas de responsabilidad relacionados a los daños 

patrimoniales sufridos por los sujetos de derecho.  

En el siguiente capítulo, se analizará en qué consisten los bienes patrimoniales, el concepto de 

resarcimiento y su relación directa con los derechos humanos. Además, el mismo realizará un 

análisis sobre los daños derivados del cambio climático, y cómo estos han de verse cubiertos por 

la normativa costarricense, ya que como garante de derechos, es necesario determinar la cuota 

de responsabilidad del Estado Costarricense ante las afectaciones que se deriven del aumento 

del nivel del mar como una consecuencia del cambio climático.  

 

 

Capítulo III: El derecho de daños y los daños ocasionados por el cambio climático 
 

Ante el menoscabo, perjuicio o deterioro de un bien patrimonial, la normativa vigente en cada 

estado se ha visto en la obligación de generar legislación que defienda al individuo (o colectivo) 

que se ve afectado. Los bienes, el derecho a la propiedad privada, la responsabilidad estatal y los 

derechos humanos son temáticas que de forma general se vinculan en este apartado, y de forma 

específica van a determinar el grado o nivel de resarcimiento que deba ser merecido por el dueño 

del objeto dañado.  

En el presente capítulo, hay dos secciones principales: primero, se analizará qué son los bienes 

patrimoniales, en qué consiste el resarcimiento y cómo se vincula esto con los derechos 

humanos. La segunda sección analizará cuales daños pueden considerarse daños derivados del 

cambio climático, y cómo estos han de verse cubiertos por la normativa costarricense.  

Para este título, el enfoque será revisar y establecer de forma clara una teoría de daños de la que 

se puede partir como precedente, para enmarcar los límites de la responsabilidad que el Estado 
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Costarricense podría llegar a alcanzar ante las consecuencias inminentes del aumento del nivel 

del mar, ocasionado por el cambio climático. La interrogante que lleva a establecer este capítulo 

parte de la necesidad de definir los marcos jurídicos de responsabilidad y derecho de daños 

dentro de los que un estado (a nivel nacional o dentro del concierto de naciones) deba manejarse.  

 

Sección I: Bienes patrimoniales, resarcimiento de daños y derechos humanos.   

 

Existen tres elementos a valorar en esta sección: los bienes patrimoniales, que se pueden ver 

afectados por el aumento del nivel del mar como consecuencia directa del cambio climático, la 

necesidad del resarcimiento de los daños ocasionados, y cuál es su relación con los derechos 

humanos, siendo la propiedad privada un derecho fundamental establecido en el numeral 35 de 

la Constitución Política de nuestro país.  

Según Guillermo Cabanellas de Torres en su Diccionario Jurídico Elemental, el patrimonio 

consiste en "el conjunto de bienes, créditos y derechos de una persona y su pasivo, deudas u 

obligaciones de índole económica. Bienes o hacienda que se heredan de los ascendientes. Bienes 

propios, adquiridos personalmente por cualquier título. Los bienes propios, espiritualizados antes 

y luego capitalizados y adscritos a un ordenado, como título y renta para su ordenación. (…)." 89  

Ante esta definición, el conjunto de bienes propios, activos o pasivos, son parte de la esfera 

privada que un ciudadano puede disfrutar. Estos bienes (los muebles e inmuebles, las 

propiedades) son los  que ante la inminente subida del nivel del mar, ha empezado a verse 

afectados, por ejemplo las propiedades en zonas costeras se han inundado, generando así 

pérdidas materiales para sus dueños. Terrenos que han perdido metros de tierra firme al 

encararse con los invasivos nuevos metros de mar. Carreteras dañadas, terrenos falseados, 

incluso la filtración del agua salada en fuentes de agua dulce ha generado desplazamientos de 

comunidades completas. ¿Quién debe resarcir estas pérdidas materiales y por ende económicas?  

 

                                                             
89 Cabanellas de Torres, G. "Diccionario Jurídico Elemental" 1993. Editorial Heliasta, Buenos Aires, Argentina.  
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El resarcimiento va a depender directamente de un factor: que exista daño. No se puede hablar 

de resarcimiento en ningún nivel sin que exista un perjuicio a nombre de un titular determinado, 

el cual debe poseer prueba del mal ocasionado. 

Reiterando lo que se menciona dentro del marco teórico, la Sala Primera de Costa Rica, ha 

definido muchos de los conceptos que esta tesis está analizando, pero especialmente, se ha 

permitido enmarcar el daño, donde ha dicho que:  

El daño constituye uno de los presupuestos de la responsabilidad civil extracontractual, 

por cuanto el deber de resarcir solamente se configura si ha mediado un hecho ilícito 

dañoso que lesione un interés jurídicamente relevante susceptible de ser tutelado por el 

ordenamiento jurídico. El daño, en sentido jurídico, constituye todo menoscabo, pérdida 

o detrimento de la esfera jurídica patrimonial o extra-patrimonial de la persona 

(damnificado), el cual provoca la privación de un bien jurídico, respecto del cual era 

objetivamente esperable su conservación de no haber acaecido el hecho dañoso. Bajo 

esta tesitura, no hay responsabilidad civil si no media daño, así como no existe daño si no 

hay damnificado. Por otra parte, sólo es daño indemnizable el que se llega a probar 

(realidad o existencia), siendo ello una cuestión de hecho reservada al prudente arbitrio 

del juzgador. En suma, el daño constituye la brecha perjudicial para la víctima, resultante 

de confrontar la situación anterior al hecho ilícito con la posterior al mismo…. El daño 

constituye la pérdida irrogada al damnificado (damnum emergens).90 

El Derecho español distingue figuras importantes en este contexto. Por ejemplo, Díez-Picazo 

diferencia el enriquecimiento sin causa y las acciones de daños derivados de daños ilícitos (o lo 

que también se conoce como responsabilidad civil extracontractual). Este autor, citando a J. 

Castán Tobeñas, maneja los términos de forma que  

“(…) La pretensión  por daños se orienta siempre al agente provocador, y son 

indispensables los conceptos de culpa e imputabilidad para determinar el deber de 

indemnizar. La pretensión del enriquecimiento se encamina siempre en contra del 

                                                             
90 Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, sentencia 112 de las 14 horas 15 minutos del 15 de julio de 1992.  
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enriquecimiento sin causa, prescindiendo en absoluto de las nociones de culpa e 

imputabilidad y dejando en la penumbra al agente provocador de la atribución 

patrimonial. La pretensión por daños necesita fijar dicha relación entre el agente 

provocador y el daño. La pretensión por enriquecimiento fija dicha correlación entre el 

patrimonio del enriquecido y del empobrecido. En la primera la reparación se extiende del 

daño total, sin limitación del derecho, salvo algunas excepciones legales. En la segunda, 

la restitución tiene su objeto y su medida –salvo desviaciones concretas- en la cuantía del 

enriquecimiento. El daño puede constituir a su vez damnum emergens (daño positivo) y 

lucrum cessans (lucro frustrado)  (…).”91 

Ante la identificación del daño, es importante determinar también el responsable de ocasionarlo.  

Eduardo Bonacci Benucci, un gran civilista italiano, en su libro "La Responsabilidad Civil" citando 

a Cass (1953) establece que "la parte interesada debe probar la existencia del daño sufrido, 

aunque el demandado niegue su propia culpa y la atribuya a un tercero, sin oponer ninguna 

excepción, ni aún genérica sobre la existencia del daño."92 Esto lleva a pensar ¿se pueden probar 

los daños ocasionados por el cambio climático? 

La afectación que han sufrido los inmuebles y bienes que se encuentran en las zonas costeras 

afectadas por el aumento del nivel del mar,  es no sólo evidente, sino, es también cuantificable. 

Es importante aclarar, que sólo es resarcible el daño que lesione un derecho, además de que 

debe ser un daño injusto, que genere el menoscabo del patrimonio del individuo.  

El daño resarcible debe ser un daño cierto, que se haya sufrido o que realmente se garantice con 

certeza que sucederá en el futuro. "La resarcibilidad de los daños futuros no sólo es admisible, 

sino que representa quizás el supuesto más frecuente en materia de resarcimiento de daños a las 

personas donde con frecuencia es preciso tener presente los efectos dañosos que se proyecten en 

el futuro a cargo del lesionado (…)."93 

                                                             
91 Castañan Tobegas J., citado en Díez-Picaso L. Fundamentos del derecho civil patrimonial, tomo V: la 
responsabilidad civil extracontractual.  Aranzi, Pamplona, 2011, p. 29. 
92 Bonasi E. La Responsabilidad Civil  Bosch, Barcelona, 1958, p. 41.   
93 Bonasi E. 1958. 44.  
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Según Ivonne Preinfalk Lavagni, Letrada de la Sala Primera de Costa Rica, citando jurisprudencia 

de la misma Sala, ha determinado que el daño para que sea resarcible debe cumplir con tres 

requisitos esenciales: primero, debe ser un daño cierto, real y efectivo, ya que los daños 

hipotéticos, o eventuales no son resarcibles. Segundo, debe existir una lesión al interés 

jurídicamente relevante, interés jurídico que debe ser protegido, lo que generará la posible 

existencia de un damnificado directo y otro indirecto. Y el tercer elemento, reside en la relación 

del responsable del acto y el dueño del bien, el daño debe haber sido ocasionado por un tercero, 

y que tras sufrido, aún no haya sido reparado por el dañoso. Es fundamental decir, que debe 

mediar una relación de causalidad entre el hecho ilícito y el daño.94  

Se debe tomar en cuenta, que es posible que haya un concurso de culpa del damnificado. Esto 

significa, que el dueño del bien patrimonial que ha sido afectado debe de asumir parte de la 

responsabilidad del hecho dañoso en caso de que sus acciones sean coparticipes en el resultado 

final que ocasione el perjuicio. En este caso, la cuota total del resarcimiento disminuiría, ya que 

el mismo dueño comparte parte de la responsabilidad. En el caso de las afectaciones ocasionadas 

por el aumento del nivel del mar como consecuencia directa del cambio climático, los bienes 

patrimoniales que se encuentren cerca de las costas van a considerarse en riesgo, por lo que es 

responsabilidad de los dueños de los muebles e inmuebles, sin embargo, siempre y cuando sus 

propiedades y bienes se encuentren dentro del área declarada por la ley como permitida para el 

uso privado del ser humano, esta delimitación no debería afectar el grado de resarcimiento. 

Además, el cambio climático es considerado como un fenómeno que a nivel mundial se ha 

generalizado: todos los países del orbe han sufrido de forma directa o indirecta las consecuencias 

del cambio climático.  

 Bonasi Benucci, citando a Cass (1951) resalta lo importante que es destacar que "(…) la distinción 

entre el supuesto de concurso de culpa del perjudicado en la producción del evento dañoso y el, 

bastante distinto, de la culpa sobrevenida que haya agravado las consecuencias dañosas del 

                                                             
94  Preinfalk, I., “El daño moral en la jurisprudencia de la Sala Primera” n.d. consultado en el link: 

https://www.poder-
judicial.go.cr/salaprimera/phocadownload/Temas_jurisprudenciales/Trabajo_sobre_dano_moral.pdf , el 01 de 
julio, 2018.  

https://www.poder-judicial.go.cr/salaprimera/phocadownload/Temas_jurisprudenciales/Trabajo_sobre_dano_moral.pdf
https://www.poder-judicial.go.cr/salaprimera/phocadownload/Temas_jurisprudenciales/Trabajo_sobre_dano_moral.pdf
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incumplimiento, debido en sus inicios a culpa exclusiva del autor del daño"95 ya que, "los daños 

que han sido acaecidos posteriormente al incumplimiento y  que pudieron haber sido evitados por 

el perjudicado, procediendo con ordinaria diligencia son totalmente irresarcibles, por que 

interrumpen el nexo causal entre el incumplimiento y el evento dañoso."96  

Para seguir hablando sobre el daño, es importante aclarar que hay diferentes tipos de daños:  

Existe el daño moral y el daño patrimonial. El daño patrimonial es aquel daño cuantificable 

económicamente, pecuniariamente. El daño moral, es aquel daño extra patrimonial, no 

cuantificable, que  afecta elementos de difícil valoración, como lo son los sentimientos, el honor, 

la dignidad, entre otros. Estos dos tipos de daños son independientes y no excluyentes: el mismo 

acto dañoso puede generar perjuicios en ambos sentidos.  

Bonasi nos dice, citando a Cas (1951), que “Daños no patrimoniales son los daños moralmente 

puros, aquellos que no producen directa o indirectamente detrimento patrimonial 

económicamente valuable y consisten en la injusta perturbación producida en el estado anímico 

del damnificado.”97 Partiendo del hecho de que puede haber un detrimento directo o indirecto, 

Bonasi menciona además “cuando un daño cualquiera que sea su origen, llega a ejercer su influjo, 

aunque sea indirecto, sobre la esfera patrimonial, adquiere la fisonomía del daño patrimonial, 

con el resultado de que la categoría de los daños morales impuros no tiene razón de existir.”98 

 

La resolución número 112 de las 14 horas 15 minutos del 15 de julio de 1992 de la Sala Primera 

de la Corte Suprema de Costa Rica también estableció que: “La diferencia dogmática entre daño 

patrimonial [y daño moral] y no excluye que, en la práctica, se presenten concomitantemente uno 

y otro, podría ser el caso de las lesiones que generan un dolor físico o causan una desfiguración o 

deformidad física (daño a la salud) y el daño estético (rompimiento de la armonía física del rostro 

o de cualquier otra parte expuesta del cuerpo), sin que por ello el daño moral se repute como 

secundario o accesorio, pues evidentemente tiene autonomía y características peculiares.”99  

                                                             
95 Eduardo Bonasi Benucci La Responsabilidad Civil.  Bosch, Barcelona, 1958, p. 70.  
96 Bonasi E. 1958. p. 70. 
97 Bonasi E. 1958. p. 81.  
98 Bonasi E. 1958. p. 81. 
99 Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, sentencia 112 de las 14 horas 15 minutos del 15 de julio de 1992. 
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Ahora bien, el resarcimiento que puede haber entre ambos tipos de daños es muy distinta. Ante 

el daño moral, hay características importantes a tomar en cuenta. Ivonne Preinfalk, vuelve a citar 

la sentencia número 112 de las 14 horas 15 minutos del 15 de julio de 1992 donde dice que:  

En punto a la legitimación activa en el daño moral, se distingue entre damnificados 

directos y damnificados indirectos. Siendo los primeros quienes sufren un daño inmediato 

(víctimas del daño), en tanto los segundos lo experimentan por su especial relación o 

vínculo con el atacado directo, debiendo, en este último caso, ser prudente el juez al exigir 

la comprobación del perjuicio, pues de lo contrario, se produciría una cascada o serie 

infinita de legitimados. (…) Una de las particularidades del daño moral radica en su 

carácter personalísimo, y por ende de la acción tendiente a obtener un resarcimiento; la 

acción para exigirlo es inherente a la persona que lo ha sufrido, en vista de haber sido 

alterado su estado psíquico o espiritual, todo ello a diferencia del daño patrimonial, en el 

cual no existe inherencia con la persona, por lo cual los herederos pueden accionar 

aunque no lo hubiere hecho el causante y continuar la acción ya interpuesta (…).100 

En esta tesis, el daño que se estudia es el patrimonial, y su deber de resarcimiento ante los daños 

ocasionados bajo el contexto ya mencionado: la subida del nivel del mar, directamente 

relacionada con el fenómeno del cambio climático.  

Existe también una diferenciación entre los daños previsibles e imprevisibles: “La imprevisibilidad 

debe referirse a las consecuencias dañosas del hecho generador del daño, y no al hecho dañoso 

en sí mismo, porque la resarcibilidad de los daños imprevisibles debe coordinarse con el principio 

con el principio general de que nadie puede ser considerado responsable, aún en el campo 

extracontractual, de un hecho no previsto ni previsible según la común experiencia y el normal 

desarrollo de los acontecimientos.” 101 

El elemento subjetivo de la responsabilidad extracontractual es la conducta del individuo. La 

conducta va a ser imprescindible para determinar la imputabilidad de la responsabilidad, ya que 

                                                             
100 Preinfalk I. El daño moral en la jurisprudencia de la Sala Primera n.d. consultado en el link: https://www.poder-
judicial.go.cr/salaprimera/phocadownload/Temas_jurisprudenciales/Trabajo_sobre_dano_moral.pdf , el 01 de 
julio, 2018. 
101 Eduardo Bonasi Benucci. La Responsabilidad Civil.  Bosch, Barcelona, 1958, p. 89.  

https://www.poder-judicial.go.cr/salaprimera/phocadownload/Temas_jurisprudenciales/Trabajo_sobre_dano_moral.pdf
https://www.poder-judicial.go.cr/salaprimera/phocadownload/Temas_jurisprudenciales/Trabajo_sobre_dano_moral.pdf
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esta va a permitir analizar detalladamente la acción u omisión y el grado de culpa que hay en la 

acción, para poder así determinar la responsabilidad.  

Los daños también pueden ser causados por miembros indeterminados de un grupo, lo que pone 

en una posición de vulnerabilidad al sujeto cuyo patrimonio ha sido dañado. Ante este panorama 

(de la indeterminación del sujeto causante) el estado ha concebido mecanismos para poder 

asignar cuotas de responsabilidad, y resarcir el daño ocasionado a quién lo haya sufrido.  

Los fenómenos como el cambio climático no poseen un solo causante, y además sus efectos 

conciernen a toda la masa poblacional. Según los estudios que se han generado en la materia, 

todo individuo va a verse directa e indirectamente afectado por este fenómeno, sin importar en 

que zona del mundo se vea ubicado. Dicho esto, lo que atañe en este punto de la investigación 

es que dado que no queda claro aún es quien ha ocasionado este problema, no se tiene una idea 

clara de la cuota de responsabilidad que le corresponde a cada ciudadano, partiendo del hecho 

de que es un problema a nivel global, que hay países que con sus políticas capitalistas han 

potenciado los factores que impulsan la producción de gases que (haciendo la historia corta) han 

generado el cambio climático. 

El autor Díez-Picazo empieza a explicar los efectos de los daños ocasionados por miembros 

indeterminados de un grupo, mencionando el párrafo 830 del Código Civil Alemán que dice que 

“cuando varias personas han causado un daño en virtud de una acción ilícita común, cada una es 

responsable del daño.”102 Esta misma línea, se utiliza cuando “no es posible delimitar o 

determinar quién ha sido el causante en virtud de sus actos particulares.”103 Si no es posible 

determinar la individualidad dentro del presupuesto de responsabilidad, la misma se va a dividir 

entre todos los sujetos que fueron de una u otra forma parte del acto dañoso, lo que garantizará 

el resarcimiento al perjudicado. También, ante la premisa de que es responsable quién ejerza 

una actividad colectiva peligrosa, y ante los estudios científicos, se puede determinar que los 

estados que han potenciado industrias y actividades peligrosas son los responsables directos del 

                                                             
102 Díez-Picaso L. Fundamentos del derecho civil patrimonial, tomo V: la responsabilidad civil extracontractual.   
Aranzi, Pamplona, 2011, p. 140. 
103 Díez-Picaso, L. 2011. P. 140.  
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cambio climático, con el problema, de que incluso los estados pequeños (que no son potencias 

mundiales en producción o consumo) generan emisiones de carbono en su diario vivir. Es 

importante recordar que son los pequeños estados insulares y aquellos que se ubican cerca del 

trópico los que han empezado a verse afectados directamente ya, y que estos no son los que más 

emisiones de gases de efecto invernadero han producido. Bien nos dice Díez-Picaso, que en la 

autoría se va a repartir dentro de los miembros del colectivo: “cuando un grupo de personas 

desarrolla, de forma espontánea, o concertadamente, una actividad y como consecuencia de ello 

se causa daño a un tercero, todos los componentes del colectivo quedan responsables del mal 

causado si no puede acreditarse quien fue el autor directo.”104  

Es importante destacar que el autor R. De Ángel, citado por Díez-Picaso en el mismo texto, 

menciona que “el apoyo técnico de su solución se sitúa en la creación por parte del colectivo de 

un riesgo para terceros, aunque convenga, añadimos nosotros, no olvidar que los riesgos que se 

ubican en la doctrina del riesgo han de ser riesgos de carácter especial que se aumenten de algún 

modo los riesgos generales de la vida lo que solo se justifica claramente si se trata de riesgos de 

empresa de carácter especial que aumenten de algún modo los riesgos de la empresa. Por 

ejemplo: cuando hay un grupo de empresarios que emiten agentes contaminantes aunque es 

discutible si la responsabilidad debe hacerse proporcional a las cuotas de producción o 

comercialización de los productos.”105 

El principio de la responsabilidad solidaria implica que todos aquellos posibles causantes deban 

de responder ante las acciones dañosas ocasionadas y sus consecuencias. También es importante 

tomar en cuenta, que todos aquellos participantes de la actividad ilícita que ocasiona el perjuicio, 

y en aquellas situaciones en las que no se logre determinar quién es el responsable directo, se 

verán absorbidos bajo la figura de la coautoría. Para que exista coautoría, la Sala Tercera ha dicho 

que es necesario que se cumpla con los siguientes requisitos 1.-“Quien durante los actos de 

ejecución realiza con su comportamiento un aporte objetivo al hecho ilícito, sin el cual este hecho 

no se hubiera podido cometer, debe ser tenido como coautor. 2.- Si ese aporte se realiza en una 

                                                             
104 Díez-Picaso, L. 2011. P. 140.  
105 R. De Ángel, citado por Díez-Picaso, 2011. Fundamentos del derecho civil patrimonial, tomo V: la responsabilidad 
civil extracontractual.  2011 Aranzi, Pamplona, p. 140.  
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etapa del Iter Criminis anterior al comienzo de ejecución, entonces quien contribuye al hecho 

ilícito no es coautor, sino cómplice, ya que no ha podido dominar el hecho, ni actuar 

conjuntamente en su ejecución. Pero, más aún, 3- si alguien realiza, durante los actos de ejecución 

o los actos preparatorios, un aporte que no es necesario, es decir, aún sin el cual el hecho pudiera 

haberse cometido, entonces debe ser tenido como cómplice…”106, de forma resumida, Díez-Picaso 

se permite aclarar el concepto de forma sencilla y práctica: “si en la producción del daño 

concurrieran varias personas, responderán solidariamente ante los perjudicados.”107 

El principio de responsabilidad solidaria nació como una forma de satisfacer las necesidades de 

individualización de la responsabilidad: “todos estos datos podrían permitir obtener hoy una regla 

en virtud de la cual cuando un daño haya sido causado u originado en las actividades de un grupo 

o conjunto de personas, la responsabilidad por los daños compete a todos solidariamente, a 

menos que cada uno de ellos se exonere probando la inexistencia de un vínculo de causalidad o 

de una imputación objetiva en relación con él”108 bien dice el autor, que para que este principio 

pueda ser aplicado, la concurrencia del grupo de personas que ejecuten el acto dañoso deben 

coincidir en un espacio temporal común, y aunque bien, no exista un declaración expresa de 

voluntades, es necesario que cada acción en particular haya formado parte de alguna forma en 

la suma total de la acción ilícita en general: “es preciso además, que las condiciones de imputación 

subjetiva y objetiva se den respecto de todos los miembros del grupo, de manera que si la 

responsabilidad tiene su origen en la culpa pueda encontrarse culpa en todos y que si la 

responsabilidad tiene su origen en el riego todos hayan contribuido a crearlo. En una situación 

como esta, puede aplicarse la regla que acuño R. Del Ángel de acuerdo con la cual todos los 

miembros componentes del conjunto son responsables del daño salvo que se pruebe quien fue el 

autor directo, o se compruebe que alguno de ellos ha de quedar excluido.”109 

                                                             
106Sentencia número 2012-238, de las 10:25 horas, del 17 de febrero del 2012, de la Sala Tercera de la Corte 
Suprema de Justicia de Costa Rica.  
107 Díez-Picaso L. Fundamentos del derecho civil patrimonial, tomo V: la responsabilidad civil extracontractual. 2011 
Aranzi, Pamplona, , p. 143.  
108 Díez-Picaso, L. 2011 p. 143.  
109 Díez-Picaso, L. 2011 p. 143-144.  
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Otro factor que el autor Díez-Picazo pone sobre la mesa, es que no sólo es posible que exista un 

gran número de responsables, sino también, un gran número de afectados. Ante este panorama, 

el autor establece que no va a existir ningún cambio sustantivo en la teoría del caso, y que 

eventualmente, la mayor complicación se vería reflejada en la parte procesal del asunto jurídico.  

Ante la posibilidad de “macro-casos” contra el ente gubernamental, que claramente se aplique 

en casos de responsabilidad pública comprobada, el autor ha considerado que primero, la 

multilateralidad de partes debe motivarse, manejando así los casos que impliquen más de una 

parte va a facilitar los procesos ya que hay una gran importancia en las demandas o procesos en 

conjunto, debido a que pretensiones individualizadas conllevarían riegos para la administración: 

contradicciones, errores en las sentencias, y gastos desproporcionados. “Los supuestos daños 

múltiples han impuesto en algunos casos, la legitimización especial de las asociaciones a que los 

perjudicados pudieran pertenecer, para ejercitar las acciones de resarcimiento.”110 Segundo, el 

autor plantea que en estos casos se menciona que cuando se implican más de un actor se debe 

demostrar los conexos entre los autores: “si la relación de causalidad se ha establecido con 

carácter general, bastará demostrar que cada demandado concreto se encontraba en situación 

de ser alcanzado por aquella causa para que se pueda presumir esa causalidad y corresponda al 

demandado la carga de la prueba de la exclusión.”111   

El factor de riesgo, que hemos obviado hasta el momento es importante de resaltar. Existe toda 

una teoría sobre cómo se debe manejar el riesgo generado por los sujetos de derechos cuyas 

acciones pueden afectar directa o indirectamente a terceros. Ante el caso que estamos 

estudiando, (el aumento del nivel del agua como consecuencia del cambio climático) el factor de 

riesgo puede verse materializado. Dice la teoría, que el riesgo se ve materializado ante las 

acciones peligrosas de las personas que eventualmente se ven afectadas. Estas actividades, 

atañen sobre todo a los empresarios y a las actividades que resultan peligrosas en su ejercicio, 

los cuales han significado un recurrente generador del calentamiento global.  

 

                                                             
110 Díez-Picaso, L. 2011. pp. 145-146.  
111 Díez-Picaso, L. 2011. p. 144.  
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Dentro del tema de la responsabilidad extracontractual, que es el tipo de responsabilidad que 

nos ha involucrado en este contexto, debemos tomar en cuenta que para que se dé este supuesto 

necesariamente debe haber una conducta humana. Las diversas teorías que se han desarrollado 

durante muchos años excluyen los fenómenos naturales incontrolables e independientes de la 

voluntad del ser humano. La responsabilidad extracontractual incluye dentro de su marco de 

apreciación comportamientos o acciones positivas, o bien omisiones (consideradas como 

acciones negativas) de individuos, que pueden afectar el patrimonio de otros individuos.  

Luis Díez-Picaso, haciendo referencia a lo que Momsen comento refiriéndose a la teoría de la 

diferencia nos dice que “Para resolver toda esta serie de problemas de pérdidas efectivas, gastos, 

ganancias frustradas, y permitir un visión de conjunto, F. Momsen acuño la llamada “teoría de la 

diferencia”, cuyo mérito mayor consistió en trasladar el punto de vista del concreto bien en el que 

se ha experimentado el daño total patrimonial del perjudicado, lo que permite englobar pérdidas, 

gastos y ganancias no obtenidas. Lo que hay que reconstruir idealmente para medir la 

indemnización no es la situación concreta del bien dañado, sino la situación patrimonial del 

perjudicado. (…) El daño se concreta en la diferencia entre la situación valorada económicamente, 

del patrimonio, del dañado que éste tendría si el hecho dañoso no se hubiera producido y aquella 

que tiene efectivamente tras el hecho dañoso.”112  

Momsen, citado también por Soler Presas estableció, que la teoría de la diferencia como “aquella 

que identifica el daño con el resultado de la comparación de dos situaciones patrimoniales 

globales: una real, existente como consecuencia del hecho lesivo; y otra hipotética, que tendría 

lugar de no haberse producido el mismo."113 La teoría de la diferencia nos lleva a pensar que si el 

daño no se hubiera ocasionado, la situación del bien no hubiera variado, su valor económico se 

habría mantenido: no tendría pérdidas económicas de ninguna magnitud. Si el bien no se viera 

perjudicado, no debería ser indemnizado de ninguna forma.  

 

                                                             
112 Díez-Picaso, L. 2011 p. 332.  
113 Soler, A., La Valoración del Daño en el Contrato de Compraventa, 1998, Madrid, Aranzadi, p. 29. 
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La legislación costarricense ha contemplado dentro de su normativa los presupuestos necesarios 

para poder enmarcar la responsabilidad civil extracontractual de forma eficiente.  

Entre los artículos más importantes se puede mencionar el artículo 41 de la Constitución Política: 

“Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan 

recibido en su persona, propiedad o intereses morales. Debe hacérseles justicia pronta y cumplida, 

sin denegación y en estricta conformidad con las leyes.” El estado costarricense como garante y 

administrador de justicia debe velar por la indemnización de daños que un individuo haya sufrido. 

La normativa costarricense establece los procedimientos a los que se puede acudir, partiendo de 

la premisa de que las leyes poseen los lineamientos necesarios para poder ejercer este derecho 

por medio de, en este caso, el derecho administrativo. Este principio debe verse no sólo como 

un deber jurídico del Estado, sino también como una facultad que posee el lesionado, reconocida 

en la Constitución Política, como un principio fundamental ante las lesiones ocasionadas. “La 

indemnización está concebida como sucedáneo de aquélla, pues si bien su desarrollo a nivel legal 

es algo más extenso, no se predica a nivel constitucional como finalidad de las normas que se 

ocupan de la responsabilidad civil.”114 La indemnización (como un indicador de la responsabilidad 

ante el acto dañoso) debe mantenerse en montos que logren reivindicar el evento lesivo pero 

que no permitan lucrar frente al pago realizado por el Estado.  

El artículo 324 del Código Civil establece que “El que viola, usurpa o perjudica los bienes o 

derechos de otro, es obligado a indemnizar al ofendido de los daños y perjuicios que por su culpa 

se ocasionen a éste”. Como un principio del derecho privado, se establece el ligamen de 

responsabilidad directa extracontractual que debe haber ante los daños ocasionados y generados 

contra los bienes del lesionado. El artículo 325 del mismo código establece la necesidad de 

indemnización en caso de ofensa a los derechos ajenos, y como es necesario el pago de los daños 

y perjuicios ocasionados. Además el artículo 326 establece la responsabilidad solidaria como una 

                                                             
114 González, R. El nexo de causalidad en la teoría de la responsabilidad civil. Breves reflexiones a partir de la 
confrontación entre la doctrina y la jurisprudencia de la Sala Primera. Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, 
San José, Costa Rica. Consultado el pasado 28 de julio del 2018, en el link: https://www.poder-
judicial.go.cr/salaprimera/phocadownload/Temas_jurisprudenciales/Causalidad.pdf  

https://www.poder-judicial.go.cr/salaprimera/phocadownload/Temas_jurisprudenciales/Causalidad.pdf
https://www.poder-judicial.go.cr/salaprimera/phocadownload/Temas_jurisprudenciales/Causalidad.pdf
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obligación si al indemnizar se vieran como autores dos o más individuos, y no se lograra 

determinar quién es el responsable directo.  

El artículo 194 de la Ley de Administración Pública, establece que la Administración será 

responsable sus actos lícitos y por su funcionamiento normal, en cuanto estos puedan causar 

daños a los derechos del administrado en forma especial, ya sea por la pequeña proporción de 

afectados o por la intensidad excepcional de la lesión. Esta premisa permite pensar que en cuanto 

el “correcto” funcionamiento de la Administración afecte a los usuarios (o bien a los ciudadanos) 

el Estado está en su obligación de pagar una correcta indemnización ante los daños percibidos. 

¿Qué sucede ante los daños ocasionados por lo que bien podría ser la responsabilidad de la 

comunidad internacional? Si bien es cierto, se sale del espectro de acción de la Administración 

Pública, el Estado debe velar por los derechos de sus ciudadanos, y verlos afectados ante 

consecuencias de acciones que no coinciden con la responsabilidad civil subjetiva, no promueve 

los estándares establecidos en la normativa administrativa estatal. La indemnización debe 

siempre cubrir el valor de los daños al momento de su pago, pero no el lucro cesante, esto porque 

no se pueden prever los valores que se dejan de percibir si el daño no se hubiera ejecutado.  

Además, el Estado ha concebido que su responsabilidad ante los daños causados directamente 

en leyes establecidas, sin embargo, el aparato estatal se ha visto frente a paradigmas nuevos no 

previstos previamente, como lo son las consecuencias del cambio climático. El artículo 198 de la 

misma ley establece que existe un derecho de reclamar la indemnización de daños ante la 

Administración, la cual  prescribirá en cuatro años. El derecho de reclamar la indemnización 

contra los servidores públicos prescribirá en cuatro años desde que se tenga conocimiento del 

hecho dañoso. Finalmente, la administración siempre será solidaria ante el servidor que haya 

sufrido los daños bajo las condiciones que hayan sido señaladas por la ley, esto según el artículo 

201 de la misma ley. 
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Sección II: Daños derivados del cambio climático 
 

El cambio climático ha afectado al ser humano desde muchas aristas. Las variaciones climáticas 

que se han sufrido (como olas de calor y picos de frío) se han incrementado en los últimos años: 

se han evidenciado veranos más fuertes e inviernos mucho más intensos, que han ocasionado 

muertes en distintas regiones del orbe. Además, se han registrado fenómenos climatológicos 

mucho más intensos: temporadas de huracanas más largas, los monzones en Asia se han vuelto 

mucho más drásticos y han ocasionado muchas más inundaciones y muertes que en otros años.  

Se han detectado afectaciones directas a los suministros de agua dulce: las sequías y las 

filtraciones de agua salada han empezado a generar crisis en muchas regiones, que tras la alta 

demanda se han visto con problemas de abastecimiento. Las variaciones climatológicas han 

generado un impacto negativo en la distribución, estacionalidad y transmisión de enfermedades: 

de transmisión hídrica, enfermedades de origen alimentario y mutación de virus y bacterias que 

han ido variando con las condiciones climatológicas se han vuelto mucho más comunes, se ha 

logrado identificar que ha existido una diseminación de los agentes patógenos entre regiones: 

algunas enfermedades han llegado a lugares donde no se encontraban antes. Hay una mayor 

concentración de agentes contaminantes en el aire, lo que ha ocasionado un incremento de 

enfermedades virales, alérgicas, cardiovasculares y respiratorias, y debido a las variaciones 

atmosféricas, hay al aumento en la exposición de los rayos ultra violeta. 115 

Naciones Unidas ha dicho que los principales efectos del cambio climático se han visualizado en 

las sequías, en la desaparición de especies de animales y plantas, en el incremento de las 

inundaciones, en la disminución en la agricultura y ganadería, en el aumento del número de 

incendios forestales anuales, y finalmente con el derretimiento de los glaciares y el aumento del 

nivel del mar.  

                                                             
115 Datos brindados por la Comisión Federal para la protección de contra Riegos Sanitarios del Gobierno Federal de 
México, consulado el día 02 de agosto del 2018 en el link https://www.gob.mx/cofepris/acciones-y-
programas/efectos-del-cambio-climatico-y-los-riesgos-derivados-para-la-salud  

https://www.gob.mx/cofepris/acciones-y-programas/efectos-del-cambio-climatico-y-los-riesgos-derivados-para-la-salud
https://www.gob.mx/cofepris/acciones-y-programas/efectos-del-cambio-climatico-y-los-riesgos-derivados-para-la-salud
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Muchos estudios han destacado su preocupación ante un inminente aumento del nivel del mar, 

completamente anormal al ritmo de aumento que se venía manejando desde hace décadas, tema 

esencial en esta investigación.  

El aumento del nivel del agua se ha incrementado por tres factores importantes: La dilatación 

térmica, el deshielo de los glaciares y los casquetes polares, y la pérdida de hielo en Groenlandia 

y en Antártida Occidental. El fenómeno de la dilatación térmica consiste en que tras el 

calentamiento de las moléculas, estas crecen, por lo que el mar necesita mucho más espacio 

físico. Los glaciares y casquetes polares ya han sufrido deshielos. Históricamente, durante los 

veranos los glaciares y casquetes se han derretido, pero al llegar el invierno, los mismos 

recuperaban su forma y se mantenían en dimensiones similares. El tercer factor, que ha sido 

evidente en varios años de análisis, es que debido a las altas temperaturas que se han reportado, 

Groenlandia y Antártida Occidental han empezado a perder tamaño debido a que la masas de 

hielo se han empezado a derretir desde la base, por lo que es mucho más sencillo su 

desprendimiento y que las placas de hielo queden a la deriva en el mar.  

Laura Bennet, investigadora del Climate Institute, en su artículo Rising Sea Levels and 

Indingenous Communities dice que:  

El aumento del nivel de mar ha sido una preocupación de los ambientalistas de todas 

partes desde hace un tiempo; sin embargo, en los últimos 50 años nuestro planeta ha 

visto un aumento dramático de los niveles del nivel del mar. Con el aumento en el 

consumo de los combustibles fósiles el nivel del mar seguirá creciendo, al igual que el 

calentamiento climático.  Se proyecta que el incremento del nivel del mar va a seguir 

creciendo. Datos han mostrado que el rango del aumento del nivel del mar se ha triplicado 

desde 1990. Un estudio reciente sugiere que el deshielo de la Antártica puede aumentar 

los niveles del mar casi en un metro (justo sobre 3 pies) para el 2100, cerca del doble de 

la cantidad predicha por las estimaciones previas. El aumento del nivel del mar ya ha 
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empezado a tener efectos, y los niveles que han sido proyectados a futuro van a crecer 

(…).116 

La autora Travelyan Wing, en su texto “Submerging Paradise: Climate Change in the Pacific 

Islands” ha dirigido su investigación alrededor de las islas que más vulnerabilidad presentan ante 

este fenómeno. Samoa, la Polinesia Francesa, Vanuatu, y Fiji son ejemplos directos mencionados 

por la autora, quien hace referencia a estos casos específicos para poder ejemplificar los 

perjuicios reales que están siendo sufridos por ciudadanos de estas comunidades. Estos estados 

se encuentran movilizando personas, comprando terrenos y aplicando medidas preventivas ante 

lo inminentes perjuicios que están empezando a experimentar, y que saben con certeza que se 

van a incrementar. Por esto, la autora dice que:  

En ninguna parte el cambio climático ha sido más evidente que en los pequeños estados 

insulares, donde poblaciones completas están enfrentando obstáculos existenciales- la 

posibilidad muy real de una evacuación completa, un reasentamiento disperso y una 

potencial aniquilación cultural. De estos territorios [los territorios insulares en riesgo] 

muchos de los terrenos más amenazados se encuentran dentro de la gran extensión del 

Océano Pacífico. El aumento del nivel del mar en la región significa la sumersión literal de 

algunas islas, y la devastación de muy valiosos recursos de agua dulce y biodiversidad para 

otros. Ante tan sombría perspectiva, la cantidad (que va en aumento) de los habitantes 

de las islas que están abandonando sus ciudades natales en busca de un futuro más 

                                                             
116 Bennet L.  Rising Sea Levels and Indigenous Communities.  Climate Institute. 2017. Consultado el 02 de agosto del 

2018 en el link http://climate.org/wp-content/uploads/2017/07/Rising-Sea-Levels-and-Indigenous-
Communities.pdf Traducción Propia: s “Rising sea levels have been a concern for environmentalists everywhere for 
quite some time; however in the last 50 years, our planet has seen a dramatic increase in sea levels. With fossil fuel 
consumption projected to continue to grow, sea levels will continue to rise as the climate warms.This increase in sea 
levels is projected to keep growing. Data have shown that the rate of sea level rise has nearly tripled since the 
1990’s. A recent study suggests that rapid thawing in Antarctica could raise sea levels by just under a meter (just over 
3 feet) by 2100, nearly twice the amount predicted by previous estimates. With sea level rise already beginning to 
have an effect, and future levels projected to rise, there is one group at risk for serious impact that are not often 

talked about”. 

http://climate.org/wp-content/uploads/2017/07/Rising-Sea-Levels-and-Indigenous-Communities.pdf
http://climate.org/wp-content/uploads/2017/07/Rising-Sea-Levels-and-Indigenous-Communities.pdf
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seguro en costas foráneas son los primeros refugiados por el cambio climático, en muchos 

casos. Otros, mientras tanto, están determinados a mantenerse en sus tierras.117 

Medios internacionales le han dado también mucha importancia a este tema. Por ejemplo, se 

han hecho pública la información de que según estudios realizados por la agencia espacial 

estadounidense en los últimos 23 años se ha dado un aumento de hasta 8 centímetros. Además, 

se espera que el nivel de aumento sea mucho más rápido: “El nivel del mar está aumentando más 

rápido que hace 50 años y es muy posible que empeore en el futuro”. ¿Qué quiere decir esto? Que 

a finales de este siglo el agua podría haber ganado casi un metro sobre la tierra firme (hasta 0,9 

metros es la previsión de Naciones Unidas).”118 

El aumento del nivel del mar está afectando pueblos completos. En Costa Rica los casos más 

específicos se han dado en las costas del pacifico sur y caribe sur donde ya se han registrado 

afectaciones directas a propiedades privadas, recursos naturales como humedales, centros 

turísticos, propiedades públicas entre otros. Sin embargo, el pacífico norte también se ha visto 

afectado directamente. 

Medios de comunicación del país han realizado muy distintas menciones, y desde hace varios 

años han estado documentados estos hechos. Títulos como “Cambio Climático acorta las playas 

de Costa Rica”, “Costa Rica le teme a la subida del nivel del mar” o “Científicos alertan sobre el 

aumento del nivel del mar” se han vuelto bastante normales en los periódicos. Estudios de la 

Universidad de Costa Rica han demostrado que las inundaciones en (por ejemplo) la provincia de 

Puntarenas no solo son factibles, sino también casi inevitables: “Costa Rica tiene más de 1100 

                                                             
117 Wing, T. Submerging Paradise: Climate Change in the Pacific Islands. Climate Institute. 2017. Consultado el 02 
de agosto del 2018, en el link: http://climate.org/submerging-paradise-climate-change-in-the-pacific-islands/. 
Traducción propia “Nowhere is climate change more evident than in small island states, where entire populations 
are facing existential challenges – the very real prospect of full evacuation, dispersed resettlement, and potential 
cultural annihilation. Of these, many of the most threatened territories lie within the great expanse of the Pacific 
Ocean. Rising sea levels in the region will mean literal submersion for some islands, and the devastation of precious 
freshwater and biological resources for others. Perceiving the outlook to be bleak, increasing numbers of islanders 
are abandoning their homelands in search of a more secure future on foreign shores – the first climate refugees, in 
many cases. Others, meanwhile, are determined to hold their ground”. 
118 Periódico en línea Europa Press. El nivel del mar aumenta un promedio de 8 centímetros desde 1992. 2015, 
consultado en 07 de agosto del 2018, en el siguiente link: http://www.europapress.es/internacional/noticia-nivel-
mar-aumenta-promedio-centimetros-1992-20150827025253.html  
 

http://climate.org/submerging-paradise-climate-change-in-the-pacific-islands/
http://www.europapress.es/internacional/noticia-nivel-mar-aumenta-promedio-centimetros-1992-20150827025253.html
http://www.europapress.es/internacional/noticia-nivel-mar-aumenta-promedio-centimetros-1992-20150827025253.html
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Km de línea de costa en el Océano Pacífico y más de 200 Km en el Mar Caribe. Patrones de erosión 

desde leves, moderados y  hasta severos ya se está viendo en las costas de Costa Rica, como lo 

señala Lizano (en preparación), tanto en el Pacífico, como en el Caribe.”119 

Los investigadores de la Universidad de Costa Rica quienes redactaron la investigación citada han 

llegado a conclusiones sumamente interesantes para los efectos de esta tesis. Su estudio, que 

específicamente se centra en la provincia de Puntarenas analiza muchos factores que pueden 

ocasionar inundaciones en la comunidad, y partiendo de estos factores ha creado una serie de 

hipótesis, demostrando así cuales serían los efectos inmediatos del aumento del nivel del mar. 

Se comentan factores como el fenómeno del niño y la subida de las mareas astronómicas 

máximas, sin embargo, cuando se valora el calentamiento climático es cuando se encuentran las 

consecuencias más directas hacia los bienes patrimoniales.  

Lizano y Lizano logran establecer que:  

El ascenso del nivel del mar por cambio climático supondrá un problema en el corto plazo 

(30 años) (IPCC, 2007, 21). (…) En consecuencia se  debe ir pensando en la forma de 

mitigar, para prevenir eventos mayores. Una peculiaridad obtenida a partir de los 

fenómenos modelados, es que la inundación en la aguja costera, comienza a darse en la 

parte del estero donde están las menores profundidades, lo cual provoca que durante un 

ascenso del nivel de marea paulatino o extraordinario, las inundaciones se manifiesten 

con mayor frecuencia hacia los asentamientos que colindan con el estero. El borde sur de 

Puntarenas, donde está la línea del tren, es la mayor altura de esta flecha de arena desde 

Chacarita. Otro punto por valorar se da a causa de los problemas que acarreará el máximo 

aumento del nivel del mar (150 cm - 200 cm), pues bajo estos escenarios el incremento 

no implicará un tipo de marea alta y marea baja. El ascenso del nivel es algo sumatorio y 

prácticamente hablando, a partir del año 2090 los sectores circundantes al estero estarán 

inundados. Posterior al año 2100 es muy factible que los sectores donde tradicionalmente 

                                                             
119 Lizano M., y Lizano O. Creación de escenarios de inundación en la Ciudad de Puntarenas ante el aumento del 
nivel del mar. Revista InterSedes Vol. XI. (21-2010) 215-229. ISSN: 2215-2458, Universidad de Costa Rica, 2010. 
Consultado en línea el 12 de agosto del 2018, en el sitio web 
https://docs.google.com/viewerng/viewer?url=https://revistas.ucr.ac.cr/index.php/intersedes/article/viewFile/10
10/1071  

https://docs.google.com/viewerng/viewer?url=https://revistas.ucr.ac.cr/index.php/intersedes/article/viewFile/1010/1071
https://docs.google.com/viewerng/viewer?url=https://revistas.ucr.ac.cr/index.php/intersedes/article/viewFile/1010/1071
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se ha inundado por alguna marea máxima u otro evento poco tradicional, estén 

completamente inundados bajo una capa de agua que oscilará entre los 40 cm a 100 cm. 

Esas zonas son los barrios cercanos al estero en los poblados del Carmen, Pochote, Cocal, 

sector del Mercado Municipal y las áreas aledañas a los Bancos de Costa Rica y Nacional, 

principalmente.120 

Este estudio permite ver de una forma científica que realmente va a existir una afectación directa 

a los bienes patrimoniales de los individuos que viven en la zona. Las casas y terrenos que se 

encuentren en los poblados del Carmen, Pochote, Cocal, el Mercado Municipal y las zonas que 

se encuentren cerca del Banco de Costa Rica y Banco Nacional, van a quedar inhabilitadas,  por 

lo que sus dueños inminentemente van a sufrir las pérdidas del caso. ¿Qué va a suceder cuando 

estos 40 ó 100 cm de agua hayan alcanzado las propiedades? El estado debería de proveer un 

mecanismo jurídico especial que logre indemnizar a las personas que se vean perjudicadas. ¿Qué 

sucede con las propiedades del Estado que se vean dañadas? Los edificios, calles, parques e 

instituciones o cualquier otro bien patrimonial que se vean lesionadas deberían también ser 

indemnizadas, pero, ¿por quién?  

La autora S. Jevrejeva en su texto “Flood damage costs under the sea level rise with warming of 

1.5 °C and 2 °C”  ha realizado una comparación bastante impresionante entre los grados en que 

se puede incrementar el calentamiento global, las consecuencias de esto, los periodos de tiempo 

en que estos efectos pueden materializarse y finalmente, los gastos que estas consecuencias van 

a significar para cada uno de los estados que se vean afectadas. La autora empieza a introducir 

el tema dejando muy en claro que una de las peores consecuencias del cambio climático es el 

aumento del nivel del mar, y que además de los 600 millones de personas que viven a menos de 

10 metros sobre el nivel del mar que se están viendo afectadas directamente, las consecuencias 

económicas de este fenómeno trascienden muchísimas vertientes.  

Para explicar esto, la autora establece ejemplos muy claros de estados en los cuales ya se han 

realizado las estimaciones correspondientes, por lo que ya en este momento se cuentan con 

números exactos de cuánto dinero les va a costar. Estos ejemplos empiezan a conjugarse de tal 

                                                             
120 Lizano M., y Lizano O. 2010 
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forma que para el final del siglo 21, los costos de las inundaciones han estimado que si el 

calentamiento global se mantiene bajo 1.5° centígrados costará 10.2 billones de dólares 

americanos por año, pero en caso de que el calentamiento alcance niveles bajo los  2° centígrados 

es posible que los costos lleguen a 11.7 billones por año. Para el año 2100 es posible que exista 

una diferencia (o bien se podría decir relaciones directa) de 11 cm entre el aumento global del 

nivel del mar, y el calentamiento global promedio entre los 1.5° y los 2° centígrados, lo que va a 

significar un aumento real en los costos adicionales  de 1.5 billones de dólares americanos por 

año, esto si no se ha dado una proceso de adaptación adicional. La autora también maneja la 

posibilidad de que este valor no se logre mantener, y que al contrario, el valor crezca en números 

bastante alarmantes: los costos de inundación anuales pueden llegar a alcanzar un costo de 14.3 

billones de dólares a mediano plazo, y 27.0 billones de dólares al año a largo plazo. Esta última 

cantidad, corresponde al 4.7% del total de PIB mundial.121 La autora también logra hacer una lista 

que destaca los 10 países que tendrán que lidiar con los más altos costos ocasionados por las 

inundaciones producidas en este fenómeno y bajo el precedente de que el calentamiento se 

mantendrá en 1.5°, sin ningún tipo de adaptación adicional. En esta proyección se ha establecido 

que el país que más tendrá que pagar es China, seguido de Estados Unidos y Japón (países 

mundialmente reconocidos por su capacidad de producción industrial y sus emisiones de dióxido 

de carbono). Pero la autora no solo se queda ahí.  

Siendo China el estado que más va a tener que pagar, no va a ser este el más golpeado por el 

peso de las consecuencias del aumento del nivel del mar. Según el porcentaje del PIB, y 

relacionando este directamente con la inversión que tienen que ejercer cada país, los estados 

continentales que más dinero deben invertir son: Kuwait (24% del PIB) Bahrain (11%) Emiratos 

                                                             
121 Jevrejeva, S. et al. Flood damage costs under the sea level rise with warming of 1.5 °C and 2 °C. Environmental 
Research Letters, pp. 9-10. Consultado 26 de agosto del 2018 en el siguiente link, 
http://nora.nerc.ac.uk/id/eprint/520478/1/JevrejevaetalFinal.pdf.  El texto original es en inglés, traducción propia 
“By the end of the 21st century global annual flood costs are projected to be US$ 10.2 trillion per year under 1.5 ºC 
and US$ 11.7 trillion per year under 2 ºC scenario, if no further adaptation is undertaken. By 2100 the difference of 
11 cm between global sea level rise with warming of 1.5 ºC and 2 ºC will result in additional costs of US$ 1.5 trillion 
per year (0.25% of global coastal GDP), assuming that there has been no additional adaptation (Figure 4). If the 2 
ºC target is missed, and we follow the RCP8.5_J14 scenario (median sea level rise of 0.86 m and 95th percentile of 
1.8 m in 2100), global annual flood costs without additional adaptation are projected to be US$ 14.3 trillion per 
year (2.5% of GDP) for the median scenario and up to US$ 27.0 trillion per year for the 95th percentile (Figure 4a), 
accounting for 4.7% of global GDP (Table S5).” 

http://nora.nerc.ac.uk/id/eprint/520478/1/JevrejevaetalFinal.pdf
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Árabes (9%) y Vietnam (7%). Estos datos se basan en que el aumento de la temperatura sea de 

1.5° centígrados. Si este aumento se diera sobre un aumento en el calentamiento de 2° 

centígrados, China debería pagar un 0.4 billones más, y Vietnam un 0.7 billones más por año. 122 

La autora también ha determinado que el aumento del nivel del mar en las costas de 10 y 20 

centímetros que se puede dar bajo la premisa de que el aumento de la temperatura global va a 

mantenerse dentro de los 1.5° y los 2° para el 2100, va a incrementar a más del doble la 

frecuencia de los niveles del extremos del mar, sobretodo en áreas tropicales, lo que por  

consecuente aumentará los riesgos de inundación.123 El ejemplo perfecto que utiliza la autora es 

el de la ciudad de New York: el aumento del nivel del mar que se dio durante el siglo XX le costó 

a esta ciudad 2000 millones de dólares adicionales tras el huracán Sandy.  

Si el calentamiento no se mitiga, el promedio del nivel del mar mundial podría elevarse a 86 cm 

(mediana) o incluso 180 cm (percentil 95) para el año 2100. Esto podría resultar en costos anuales 

de inundación en el mar de US $ 14 billones por año y US $ 27 billones por año respectivamente 

si no se llevaran a cabo más adaptaciones y la esto último equivaldría al 2,7% del PIB mundial.124  

Ante este escenario, es una realidad que a nivel internacional hay costos que deben ser asumidos. 

Los países están siendo sometidos a los efectos directos del fenómeno natural del cambio 

climático y que no necesariamente les están afectando proporcionalmente a los daños 

ejecutados. En el siguiente capítulo se lograra establecer que grado de responsabilidad tiene cada 

estado ante los daños que sufren sus ciudadanos.  

 

 

 

 

 

                                                             
122 Jevrejeva, S. et al. 2018 
123 Jevrejeva, S. et al. 2018  
124 Jevrejeva, S. et al. 2018 
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Capítulo IV: Resarcimiento de daños derivados del aumento del nivel del mar como 

consecuencia del cambio climático  
 

Después de haber analizado el contexto del cambio climático, y el argumento socio económico 

que se ha planteado en los capítulos anteriores, ha llegado el momento de establecer los 

estándares que permitan evaluar el grado de responsabilidad del estado según la normativa 

costarricense y como se puede manejar el tema dentro del marco legal en Costa Rica. Si bien es 

cierto, existe todo un serie de teorías y normativa dentro del derecho de daños que ya hemos 

analizado, hay también todo un cuerpo normativo que se encarga de regir la materia ambiental, 

en la cual se encuentra incluido el cambio climático.  

El presente título establecerá cómo funciona en Costa Rica el resarcimiento de daños ocasionado 

sobre bienes patrimoniales, y se vinculará este tema con el resarcimiento de los daños 

ocasionados directamente por la elevación del mar, consecuencia del fenómeno del cambio 

climático que se ha estudiado durante toda la investigación. Se planteará el objeto de estudio 

desde los parámetros doctrinales que se han establecido en el derecho administrativo.  

 Además, el presente capítulo buscará ejemplificar con casos reales y derecho comparado como 

se ha manejado el tema de los daños ocasionados por el cambio climático y el resarcimiento de 

daños en otros países, buscando así lograr un marco conceptual dentro del derecho comparado, 

que permita poder generar un panorama para el accionar del estado costarricense.  

 

Sección I: Derecho Internacional, Derecho Comparado y el resarcimiento de daños 

ocasionados por el cambio climático   

 

Se han dado varias convenciones internacionales en materia de derechos humanos y medio 

ambiente. Actualmente, además, se han planteado convenciones y acuerdos específicamente en 

el tema de cambio climático. Todas estas convenciones y acuerdos internacionales proyectan el 

mismo principio: el derecho internacional debe velar porque el ser humano sea el centro de sus 
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preocupaciones: que como individuos se tenga derecho a una vida saludable, productiva y en 

armonía con la naturaleza, ligada siempre al desarrollo sostenible.125  

Desde 1972, con la Declaración de Estocolmo, el concierto de naciones inició un largo camino 

hacia la responsabilidad internacional en materia ambiental.  

Tras esta conferencia firmada en Suecia, las Naciones Unidas empezaron a marcar hitos 

fundamentales para el derecho internacional ambiental, ya que es la primera vez que se reconoce 

que la preservación del medio ambiente es esencial para el desarrollo. El principio número uno 

de esta declaración logra entrelazar los derechos humanos y el derecho a un ambiente sano: “El 

hombre tiene derecho fundamental a la libertad, la igualdad y el disfrute de condiciones de vida 

adecuadas en un medio ambiente de calidad tal que le permita llevar una vida digna y gozar de 

bienestar, y tiene la solemne obligación de proteger y mejorar el medio ambiente para las 

generaciones presentes y futuras.”126 Recalca además, que “A este respecto, las políticas que 

promueven o perpetúan el apartheid, la segregación racial, la discriminación, la opresión colonial 

y otras formas de opresión y de dominación extranjera quedan condenadas y deben 

eliminarse.”127 Dicho esto, los estados firmantes ponen al mismo nivel las violaciones a los 

derechos humanos y la necesidad de vivir una vida digna en un ambiente sano que le permita el 

desarrollo viable. Tanto a nivel nacional como a nivel individual, se debe incorporar en el 

paradigma actual del ser humano la necesidad de establecer el ambiente como un derecho igual 

a la libertad, vida, o bien la propiedad privada.  

Otro principio que es básico dentro de la Declaración de Estocolmo para esta investigación es el 

Principio número 22: “Los estados deben cooperar para continuar desarrollando el derecho 

internacional en lo que se refiere a la responsabilidad y a la indemnización a las víctimas de la 

contaminación y otros daños ambientales que las actividades realizadas dentro de la jurisdicción 

o bajo el control de tales estados causen a zonas situadas fuera de su jurisdicción.”128 Ante el 

paradigma de que los estados deben ser responsables y garantes de la seguridad jurídica de sus 

                                                             
125 Declaración de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente y Desarrollo, Naciones Unidas, 1992. Principio número 1. 
126 Declaración de Estocolmo, Naciones Unidas, 1972. Principio número 1. 
127 Declaración de Estocolmo, 1972. 
128 Declaración de Estocolmo, 1972. Principio número 22. 
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ciudadanos, y además, de que debe responder antes las afectaciones sufridas por las 

comunidades que aunque fuera de su jurisdicción, son damnificadas por su actividad industrial, 

es necesario – tal y como se desarrollará más adelante- exponer casos que remarquen como se 

ha aplicado este principio.  

Costa Rica firmó la Declaración de Estocolmo el 16 de abril del 2002, la ratificó en 06 de febrero 

del 2007, y la declaración entró en vigencia 07 de mayo del 2007  

Bajo la premisa de que el ser humano debe ser el centro de las políticas nacionales e 

internacionales y que a su alrededor deben girar los derechos humanos, e incluir dentro de ellos 

la necesidad del desarrollo económico como herramienta de progreso social, pero además, la 

necesidad de mantener un medio ambiente sano, ya que este es uno de los elementos para lograr 

el disfrute de una “vida digna”, muchas otras declaraciones se han firmado a nivel global.  

La declaración de Río de Janeiro, en su principio número dos, establece que “De conformidad con 

la Carta de las Naciones Unidas y los principios del derecho internacional, los Estados tienen el 

derecho soberano de aprovechar sus propios recursos según sus propias políticas ambientales y 

de desarrollo, y la responsabilidad de velar por que las actividades realizadas dentro de su 

jurisdicción o bajo su control no causen daños al medio ambiente de otros Estados o de zonas que 

están fuera de los límites de la jurisdicción nacional.”129  

Ratificado este acuerdo, la Declaración de Río de Janeiro obliga explícitamente a responder por 

las acciones realizadas, y sus efectos, ya sea que estos conlleven consecuencias dentro de la 

jurisdicción nacional o fuera de ella. Además, el principio 6 de la misma declaración establece 

que “Se deber dar especial prioridad a la situación y las necesidades especiales de los países en 

desarrollo, en particular los países menos adelantados y los más vulnerables desde el punto de 

vista ambiental (…).” 130 Siendo así, los estados más vulnerables, como los que se mencionan en 

la sección I del primer capítulo, (dentro de esta categoría no solo debería hablarse de estados 

sino también de comunidades y pueblos en estado de vulnerabilidad) deben recibir atención 

                                                             
129 Declaración de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente y Desarrollo, Naciones Unidas, 1992. Principio número 2. 
130 Declaración de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente y Desarrollo, 1992. Principio 6.  
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prioritaria, la necesidad del accionar internacional ante el cambio climático es no sólo necesario, 

sino también urgente.  

Mucho se ha dicho ya, que la mayoría de los estados afectados ante las consecuencias del cambio 

climático son aquellos de renta baja, quienes deben empezar a solucionar de forma inmediata 

los problemas ocasionados por la afectación patrimonial que puedan sufrir sus ciudadanos. Es 

una realidad, que la capacidad de reacción de los estados en vías de desarrollo es menor a la 

capacidad de atención que pueda tener un estado de renta alta.  

Es importante destacar, que cuando se emitió la Declaración de Río de Janeiro, se logró vincular 

a los estados de forma pública e internacional, bajo el principio de solidaridad, evidenciando así 

la necesidad de establecer criterios para determinar la responsabilidad, incluso cuando las 

acciones de los estados traspasan las fronteras jurisdiccionales. El principio 7 de la Declaración 

de Río de Janeiro dicta: “Los Estados deberán cooperar con espíritu de solidaridad mundial para 

conservar, proteger y restablecer la salud y la integridad del ecosistema de la Tierra. En vista de 

que han contribuido en distinta medida a la degradación del medio ambiente mundial, los Estados 

tienen responsabilidades comunes pero diferenciadas. Los países desarrollados reconocen la 

responsabilidad que les cabe en la búsqueda internacional del desarrollo sostenible, en vista de 

las presiones que sus sociedades ejercen en el medio ambiente mundial y de las tecnologías y los 

recursos financieros de que disponen.”131 

Parece fundamental resaltar que “(…) En vista de que han contribuido en distinta medida a la 

degradación del medio ambiente mundial, los Estados tienen responsabilidades comunes pero 

diferenciadas. Los países desarrollados reconocen la responsabilidad que les cabe en la búsqueda 

internacional del desarrollo sostenible (…).”132 Este fragmento resalta la razón de ser de esta 

investigación: debe dejarse de ver la responsabilidad como algo abstracto tras acciones 

antijurídicas, y se debe empezar a racionalizar la necesidad de responder ante las consecuencias 

de los actos, ya que aunque existe una responsabilidad común, esta es diferenciada y 

proporcional a los niveles de contaminación que cada estado genera, dependiendo estrictamente 

                                                             
131 Declaración de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente y Desarrollo, 1992. Principio número7 
132 Declaración de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente y Desarrollo, 1992 
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de su capacidad productiva e industrialización. La responsabilidad así, se puede manifestar de 

forma pecuniaria o en especie, dependiendo de las capacidades que cada estado posea, 

correspondiendo a las necesidades directas que posean los sujetos de derecho que se vean 

afectados.  

Bien lo dice el principio número 13 de la misma Declaración de Río de Janeiro: “Los Estados 

deberán desarrollar la legislación nacional relativa a la responsabilidad y la indemnización 

respecto de las víctimas de la contaminación y otros daños ambientales. Los Estados deberán 

cooperar asimismo de manera expedita y más decidida en la elaboración de nuevas leyes 

internacionales sobre responsabilidad e indemnización por los efectos adversos de los daños 

ambientales causados por las actividades realizadas dentro de su jurisdicción, o bajo su control, 

en zonas situadas fuera de su jurisdicción.”133 Tras los capítulos que se han desarrollado 

previamente, se puede concluir que los estados no están preparados para sentar las bases de los 

principios de responsabilidad e indemnización por las consecuencias patrimoniales que puedan 

sufrir sus ciudadanos. A pesar de que el tema de cambio climático se ha trabajado a nivel nacional 

e internacional, son pocos los antecedentes que existen en cuanto a indemnización de daños 

alrededor del mundo, y en Costa Rica son nulos: el tema del resarcimiento estrictamente por este 

tema, no se ha visto contemplando dentro del ordenamiento costarricense.  

“Las autoridades nacionales deberían procurar fomentar la internalización de los costos 

ambientales y el uso de instrumentos económicos, teniendo en cuenta el criterio de que el que 

contamina debe, en principio, cargar con los costos de la contaminación, teniendo debidamente 

en cuenta el interés público y sin distorsionar el comercio ni las inversiones internacionales.”134  El 

principio de quien contamina paga se vuelve esencial ante la necesidad de sentar responsabilidad 

ante las consecuencias de las acciones dañosas. Este principio, el cual es rector en el derecho 

ambiental tanto internacional como nacional, permite que haya capacidad de respuesta tanto 

dentro del derecho privado como dentro del derecho público. El problema radica a que con el 

tiempo, esta acción se des actualizó, permitiendo a los actores del hecho contaminante actuar 

                                                             
133Declaración de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente y Desarrollo, 1992 Principio número 13. 
134 Declaración de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente y Desarrollo, 1992. Principio número 16. 
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simplemente porque poseen la capacidad económica para cancelar la multa impuesta, siendo la 

multa sumamente baja en comparación a la afectación ambiental generada.   

La firma de Protocolos, Declaraciones y Convenios ha marcado hitos, no solo a nivel nacional, 

sino también a nivel internacional. En 1979 se da la Primera Convención Mundial sobre el Clima, 

y en 1988 se crea el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC). En 

el año 1992,  durante la Cumbre para la Tierra celebrada en Río De Janeiro, que deja como 

resultado la Declaración de Río de Janeiro previamente analizada, brinda la oportunidad de que 

además se firme el Convenio de las Naciones Unidas sobre la Diversidad Biológica y la Convención 

de las Naciones Unidas de Lucha contra la Desertificación.   

En 1997, se firma el Protocolo de Kyoto, uno de los acuerdos más importantes y conocidos a nivel 

internacional. El mismo vincula jurídicamente a los países desarrollados para lograr reducir las 

emisiones de dióxido de carbono. En el 2001, se adoptan los Acuerdos de Marrakech, cuyo mayor 

logro es plantear nuevos instrumentos de financiación y planificación para la adaptación, además 

de crear un marco para la transferencia de tecnología, relacionada al cambio climático.  

Durante el 2005 y el 2011 se aprueban: el Programa de Trabajo de Nairobi sobre los efectos, la 

vulnerabilidad y la adaptación al cambio climático en 2005, la Hoja de Ruta de Bali en 2007, el 

Acuerdo de Copenhague en 2009, el Acuerdo de Cancún del 2010, la Plataforma de Durban para 

una Acción Reforzada en la CP17del 2011. En 2012, se da la Enmienda de Doha, la cual busca 

prorrogar el Protocolo de Kyoto,  estableciendo un nuevo período de compromiso de reducción 

de emisiones de gases de efecto invernadero hasta el 31 de diciembre de 2020.  

Además, dos icónicos eventos se presentan: La CP20 que tuvo lugar en Lima, Perú durante el 

2014, y la CP21, la más emblemática y reciente Convención de Partes, se llevó a cabo en París 

durante el 2017. Este último acuerdo busca un plan de acción para mantener el nivel de 

calentamiento global “muy por debajo de los 2°”, pero con un sentido de urgencia importante 

debido a los efectos que ya se están sintiendo en alguna zonas del mundo.  

Ahora bien, al ser este un fenómeno global, se han presentado distintos casos, que aunque si 

bien es cierto, no contemplan exactamente la problemática del aumento del nivel del mar, o los 

retos que tiene Costa Rica en este momento, si han significado un reto para los juristas, quienes 



89 

deben encontrar una solución dentro del ordenamiento jurídico que contenga todos los 

elementos axiológicos necesarios para solucionar la problemática que los ciudadanos están 

enfrentando.  

El cambio climático va más allá de factores climatológicos. Este fenómeno posee también 

elementos y factores sociales y económicos. A nivel global hay casos jurisprudenciales que así lo 

demuestran, y que además marcan precedentes para la futura creación de un acervo global en 

justicia climática.  

Este concepto, el de justicia climática, es bastante reciente dentro del derecho internacional. El 

mismo busca poner en evidencia que es necesario no sólo actuar frente a las consecuencias 

directas del cambio climático, sino que también es necesario contar con herramientas jurídicas 

que abarquen la problemática de este fenómeno desde la perspectiva de los derechos humanos, 

los derechos patrimoniales y las repercusiones civiles que puedan sufrir los ciudadanos.  

Por esto, a continuación se revisarán algunos casos, que han empezado a moldear los principios 

aplicables dentro del marco de la justicia climática, la responsabilidad estatal, y la responsabilidad 

internacional dentro del marco de la convenciones que han firmado y ratificado los actores parte 

de estos procesos.  

 

Urgenda contra el Reino de los Países Bajos  

En noviembre del 2013, la organización ambientalista Urgenda demanda al Reino de los Países 

Bajos por no haber tomado las medidas necesarias para disminuir las emisiones de dióxido de 

carbono, según lo acordado por los tratados y las convenciones internacionales que el Estado 

había firmado hasta el momento. El grupo de ambientalistas, apoyado con las firmas de más de 

900 ciudadanos, solicitaba al Gobierno del Estado Holandés y a su  Ministerio de Infraestructura 

y Medio Ambiente, por medio de una denuncia en los tribunales de La Haya, que se hicieran 

responsables, ya que “la incompetencia (o negación) del gobierno a reducir las emisiones 
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contaminantes estaba “exponiendo a sus ciudadanos a situaciones peligrosas” de salud.”135 De 

esta forma, Urgenda justificaba que el gobierno estaba violando el derecho humano y 

fundamental de la salud a los ciudadanos.  

Dicha demanda, establece en su petitoria que “El núcleo de lo que Urgenda y los demás 

demandantes buscan en este procedimiento es que se gire una orden que indique al Estado 

holandés que tome medidas para limitar la cantidad de emisiones de CO2 a 40% por debajo del 

nivel de 1990 para 2020. Todas las demás reclamaciones son de alcance similar, pero son 

derivadas de, apoyan a, o exigen menos que lo que en esta demanda se solicita.”136 Esta demanda 

utiliza varios presupuestos del derecho civil neerlandés, partiendo de que si bien es cierto no se 

ha realizado una afectación directa a un individuo, si se da una afectación a los intereses 

generales del colectivo, el cual se encuentra protegido por el derecho constitucional.  

Además, dentro de sus argumentos, la demanda utiliza el artículo dos de la Convención Europea 

de Derechos Humanos “derecho a la vida” y el artículo ocho de la misma convención “derecho al 

respecto por la privacidad y la vida en familia”. Se utilizan estos artículos por la necesidad de 

prever el daño dentro de los argumentos que la Convención Europea de Derechos Humanos 

establece por sí misma. La demanda invoca también, el artículo 47 de la Convención 

“Responsibility of States for Internationally Wrongful Acts” (Responsabilidad de los Estados por 

hechos Internacionalmente ilícitos). Dicho artículo establece la necesidad de que cuando hay 

varios estados implicados en un acto ilícito, todos deben ser responsables del mismo. Ante el 

daño ocasionado por el cambio climático, la responsabilidad de cada uno de los estados 

responsables (el nexo causal embargaría a todos aquellos estados que produzcan emisiones de 

carbono) va a depender de su propio comportamiento dentro del contexto global. Por esto, la 

                                                             
135 Méndez, M. Sentencia histórica: Holanda obligada a reducir emisiones de contaminantes. GIZMODO, 2015. 
Consultada en línea el 4 de noviembre, 2018 en el siguiente link: https://es.gizmodo.com/sentencia-historica-
holanda-obligada-a-reducir-emisio-1713583608  
136Urgenda. Translation Summons in case Urganda vs Dutch Stat.  Consultado el 04 de noviembre del 2018, en el 
siguiente link: https://www.urgenda.nl/wp-content/uploads/Translation-Summons-in-case-Urgenda-v-Dutch-
State-v.25.06.10.pdf Traducción propia del texto “The core of what Urgenda and all other plaintiffs are seeking in 
these proceedings is an order directing the Dutch State to take action to limit the amount of CO2 emissions to 40% 
below the 1990 level by 2020. All other claims are similar in scope, but are either derived from, supportive to, or less 
demanding than this core claim.” Final draft Translation Summons in the Case: Urgenda Foundation v. Kingdom of 
the Netherlands Regarding the failure of the Dutch State to take sufficient actions to prevent dangerous climate 
change (versión of 25 June 2014). 

https://es.gizmodo.com/sentencia-historica-holanda-obligada-a-reducir-emisio-1713583608
https://es.gizmodo.com/sentencia-historica-holanda-obligada-a-reducir-emisio-1713583608
https://www.urgenda.nl/wp-content/uploads/Translation-Summons-in-case-Urgenda-v-Dutch-State-v.25.06.10.pdf
https://www.urgenda.nl/wp-content/uploads/Translation-Summons-in-case-Urgenda-v-Dutch-State-v.25.06.10.pdf
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necesidad de determinar cuál ha sido el aporte proporcional a este fenómeno se convierte en 

una cuestión fundamental para poder fijar un monto indemnizatorio.  

Urgenda también se basó en la participación activa que el Gobierno Holandés ha tenido en la 

Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, para poder establecer el nexo 

causal ante la cantidad de emisiones y la responsabilidad que tiene el mismo ante los perjuicios 

ocasionados a los ciudadanos. La organización justifica el nexo causal con los resultados de 

estudios científicos que establecen  una relación entre el cambio climático, las olas de calor, y los 

perjuicios relacionados con la salud, incluyendo así, la tasa de mortalidad que ha incrementado 

desde el 2005 (incluso la organización demuestra como el “National Heat Pan” (plan nacional que 

busca mitigar los efectos del aumento de la temperatura) del 2007 son una muestra de la 

conciencia y esfuerzos por proteger a los sectores vulnerables ante las olas de calor).  

Incluso, es importante destacar que específicamente se menciona el aumento del nivel del mar 

como uno de los factores esenciales de la demanda (y de las preocupaciones de la ciudadanía):  

El hecho de que Holanda se encuentra en una región de deltas no puede ser ignorada 

cuando se valoran los riesgos del cambio climático. El aumento del nivel del mar, y más 

frecuentemente el incremento de poderosas tormentas afecta directamente a Holanda. 

Incluso más intrusivo es el escenario predicho por los científico en donde el aumento de 

2 o 3 grados Celsius de la temperatura global –nótese que esta es la dirección en la que 

vamos—va a generar un irreversible proceso de deshielo de los glaciares de Groenlandia, 

lo que va a generar que el nivel del mar aumente de 6 a 7 metros. Preocupados sobre este 

escenario la Comisión Delta (the Veerman Commisión) establecieron en su reporte al 

gobierno del 2008, que se debería anticipar que es una posibilidad real que el nivel del 

mar aumentara de 0.65 metros a 1.30 metros en el 2100, y de 2 a 4 metros para el año 

2200. Este aumento del nivel del mar va a hacer que grandes extensiones de los Países 

Bajos sean inhabitables. Tomando en cuenta lo que se ha discutido previamente sobre el 

retroceso del sistema climático, la realidad es que estos escenarios van a depender en 

gran medida de las acciones que se tomen en las siguientes décadas. Estos 
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procedimientos  por lo tanto, también afectan la habitabilidad y calidad de vida en 

grandes partes de Holanda en el futuro.137 

El Panel Intergubernamental de Cambio Climático estableció en sus reportes como la 

acumulación de CO2 si ha aumentado con el pasar de los años, argumento utilizado durante la 

demanda. El mismo, ha determinado (por ejemplo en el reporte del 2004) que con entre un 60 y 

90 por ciento de certeza, los cambios atmosféricos son resultado de procesos antropogénicos, y 

cuyas consecuencias no sólo incluyen cambios en el clima, sino también escasez de agua, 

degradación de la biodiversidad, pérdida de calidad en los mares, entre otros.  

Urgenda justifica su demanda en principios básicos del derecho internacional, tan esenciales 

como el principio de “no dañar”. Este, ha sido utilizado en varias ocasiones, ya que bajo la premisa 

de que los gases del efecto invernadero, o bien las emisiones de carbono van a perjudicar de 

alguna manera a otros, las mismas deberían de evitarse, o disminuirse en su máxima expresión.  

Además, la demanda menciona otros casos y recursos que se utilizan para justificar la solicitud 

ante los juzgados. Por ejemplo se mencionan los siguientes casos:  

En Estados Unidos de América se dio la denuncia de EPA (Environmental Protection Agency) para 

poder promulgar un cuerpo de normas que regulara las emisiones de CO2. A pesar de lograr 

justificar los perjuicios que estas emisiones generaban, la solicitud llegó hasta la Corte Suprema 

de Estados Unidos, sin embargo, la misma no fue aprobada.  

En Europa, se llevaron a cabo estudios similares a los que realizó EPA en los Estados Unidos. 

Valiéndose de los resultados, se crearon instrumentos regionales como “Adapting to Climate 

                                                             
137 Urgenda, 2014. Traducción propia del texto: “The fact that the Netherlands lies in a delta region cannot be ignored 
when assessing the risks of climate change. Rising sea levels and more frequent and increasingly powerful storms 
directly affect the Netherlands. Even more intrusive is the scenario predicted by scientists in which an increase of 
global temperature above 2 to 3 degrees Celsius – note that this is the course we are currently on – would lead to 
an irreversible melting process of the Greenland ice mass, which would lead to a sea level rise of 6 to 7 meters. 
Concerning such a scenario, the Delta Commission (the Veerman Commission) stated in its 2008 report to the 
government that ‘It should be anticipated that sea level rises of 0.65 to 1.30 meters in 2100 and 2 to 4 meters in 
2200 are a real possibility.’ 11 Such sea level rises would make large areas in the Netherlands uninhabitable. Taking 
into account what has been discussed previously regarding the delay in the climate system, the reality of these 
scenarios will depend in large measure on the actions that are taken in the next decades. These proceedings 
therefore also affect the habitability and liveability of large parts of the Netherlands in the future.” 
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Change in Europe: Options for EU Action” (Adaptación al Cambio Climático en Europa: Opciones 

para la Acción de la UE) o también “Adapting to Climate Change: Towards a European Framework 

for Action” (Adapación al Cambio Climático: Hacia un Marco de Acción Europeo)138. Bajo el marco 

de estas herramientas, Urgenda justifica la necesidad de que el Estado Neerlandés deba luchar 

por reducir las emisiones de carbono que se emiten, ya que la misma Agencia Holandesa de 

Evaluación Ambiental estableció que las consecuencias del cambio climático estaban afectando 

no solo de forma general al continente, sino directamente al territorio neerlandés.  

Urgenda se basa en varios acuerdos internacionales para poder dar fundamento legal bajo el 

marco del derecho internacional. Por ejemplo, el “UN Climate Framework Convention on Climate 

Change” (la Convención Marco de Naciones Unidas contra el Cambio Climático) con sus artículos 

2, 3 (con los principios preventivos y precautorios), 4 (con las obligaciones que cada uno de los 

estados ha adquirido) y finalmente, el artículo 7, que establece la necesidad de llevar a cabo 

todas las acciones precisas para poder lograr con el objetivo del artículo 2, además de la 

Conferencias entre las Partes (las conocidas COP´s).  

El artículo 2 de la Convención Marco de Naciones Unidas establece que “El objetivo último de la 

presente Convención y de todo instrumento jurídico conexo que adopte la Conferencia de las 

Partes, es lograr, de conformidad con las disposiciones pertinentes de la Convención, la 

estabilización de las concentraciones de gases de efecto invernadero en la atmósfera a un nivel 

que impida interferencias antropógenas peligrosas en el sistema climático. Ese nivel debería 

lograrse en un plazo suficiente para permitir que los ecosistemas se adapten naturalmente al 

cambio climático, asegurar que la producción de alimentos no se vea amenazada y permitir que 

el desarrollo económico prosiga de manera sostenible.”139 Bajo este precepto, la urgencia de la 

estabilización de las concentraciones de gases del efecto invernadero se vuelve inminente para 

cualquier gobierno.  

                                                             
138  Urgenda, 2014. 
139 Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático, Naciones Unidas, 1992. Artículo 2. 
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Como otros acuerdos internacionales, Urgenda se basa en el Protocolo de Kyoto con su artículo 

4, el Plan de Acción de Bali (conocido también como COP13, del 2007), el Acuerdo de Copenhague 

(COP15), el Acuerdo de Cancún (COP16), y el Acuerdo de Durban (COP17).  

Por otro lado, se utilizan los argumentos de la Convención Europea de Derechos Humanos. 

Anteriormente, dentro de esta misma sección, se mencionó que la Organización Holandesa basó 

sus alegatos en los artículos como el 1, 2 y el 8 de esta misma convención, partiendo de las 

obligaciones de las partes, además del derecho a la vida, familia y propiedad. Además, se parte 

de la mención del artículo 34, que faculta a cualquier ciudadano de la zona euro a poder acceder 

a la Corte Europea de Derechos Humanos que se encuentra en Estrasburgo, siempre que sus 

derechos se vean vulnerados. Se vale además, de que el artículo 13 dice que “Toda persona cuyos 

derechos y libertades reconocidos en el presente convenio hayan sido violados tiene derecho a la 

concesión de un recurso efectivo ante una instancia nacional, incluso cuando la violación haya 

sido cometida por personas que actúen en el ejercicio de sus funciones oficiales.”140  

Otros principios fungen también como justificación de la demanda. El principio de “molestia 

transfronteriza”, donde debe evitarse todo aquello que pueda dañar a otros, incluso fuera de la 

jurisdicción del estado en cuestión, además, el principio precautorio, ante el posible peligro que 

puedan sufrir los ciudadanos.  

Urgenda utiliza también el artículo 21 de la Constitución Política y el Acta de Protección 

Ambiental del Reino de los Países Bajos, el cual, compromete explícitamente al gobierno a velar 

por la habitabilidad, la protección y la conservación del terreno del estado. El artículo 1 de esta 

misma acta también obliga a los ciudadanos ya que “Everyone will take appropriate care for the 

environment”141 (Todos deberán proteger apropiadamente el medio ambiente). También, la 

organización faculta su demanda en el Acta de Licencias Ambientales, la cual se van a encargar 

de facultar a todas las empresas e industrias cuyas funciones vaya a significar emisiones de gases 

causantes del efecto invernadero. 

                                                             
140 Convención Europea de Derechos Humanos, Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 1950.  Artículo 13 
141 Urgenda, Translation Summons in case Urganda vs Dutch Stat. 2014  Consultado el 11 de noviembre del 2018, 
en el siguiente link: https://www.urgenda.nl/wp-content/uploads/Translation-Summons-in-case-Urgenda-v-Dutch-
State-v.25.06.10.pdf. 

https://www.urgenda.nl/wp-content/uploads/Translation-Summons-in-case-Urgenda-v-Dutch-State-v.25.06.10.pdf
https://www.urgenda.nl/wp-content/uploads/Translation-Summons-in-case-Urgenda-v-Dutch-State-v.25.06.10.pdf
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Finalmente, el Tribunal da la razón a la Urgenda. Este es el primer caso donde un país es demando 

por la cantidad de emisiones de dióxido de carbono que emite, y por no emitir políticas eficientes 

para disminuir estas emisiones. La organización, concluye con sus argumentos que prevenir los 

peligros del cambio climático va más allá de los deberes políticos y morales, sino más bien, es 

una obligación legal que no puede ser ignorada.142 Además, esta demanda marca un hito a nivel 

internacional al ser la primera demanda en materia de cambio climático de la historia.  

 

Sarah Lorraine Thomson contra el Ministerio de Cambio Climático -Nueva Zelanda-  

Sarah Lorraine es una estudiante de derecho, quien decidió establecer una demanda contra el 

Estado de Nueva Zelanda debido a las consecuencias del cambio climático que están afectando 

a los ciudadanos, partiendo del hecho de que el gobierno no ha logrado llevar a cabo políticas 

reales para la mitigación de los efectos de este fenómeno.   

Nueva Zelanda es parte de la Convención de Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio 

Climático, firmado en New York en 1992 y que entró en vigencia en 1994. La demandante se basa 

en los artículos 3 y 4 de esta convención, los cuales establecen los compromisos  y principios a 

los cuales el estado se comprometió a luchar y buscar mitigar los efectos del calentamiento 

global. Además, el Estado de Nueva Zelanda ha adoptado el Protocolo de Kyoto, ratificado por el 

estado en 2002. Bajo los estándares de este Protocolo, se ha considerado que Nueva Zelanda es 

uno de los mayores emisores per cápita de dióxido de carbono.  

Otra convención que el estado neozelandés ha firmado es el Acuerdo de Copenhague. En este 

acuerdo, se busca cortar las emisiones de tal forma que se evite el incremento de la temperatura 

por encima de los 2 grados. Además, la demanda utiliza como argumento que el estado también 

ha firmado el Acuerdo de Cancún. Con la firma de este, en el 2010, los compromisos a los que se 

sometieron las partes incluyen tomar acciones urgentes para mantener el aumento de la 

temperatura por debajo de los 2 grados, y que los estados desarrollados, quienes son los que 

                                                             
142 Van Berkel D. Climate Case Explained: Urganda vs Dutch Stant.  2014. Consultado el 11 de noviembre del 2018, 
en el link https://www.urgenda.nl/en/themas/climate-case/climate-case-explained/  

https://www.urgenda.nl/en/themas/climate-case/climate-case-explained/
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más emisiones de carbono emiten, sean aquellos que más se comprometan a bajar las emisiones 

de los gases invernaderos, que paradójicamente, son los estados que tienen una responsabilidad 

histórica, como los mayores emisores. 143 

Además, el Acuerdo de París -COP 21- del cual Nueva Zelanda también es parte, propuso nuevos 

límites de emisiones para lograr mantener el calentamiento global bajo dos grados para el 2020. 

Es importante destacar que para marzo del 2011, Nueva Zelanda, bajo el Acta 71 firmada por su 

Ministro de Ambiente, asumió rebajar sus emisiones de carbono en un 50% de los niveles de 

1990 para el 2050. 

La legislación nacional de Nueva Zelanda empezó a establecer medidas específicas desde el 2002 

las cuales vendrían a colaborar en cumplir con lo que la Convención de París y el Protocolo de 

Kyoto establecerían. El objetivo primordial, además de cumplir con los acuerdos internacionales, 

fue proporcionar un plan de comercio de emisiones de gases que producen el efecto invernadero 

para así apoyar y alentar los esfuerzos mundiales para reducir las emisiones.  El Acta contra el 

cambio climático contiene en si un gran número de enmiendas, entre las que se encuentran las 

disposiciones incorporadas para la creación de un registro de emisiones que garantice que Nueva 

Zelanda pueda cumplir con los presupuestos del Protocolo de Kyoto, además, incluyó un 

gravamen para los vehículos de motor que emitan gases del efecto invernadero.  

La demanda de Sarah Lorraine se basó también en el artículo 20 de Acta de Derechos de Nueva 

Zelanda de 1990, la cual declara que “A una persona que pertenezca a una etnia, religión, o 

minoría en Nueva Zelanda no se le debe negar el derecho en comunidad u otros miembros de la 

minoría, de disfrutar la cultura, profesar y practicar su religión, o de usar el lenguaje de esa 

minoría.”144 La demandante argumenta, que bajo esta premisa, y bajo a las particulares 

manifestaciones culturales de esta región, el calentamiento global va impedir que las minorías 

                                                             
143 High Court of New Zeland, CIV 2015-485-919, Consultado el 14 de noviembre del 2018, en el siguiente link 
http://img.scoop.co.nz/media/pdfs/1711/fileDecision_13.pdf  
144 Acta de Derechos de Nueva Zelanda, Gobierno de Nueva Zelanda. 1990. Artículo 20. Consultado el 24 de 
noviembre del 2018. El texto traducido fue el siguiente: “Rights of minorities: A person who belongs to an ethnic, 
religious, or linguistic minority in New Zealand shall not be denied the right, in community with other members of 
that minority, to enjoy the culture, to profess and practise the religion, or to use the language, of that minority” 
Traducción Libre realizado por la estudiante.  

http://img.scoop.co.nz/media/pdfs/1711/fileDecision_13.pdf
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(principalmente las que se encuentran en las costas o provienen de las Islas) puedan llevar a cabo 

sus expresiones sociales. La demandante argumentó también, que es necesario que se lleve a 

cabo una evaluación general a nivel global para lograr limitar el incremento de temperatura de 

1.5 grados centígrados.  

Tras la demanda interpuesta, el 2 de noviembre de 2017 se dio el resultado: el Tribunal Superior 

de Wellington sostuvo que el cambio climático presenta riesgos globales significativos y que el 

gobierno es legalmente responsable de sus acciones para abordar el cambio climático. El Tribunal 

determinó que el Ministro de Cambio Climático de Nueva Zelanda había actuado ilegalmente al 

no revisar los objetivos de cambio climático del país para 2050 después de la publicación del más 

reciente Informe de Evaluación del IPCC (Panel Intergubernamental de Cambio Climático). Sin 

embargo, el Tribunal no emitió ninguna orden contra el gobierno, ya que el gobierno recién 

elegido asumió el cargo en octubre de 2017 y se comprometió a cumplir con el objetivo de 

neutralidad de CO2 en 2050. 145 

 

Juliana vs. Estados Unidos  

La presente demanda fue presentada por Juliana Olson en el 2015, en el Estado de Oregón. En la 

misma, se hace una gran recopilación de derechos fundamentales que se violentan ante los no 

eficientes esfuerzos del Gobierno por intentar bajar las emisiones de gases que provocan el 

efecto invernadero, a pesar de que incluso las autoridades gubernamentales tenían 

conocimiento de la necesidad de realizar cambios en las políticas nacionales relacionadas a la 

contaminación y emisiones de gases del efecto invernadero. 

En 1965, la Casa Blanca presentó el reporte “Recuperando la Calidad de nuestro Medio 

Ambiente” brindando el primer antecedente de que el Gobierno de Estados Unidos tenía 

conocimiento sobre la necesidad de mejorar los estándares de conservación del medio ambiente. 

Además, entre los antecedentes que se utilizan como base a este caso se encuentran los informes 

                                                             
145 Urgenda. Información General sobre el caso Nueva Zelanda. 2014.  Reino de los Países Bajos. Consultado el 24 
de noviembre del 2018 en el siguiente link: https://www.urgenda.nl/en/themas/climate-case/global-climate-
litigation/  

https://www.urgenda.nl/en/themas/climate-case/global-climate-litigation/
https://www.urgenda.nl/en/themas/climate-case/global-climate-litigation/
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“Opciones de Políticas para estabilizar el Clima Global”, y en 1990, el Plan “Cambiando por 

Grados: Pasos para reducir los Gases del efecto invernadero.”146  

La demanda establece que entre las garantías constitucionales que se ven más violentadas por 

las consecuencias del cambio climático se encuentran: la vida, la libertad, y la propiedad. Además, 

se pone sobre la mesa que los ciudadanos más jóvenes son aquellos que más van a sufrir los 

efectos desproporcionados de la desestabilización del clima dentro del país. 147  

La demanda trae a colación el artículo III de la sección 2, de la Constitución de los Estados Unidos 

de América, el cual establece que “El Poder Judicial entenderá en todas las controversias, tanto 

de derecho escrito como de equidad, que surjan como consecuencia de esta Constitución, de las 

leyes de los Estados Unidos (…) entre ciudadanos de Estados diferentes, entre ciudadanos del 

mismo Estado que reclamen tierras en virtud de concesiones de diferentes Estados y entre un 

Estado o los ciudadanos del mismo y Estados, ciudadanos o súbditos extranjeros.”148 Bajo este 

principio, y debido a que los demandantes ven en riesgo sus derechos constitucionales, la 

demandante logra presentar este recurso, solicitando su aceptación ante los tribunales de 

Oregon, partiendo que la vida de los demandantes se ve directamente afectada ante los 

inminentes efectos del cambio climático.  

La demanda incluye entre los demandantes a 22 jóvenes, quienes entre los 10 y los 19 años, 

piden al estado establecer las medidas necesarias para mitigar los efectos del cambio climático, 

justificando que sus actividades diarias se están viendo afectadas ante la variación climatológica 

en los distintos estados en los que viven. Además de los actores civiles, se incluyen dentro de la 

denuncia personas jurídicas como las organizaciones: Earth Guardians y Future Generations,  las 

cuales son organizaciones que velan por el desarrollo sostenible alrededor del mundo.  

                                                             
146 Julia vs United States, United States District Court District of Oregon – Eugene Division. 2015. Traducción propia, 
consultado el 24 del noviembre del 2018, en el siguiente link: 
https://static1.squarespace.com/static/571d109b04426270152febe0/t/57a35ac5ebbd1ac03847eece/1470323398
409/YouthAmendedComplaintAgainstUS.pdf  
147 Julia vs United States p. 8.  
148 Constitución de los Estados Unidos de Norte América. 1781 Artículo III, sección 2. Consultado el 25 de 
noviembre del 2018 en el siguiente link: 
https://www.constitutionfacts.com/content/constitution/files/USConstitution_Spanish.pdf  

https://static1.squarespace.com/static/571d109b04426270152febe0/t/57a35ac5ebbd1ac03847eece/1470323398409/YouthAmendedComplaintAgainstUS.pdf
https://static1.squarespace.com/static/571d109b04426270152febe0/t/57a35ac5ebbd1ac03847eece/1470323398409/YouthAmendedComplaintAgainstUS.pdf
https://www.constitutionfacts.com/content/constitution/files/USConstitution_Spanish.pdf
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La denuncia como tal, incluye en su línea fáctica los siguientes hechos149:  

1) El Gobierno Federal ha sabido por décadas que la contaminación de dióxido de carbono 

estaba ocasionando un catastrófico cambio climático, y que era necesario llevar a cabo 

reducciones masivas de las emisiones de gases, además de la necesaria transición a nivel 

nacional de los combustibles fósiles, esto con el objetivo de velar por los derechos 

constitucionales de los ciudadanos. 

2) A pesar del conocimiento que tenían las autoridades sobre la contaminación ocasionada 

por las emisiones de dióxido de carbono, no solo se mantuvo el uso de combustibles 

fósiles, sino que también se impulsó la explotación, producción, y exportación de 

productos provenientes del petróleo.  

3) Debido al Tratado de Importación de Gas Natural con Jordán que se firma en 1992, se van 

a importar más de 13 140 billones de pies cúbicos de gas natural en 30 años, lo que va a 

significar aproximadamente 716.2 millones de toneladas de emisiones de dióxido de 

carbono, una mayor cantidad que todas las emisiones de carbono que se emitieron en 

Texas, que es el mayor emisor de este gas en el país. 

4) La existencia de criterios científicos de que el calentamiento global ha afectado 

directamente el nivel de acidez de los océanos.  

5) El impacto existente en varias de las regiones del país ocasionadas directamente por el 

cambio climático.  

6)  El impacto climático futuro repuntará entre el 2050 y el 2100 con el aumento del nivel 

del mar, en el cambio de biodiversidad, el aumento de la temperatura, la migración de 

seres humanos, etc.  

7) Es posible restaurar el balance energético y mejorar la protección contra la peligrosa  

desestabilización del sistema climático valiéndose de las mejoras científicas que se han 

dado hasta el momento y que están disponibles bajo este contexto.  

                                                             
149 Julia vs United States, United States District Court District of Oregon – Eugene Division. 2015. el texto 
presentado es una traducción propia de la línea fáctica, consultado el 24 de noviembre del 2018, en el siguiente 
link: 
https://static1.squarespace.com/static/571d109b04426270152febe0/t/57a35ac5ebbd1ac03847eece/1470323398
409/YouthAmendedComplaintAgainstUS.pdf  

https://static1.squarespace.com/static/571d109b04426270152febe0/t/57a35ac5ebbd1ac03847eece/1470323398409/YouthAmendedComplaintAgainstUS.pdf
https://static1.squarespace.com/static/571d109b04426270152febe0/t/57a35ac5ebbd1ac03847eece/1470323398409/YouthAmendedComplaintAgainstUS.pdf
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8) El Gobierno Federal ya ha aceptado sus obligaciones públicas en esta materia.  

Bajo esta línea fáctica, dentro de la petitoria del caso, se promueve que bajo los derechos 

constitucionales de vida, propiedad y libertad, el Gobierno Federal debe promover no solo 

mejores, sino también eficientes políticas para mitigar el cambio climático, ya que las 

afectaciones directas del mismo repercuten directamente en estas garantías constitucionales. 

Además, sobre los presupuestos de la Quinta Enmienda, el uso desmedido de los combustibles 

fósiles, dejan a los jóvenes demandantes desprotegidos, en comparación a los grados de 

protección constitucional que sus padres y abuelos recibieron al no verse tan afectados por  la 

distribución de productos y la contaminación que produce su uso. Esto, según lo alegado, significa 

que no hay un grado de igualdad aparente entre las generaciones.  

Manteniendo esta línea, dentro de la petitoria y bajo la Novena Enmienda, los demandantes 

solicitan que dado la necesidad que significa la preservación del medio ambiente para poder 

mantener la libertad, la historia y la tradición de la cultura norteamericana, el Gobierno Federal 

debería luchar para mantener y mejora la normativa de conservación natural. Finalmente, el 

cuarto punto consiste en que se declare que hay una clara violación a la doctrina de confianza 

pública. Los derechos que la Constitución garantiza para sus ciudadanos, deben protegerse no 

solo para las generaciones presentes sino también para las generaciones futuras, por lo que los 

recursos naturales se convierten en elementos esenciales para todos los ciudadanos. Incluye la 

demanda, que como recursos naturales vitales se incluye al menos el aire, el agua, los mares, las 

orillas del mar y la vida silvestre en general (menciona directamente la atmósfera, aguas, océanos 

y biosfera). Por esto, los demandados deben tomar acciones reales para la protección de estos 

recursos.150 

La petitoria específicamente consiste en que los demandados cumplan con la declaración de 

violación a los derechos constitucionales de vida, libertad y propiedad con la ya peligrosa 

concentración de CO2 (dióxido de carbono) en la atmosfera, lo cual interfiere con los sistemas 

climatológicos que el estado ya contaba. Se busca evitar violaciones al derecho a un ambiente 

sano para las futuras generaciones, y que se declare el Acta de Política Energética (sección 201) 

                                                             
150 Julia vs United States, 2015.  
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inconstitucional por violentar los derechos ya mencionados anteriormente. En mención al 

Acuerdo de Importación de Gas Natural con Jordán, la demanda solicita que también se declare 

inconstitucional, y que se declare a los demandados como culpables.  

Este caso aún se está discutiendo en los Tribunales de Oregon. El Gobierno del Presidente Trump 

y su defensa se encuentran argumentando sus distintos puntos de vista, e incluso para el pasado 

08 de Noviembre del 2018, el juez encargado del caso dio declaraciones sobre el desarrollo de la 

audiencia y de lo cerca que se encuentran de poder llegar a una conclusión.  

 

Ashgar Leghari vs Pakistan  

El señor Ashgar Leghari, quién es agricultor, demandó a Pakistán en el 2015 por sus pocos e 

inútiles esfuerzos por  mitigar los efectos del cambio climático en la región en la que se encuentra. 

Según el autor de la demanda, a pesar de que Pakistán ha creado políticas y normas para poder 

enfrentar el calentamiento global (como la Política Nacional de Cambio Climático del 2012, y  el 

Marco para la implementación de la Política de Cambio Climático 2014-2030), el Gobierno no ha 

logrado demostrar algún tipo de progreso. El señor Leghari demanda, además, por las 

afectaciones que el cambio climático genera sobre el agua, la comida, y la seguridad energética 

en el país.151 

Se argumenta que ante esta falta de acción por parte del Gobierno, se violenta el artículo 9 de la 

Constitución donde se establece que: “Seguridad de la persona: Ninguna persona debe ser 

privado de su vida o libertad según la ley”152, ya que no velar por la estabilidad climática vulnera 

la seguridad de cada uno de los ciudadanos del Estado.  

                                                             
151 Ashgar Lahari vs Federación de Pakistán, Alta Corte de Lahore, Pakistán. Expediente número  25501/2015. 
Septiembre 04, 2015. Consultado el 01 de diciembre del 2018 en el siguiente link: 
http://blogs2.law.columbia.edu/climate-change-litigation/wp-content/uploads/sites/16/non-us-case-
documents/2015/20150404_2015-W.P.-No.-25501201_decision-1.pdf  
152 Artículo 09 de Constitución de la República Islámica de Pakistán, última actualización 2004. Traducción propia 
del siguiente artículo: “Security of person: No shall be deprived of life of liberty sabe in accordance with law”  

http://blogs2.law.columbia.edu/climate-change-litigation/wp-content/uploads/sites/16/non-us-case-documents/2015/20150404_2015-W.P.-No.-25501201_decision-1.pdf
http://blogs2.law.columbia.edu/climate-change-litigation/wp-content/uploads/sites/16/non-us-case-documents/2015/20150404_2015-W.P.-No.-25501201_decision-1.pdf
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Ante esta denuncia, el Ministerio de Ambiente de Pakistán, argumentó que el Marco para la 

implementación de la política de Cambio Climático se mantiene vigente, y el mismo contiene 734 

puntos de acción, de los cuales 232 debieron haberse llevado acabo para el 2016. 153 

Por su parte, el que Gobierno alega que Pakistán no es un contribuyente importante para este 

fenómeno, sino más bien una víctima del cambio climático. Es por esto que las medidas que debe 

tomar no son tanto preventivas sino más bien de adaptación frente a los nuevos patrones 

climáticos disruptivos.  

En la sentencia, la Corte argumenta que de todas formas, Pakistán ha sufrido las consecuencias 

del cambio climático tanto con inundaciones como con sequías, elevando así el caso al plano legal 

y constitucional, ya que la protección de los derechos fundamentales de los ciudadanos del país 

se están viendo vulnerados. Principalmente, la Corte menciona que los segmentos de la sociedad 

que más se están viendo afectados ante esta situación son aquellos que son incapaces de 

acercase al tribunal, y que tienen menos posibilidades de enfrentarse de forma adecuada a esta 

situación. 154 

Parte del alegato que se presenta en la demanda, constituye en los derechos fundamentales 

establecidos en la Constitución de Pakistán que se ven vulnerados, como el de la vida y la 

seguridad (artículo 09), derecho a la salud, a un ambiente sano y a una vida digna (artículo 14), 

derecho a la propiedad privada (artículo 23) y el derecho a la información (artículo 19 A), junto 

con los principios básicos de la democracia, igualdad y equidad, y justicia política. Además, se 

argumenta que bajo los principios del desarrollo sostenible, principio precautorio, principio de 

evaluación de impacto ambiental, y el principio de equidad inter e intra-generacional155, bajo un 

estándar de confianza pública, el Estado de Pakistán vulnera la situación de los sujetos de 

derecho dentro de su jurisdicción. La misma Corte, establece dentro de la sentencia, que en este 

momento es fundamental relacionar el cambio climático con las garantías inherentes a la 

                                                             
153 Ashgar Lahari vs Federación de Pakistán, Alta Corte de Lahore, Pakistán. Expediente número  25501/2015. 
Septiembre 04, 2015. Consultado el 01 de diciembre del 2018 en el siguiente link: 
http://blogs2.law.columbia.edu/climate-change-litigation/wp-content/uploads/sites/16/non-us-case-
documents/2015/20150404_2015-W.P.-No.-25501201_decision-1.pdf  
154 Ashgar Lahari vs Federación de Pakistán, 2015.  
155 Ashgar Lahari vs Federación de Pakistán, 2015 

http://blogs2.law.columbia.edu/climate-change-litigation/wp-content/uploads/sites/16/non-us-case-documents/2015/20150404_2015-W.P.-No.-25501201_decision-1.pdf
http://blogs2.law.columbia.edu/climate-change-litigation/wp-content/uploads/sites/16/non-us-case-documents/2015/20150404_2015-W.P.-No.-25501201_decision-1.pdf


103 

condición del ser humano, porque aún con el alegato gubernamental de que el país de Pakistán 

no es un gran emisor de gases del efecto invernadero, los ciudadanos están sufriendo los efectos 

de este fenómeno a un nivel no solo legal como se mencionaba anteriormente, sino también 

político y económico.  

Finalmente, la Corte resuelve que el atraso y letargo en la puesta en práctica del Marco para la 

implementación de la Política de Cambio Climático 2014-2030 ofende directamente a los 

derechos fundamentales de los ciudadanos, quienes dependen directamente del Estado como 

garante de derechos y libertades. La falta de un actuar veraz en cuanto a las políticas de 

mitigación ha generado una afectación inmediata a los ciudadanos, por lo que la misma Corte le 

solicita al estado presentar cuales han sido los puntos de acción cumplidos hasta finales del 2015, 

la creación de una Comisión Nacional para el Cambio Climático, y la designación de una persona 

focal dentro del Gobierno para el manejo de este caso. 156 

Analizar estos casos  permite ver como ya hay jurisprudencia internacional que ha facultado a los 

ciudadanos a denunciar a  sus estados por las irregularidades y afectaciones climatológicas. 

Además de estos casos que se acaban de analizar, dentro del contexto internacional existen otros 

casos importantes en países como Suiza, Noruega, Irlanda,  y la India. Uno de los casos más 

actuales consiste en la denuncia de señor Saul Luciano Lliuyade, un agricultor peruano quién 

acompañado por la organización Germanwatch, han decido demandar a la empresa energética 

alemana RWE. El demandante argumenta que esta empresa es uno de los mayores emisores de 

dióxido de carbono del planeta (0.5% de las emisiones totales alrededor del mundo), por lo que 

es en parte responsable del riesgo que corre su pueblo, conocido como Huaraz, de sufrir 

inundaciones con los deshielos que pueden producirse en los Andes como consecuencia directa 

del calentamiento global, por lo que su propiedad corre el riesgo inminente de inundarse, debido 

a la posición geográfica en la que se encuentra.  

En este caso, la Corte del estado de Hamm, en Alemania,  encontró admisible la demandada, 

partiendo el hecho de que “Incluso las personas que actúan de acuerdo a la ley deben ser 

                                                             
156 Ashgar Lahari vs Federación de Pakistán, 2015 



104 

responsables ante el daño ocasionado a la propiedad”157, según lo mencionó uno de los jueces 

del Tribunal. La Corte, finalmente debe decidir si la contribución del acusado en la cadena de 

eventos puede ser cuantificable, para poder determinar cuál es el grado de responsabilidad civil 

ante la indemnización solicitada por el demandante, la que consiste en  €17 000 (diecisiete mil 

euros) para la comunidad de Huaraz, y €6864 (seis mil ochocientos sesenta y cuatro euros) por 

los gastos en medidas preventivas para las inundaciones.  

Inclusos los casos que aún no han sido resueltos, evidencian la necesidad de atender estos temas. 

Miles de personas se ven perjudicadas por las consecuencias del cambio climático alrededor del 

mundo, y estos casos son la muestra de los argumentos y recursos jurídicos que se están 

implementando con tal de encontrar respuesta ante los perjuicios de este fenómeno.  

Las Cortes nacionales de diferentes países ya han declarado con lugar demandas que demuestran 

una creciente necesidad de dar respuesta a la problemática de la responsabilidad y el 

resarcimiento por consecuencia de los daños ocasionados por el cambio climático. Costa Rica, si 

bien es cierto, aún no cuenta con un mecanismo de respuesta especifico ya que no se han 

generado casos de peso en el tema del resarcimiento, sin embargo es cuestión de tiempo para 

que las zonas costeras empiecen a verse afectadas de una forma mucho más agresiva.  

Ante la discusión internacional que se encuentra en este momento, Costa Rica deben de empezar 

a analizar su situación jurídica ante esta problemática. En la siguiente sección se presentan el 

marco legal con el que cuenta el país en cuanto a responsabilidad administrativa, el resarcimiento 

de daños patrimoniales y las afectaciones ocasionadas por el aumento del nivel del mar como 

consecuencia de cambio climático.  

 
 

                                                             
157 The Guardian. German court to hear Peruvian farmer's climate case against RWE AFP. 2017. Consultado el 01 de 
diciembre del 2018, en el link: https://www.theguardian.com/environment/2017/nov/30/german-court-to-hear-
peruvian-farmers-climate-case-against-rwe. Traducción propia. “Even people who act according to the law must be 
held responsible for damage they cause to property,”   

https://www.theguardian.com/environment/2017/nov/30/german-court-to-hear-peruvian-farmers-climate-case-against-rwe
https://www.theguardian.com/environment/2017/nov/30/german-court-to-hear-peruvian-farmers-climate-case-against-rwe
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Sección II: El estado costarricense, el resarcimiento de daños patrimoniales y las afectaciones 

ocasionadas por el aumento del nivel del mar como consecuencia de cambio climático  

 

Costa Rica se ha establecido bajo el marco de un Estado de Derecho. Este cuerpo normativo ha 

regido las relaciones ciudadano – estado desde la misma concepción de la República, y se ha 

venido perfeccionando con el tiempo. La evolución social ha generado que las normas se adapten 

a las relaciones sociales, al crecimiento del aparato estatal y a las nuevas situaciones que vienen 

generándose con el pasar del tiempo, ya que es real: el cambio generacional construye nuevas 

interacciones entre los miembros del estado de derecho y las condiciones socio ambientales en 

las que se desarrollan.  

Según las premisas que ya se han estudiado en los capítulos anteriores, el cambio climático ha 

sido uno de los fenómenos naturales más importantes y drásticos que la sociedad ha 

experimentado. La revolución de la industria per se, logró cambiar gran parte de la producción a 

nivel global y por tanto, la emisión de gases y contaminación también varió: con un incremento 

de la producción en masa (que no se ha detenido hasta el momento) los niveles de contaminación 

también se incrementaron proporcionalmente. Pero además, permitió que la sociedad (y esto a 

nivel global) también modificara su forma de relacionarse, desenvolverse y desarrollarse. Si bien 

es cierto no es este el tema medular de esta investigación, sí es necesario que se marque este 

hito: el cambio climático no es sólo un fenómeno que radica en el contexto natural, sino también 

se ha convertido en un fenómeno presente en el contexto jurídico social.  

Cuando se empiezan a analizar los efectos que el cambio climático ha generado en países como 

Vanuatu o Kiribatí, y cuando se hace notar que estos gobiernos ya han empezado a tomar 

acciones reales para salvaguardar la integridad no solo moral, sino también patrimonial de sus 

ciudadanos, reubicando comunidades, comprando terrenos y dando su apoyo total ante el riesgo 

que el aumento del nivel del mar genera, lo que permite visualizar que ya hay estados 

manifestando su responsabilidad civil ante los daños que sus ciudadanos están sufriendo.  

Villey, autor citado por López Mesa en su libro “Presupuestos de las Responsabilidad Civil” en 

una sola línea logra definir la responsabilidad como “el obligado a responder de algo o de 
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alguien.”158 Son muchos los escenarios en donde un individuo debe de responder ante las 

acciones realizadas y los perjuicios ocasionados. Bajo esta misma óptica, el autor López Mesa, 

declara que “A su respecto, se ha dicho que se critica nuestra expresión tradicional sobre el tema 

“responsabilidad civil”  por acercarse más a la idea del responsable que al de la víctima, es decir, 

más a la persona del dañador que al afectado. A la pregunta, ¿Qué debe entenderse por 

responsabilidad civil?, damos respuesta señalando que es la obligación de reparar el perjuicio que 

se ha causado. Es la obligación de reparar por sí el perjuicio que se ha ocasionado contra derecho 

en la persona o en  el patrimonio de un tercero. Pero desde otra óptica “ser responsables es 

soportar o sufrir las consecuencias de un acto.”159  

Ante la paradigmática exclamación de que se es responsable siempre que se soporten las 

consecuencias de un acto, se debe partir del punto de que es un acto ajeno y que no involucra la 

titularidad del bien, ya que el dueño no debe estar implicado en el hecho dañoso que acontece.  

La responsabilidad, al ser el resultado de un comportamiento que se puede achacar a un sujeto 

de derecho público o privado, permite establecer que siempre y cuando este comportamiento 

esté dentro del marco normativo establecido para la materia, tanto el hecho como el actor no 

recaerán en la necesidad u obligación de llevar a cabo ningún tipo de indemnización. Las acciones 

antijurídicas van a generar en sí, responsabilidad de responder ante los daños ocasionados.  

López Mesa dice también, que “la responsabilidad ha comenzado a expresar un juicio de valor 

negativo, (un reproche jurídico) sobre una conducta de un sujeto que ha infringido una norma de 

un ordenamiento dado. Esta reprobación se pone de manifiesto mediante la consecuencia jurídica 

que se enlaza a la imputación de la responsabilidad; consecuencia que conlleva, como principio 

la obligación de reparar el daño.”160 Dicho esto, el autor intenta resumir el fenómeno de la 

responsabilidad como un elemento secundario ante la relación de dos o más sujetos, que ante la 

necesidad ocasionada por un acto antijurídico debe reparar un daño de forma obligatoria, de tal 

forma. La responsabilidad se convirtió en un deber sustitutivo del deber original: ante el dolo, 

                                                             
158 López M. Presupuestos de la responsabilidad civil. 2013Astrea, Buenos Aires, , p. 5 
159 Arrubla J. citado por López M. Presupuestos de la responsabilidad civil. 2013 Astrea, Buenos Aires, p. 7. 
160 Sáenz E., citado por López M. Presupuestos de la responsabilidad civil. 2013 Astrea, Buenos Aires, p.9. 
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error u omisión, la responsabilidad funge como una acción solvente, consecuencia directa de la 

acción antijurídica.  

Reglero Campos, en el mismo texto de López Mesa, establece que “responsabilidad es 

imputación. Con carácter general la responsabilidad constituye una categoría común a la práctica 

totalidad de los órdenes jurídicos. Se habla así de la responsabilidad civil, penal, administrativa, 

fiscal, asociativa, social… incluso política. Cada una de ellas posee su particular régimen jurídico 

en cuanto a sus presupuestos, elementos y efectos. Cuando un sujeto incumple un deber, o una 

obligación o cuando causa un daño, es responsable siempre que el incumplimiento o daño le sea 

imputable. Desde esa perspectiva, puede afirmarse que la responsabilidad descansa sobre un 

determinado título de imputación.”161 El título de imputación mencionado por el autor, nos 

permite analizar la responsabilidad desde un deber ser: un deber de reparar, deber solucionar o 

deber de indemnizar.  

La falta de probidad para poder evitar un daño a los bienes patrimoniales de los ciudadanos de 

una región, ¿debería considerarse como una falta por parte del Gobierno? Bajo el estado de 

derecho en el cual se desarrolla el estado costarricense, el gobierno, en su rol de protector y 

defensor de los ciudadanos, tiene la obligación de garantizar que la integridad tanto moral como 

patrimonial de cada individuo se mantenga. Ante este panorama, ¿Qué sucede con los daños 

ocasionados por los efectos del cambio climático? El estado costarricense no ha logrado actuar 

con completa celeridad para lograr evitar que este fenómeno afecte a los ciudadanos, por lo que 

se evidencia una deficiencia en su actuar, un dejar de hacer gubernamental que acarrea 

consecuencias legales.  

Es cierto, este acontecimiento climático no es solo responsabilidad del Estado Costarricense, al 

contrario, incluye una gran cantidad de actores no solo públicos, sino también privados. Sin 

embargo, hay acciones que a nivel gubernamental se tuvieron que haber tomado para mitigar 

los efectos que podían afectar a los sujetos de derecho dentro de la jurisdicción nacional: políticas 

de carbono neutralidad a nivel privado y público, rigurosos controles de emisiones, revaloración 

de permisos de construcción en la franja costera, construcción de barreras de contención de 

                                                             
161 Reglero C. citado por López M. Presupuestos de la responsabilidad civil 2013, Astrea, Buenos Aires, p. 9.  
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mareas e iniciar el proceso de diagnóstico y reubicación de las comunidades, podrían ser algunos 

ejemplos. Desde la perspectiva de este trabajo, la responsabilidad del Estado Costarricense es, 

proporcional a las acciones que el mismo haya tomado para evitar las repercusiones del cambio 

climático. La proporcionalidad se determinará de la mano cuantitativa de la valoración de los 

daños que sufran los derechohabientes.  

Bien se ha dicho “la responsabilidad civil puede ser definida como la obligación de reparar los 

daños que le hemos causado a otro. Pero esta presentación sumaria esta sin embargo lejos de 

esclarecer la institución en toda su dimensión y no permite acotar sus límites. O, si la idea misma 

de responsabilidad debe ser relacionada con el principio elemental de justicia conmutativa al que 

ella es en alguna medida circunstancial.”162 Si se basa en la necesidad de relacionar la 

responsabilidad con el pilar intrínseco que es la justicia en la sociedad, se tiene que manejar 

también la posibilidad de ver esta responsabilidad como una urgencia social. En este caso, incluso 

cuando la contraparte es sujeto de derecho público, la responsabilidad se plantea para ayudar 

en la argumentación del concepto de responsabilidad que corresponde al estado. El aparato de 

reglas que se ha planteado de forma jurisprudencial, y explícitamente en los cuerpos normativos 

que rigen a la ciudadanía, logran sustituir el daño material por atribuciones indemnizatorias 

establecidas en la totalidad del ordenamiento jurídico nacional, manejando así, según el autor, 

un vínculo entre dos personas y dos patrimonios. La responsabilidad -y según el autor 

específicamente la responsabilidad civil- va a existir siempre que un actor este obligado a reparar 

el daño sufrido por otro.163 

Borrar las consecuencias del hecho cuyo contenido es contrario al cuerpo de derecho; de eso se 

trata poder indemnizar a los afectados, a las víctimas, quienes son una parte legitimada dentro 

de este “proceso indemnizatorio”.  

Ahora bien, no es muy claro si se puede considerar el cambio climático como contrario al cuerpo 

de derecho. Sin embargo, haber continuado contaminando, no reaccionando, o incluso sin crear 

planes de prevención o mitigación podría considerarse falta al debido cuidado, y esto es una 

                                                             
162 Brun P., citado por López M. Presupuestos de la responsabilidad civil. 2013 Astrea, Buenos Aires, , p.10 
163 Mazeaud y Chabas, citado por López M. Presupuestos de la responsabilidad civil 2013, Astrea, Buenos Aires, p. 
11. 
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causal de responsabilidad: “la obligación de reparar nace cuando alguien resulta perjudicado 

como consecuencia de la violación de un deber jurídico preexistente, pues los individuos están 

sometidos a un orden jurídico, con el doble alcance de observar el deber de cumplir las normas o 

atenerse a las consecuencias derivadas del incumplimiento, que consiste, -en este caso- en la 

indemnización de los daños y perjuicios.” 164 

Dejando en claro que la responsabilidad recae tras los daños ocasionados por transgredir las 

normas, o bien actuar contrario al derecho, y partiendo de que debe de brindarse una solución a 

los perjuicios sufridos por un individuo, se puede empezar a plantear la normativa costarricense 

referente al tema.  

En la normativa nacional se estipula que el estado debe actuar como protector de la vida, 

seguridad y propiedad del ciudadano y ante la falta de acciones concisas para evitar las 

afectaciones que el cambio climático podía generar en estos tres principios o facultades 

fundamentales que se encuentran establecidos a partir de la Constitución Política, el Estado 

Costarricense es responsable y debe indemnizar los perjuicios que se sufran.  

Ahora bien, la responsabilidad ha tenido que enfrentar el cambio social. Cristophe Radé, en su 

libro “Réflexions sur les fondements de la responsabilité civile” (Reflexiones sobre los 

fundamentos de la responsabilidad civil) establece que “la responsabilidad civil ha evolucionado 

desde 1084 de una manera constante, hacia una mayor consideración de los intereses de la 

víctima. Este movimiento no acabó hasta ahora, y la reparación todavía no está considerada 

como un derecho verdadero, sino, simplemente como un derecho de la persona que se hallaba en 

situación de impedir la realización del daño. El reconocimiento del derecho a la seguridad 

testimonia esta voluntad de reconocerle a la víctima un derecho fundamental a la indemnización 

de los perjuicios indebidamente causados por otro.” 165 El daño sufrido por las víctimas ha de ser 

irreparable y de tangiblemente lesivo, para que las mismas puedan considerar  reconocimiento 

de su derecho a la indemnización ante la Administración Pública.  

                                                             
164 Cazeaux, citado por López M. Presupuestos de la responsabilidad civil 2013, Astrea, Buenos Aires, p. 12.  
165 Radé, C. Réflexions sur les fondaments de la responsabilité civile, 1999,  Recueil Dalloz, París.  p. 323.  
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Ante el panorama de los damnificados, las consecuencias que el cambio climático está 

ocasionado no van a dirigirse a un a un sector específico de la sociedad. De la misma forma en 

que el aumento del nivel del mar puede afectar los bienes patrimoniales de un gran inversionista 

hotelero, este fenómeno va a dañar los cimientos del hogar de un pescador artesanal.  

Dicho esto, el estado tiene obligatoriamente que responder ante los daños ocasionados debido 

a que la jurisdicción nacional lo faculta y compromete a ser garante de derechos, los cuales se 

ven comprometidos ante este fenómeno. Dentro de estos mismos compromisos, el Estado 

Costarricense tuvo que haber actuado para lograr la protección eficiente de los derechos 

vulnerados, lo que lo concibe el presupuesto de que el Estado debe proteger y responder por las 

afectaciones que se den a los derechos del derechohabiente.  

A partir de la falta de actuaciones idóneas de parte del Estado Costarricense ante las 

circunstancias reales y tangibles que está generando el cambio climático en las costas del país, 

que ya han sido comentadas en la presente investigación; se han detectado poblaciones 

específicas que resaltan por su vulnerabilidad ante estas circunstancias: los poblados del Carmen, 

Pochote, Cocal, y Chacarita en la provincia de Puntarenas, y Moín, Puerto Viejo y Cahuita en el 

sur de Limón. Estas comunidades en particular son más propensas a experimentar la invasión del 

mar que otras dentro del país debido a sus características geográficas particulares.  

El Estado tiene que responder ante daños concisos. Se ha visualizado un avance gradual del mar 

sobre calles y zonas públicas, dentro de propiedades privadas, e incluso, el nivel del agua durante 

mareas altas ha alcanzado hogares y bienes muebles, generando daños materiales. El alza del 

mar puede incluso llegar a invadir infraestructura portuaria, dañar los terrenos de cultivos, 

generar perdida de territorio, y se ha pronosticado la inundación de pueblos y comunidades por 

completo, ejemplos de situaciones que deben de ser indemnizadas por el Estado. Las provincias 

de Puntarenas y Limón, que han sido bastante estudiadas bajo el marco de este tema, se 

consideran como las provincias costarricenses que más afectaciones van a sufrir a corto y 

mediano plazo por este fenómeno. Esto, si se pone en perspectiva el hecho de que son las 

provincias más pobres y con más necesidades sociales, permite ver que la indemnización de las 
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afectaciones a las propiedades privadas es fundamental para la vida digna de los más vulnerables. 

Y desgraciadamente, las ciudades costeras son las que más necesidades tienen.  

López Mesa dice que “La atribución de nuevas finalidades a la responsabilidad civil, tales como 

garantizar una indemnización a todas las víctimas de accidentes y llevar a cabo la mayor difusión 

posible de los efectos dañosos, para afrontarlos de un modo más eficiente, tornaron evidente que 

los mecanismos tradicionales de abordar la dañosidad no resultaban suficientes, comenzándose 

a implementar fondos públicos estatales de compensación de daños.” 166 

La compensación de daños por medio de los fondos públicos es la primera solución a la 

problemática planteada.  

El tema que compete en esta investigación, es la responsabilidad que conjugan dos derechos 

constitucionales: el ambiente sano y propiedad privada. Esta conjugación de derechos permite 

abrir un portillo de doble sustento constitucional, donde velar por estos derechos no solo se debe 

hacer en el ámbito judicial, sino también administrativo.167 Este tema no se puede analizar desde 

una perspectiva individual, al contrario, debe tratarse como un tema de incidencia colectiva 

partiendo del sustento constitucional dentro del cual se envuelven los derechos fundamentales 

para la nación ya mencionados, según lo establece Agustín Gordillo.  

Dicho autor menciona que en la Constitución Argentina se establece que los derechos de 

incidencia colectiva en general deben refugiarse en los recursos de amparo, partiendo de que 

hay cuatro sujetos de derecho legitimados de forma activa para interponer el proceso: el 

afectado directo, el defensor público, las asociaciones y organizaciones relacionadas y 

eventualmente el Ministerio Público.168 Bajo este supuesto, y partiendo de lo establecido por 

López Mesa, ante la afectación que puedan sufrir estos individuos, la omisión activa del estado 

puede recaer en responsabilidad estatal, por lo que los sujetos de derecho legitimados pueden 

acudir al estado para solicitar un resarcimiento del derecho afectado.  

                                                             
166 López M. Presupuestos de la responsabilidad civil Astrea, Buenos Aires, 2013, p. 37.  
167 Gordillo, A. Tratado de Derecho Administrativo. Fundación de Derecho Administrativo. 1998. Buenos Aires, p. II 
19.  
168 Gordillo, A. 1998.  
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Estos sujetos legitimados para actuar pueden hacerlo bajo el marco del derecho subjetivo. Esta 

teoría de los derechos fundamentales no ha sido tan conocida en América Latina como en Europa, 

y consiste en “el poder de voluntad conferido por el orden jurídico a un individuo en su propio 

interés.”169 Incluso cuando los derechos constitucionales en cuestión son reconocidos como de 

incidencia colectiva, se conciben en sí mismos como facultades  propias del sujeto de derecho y 

no conferidos (como un favor divino) por el Estado. El interés por la protección de los derechos 

a un ambiente sano y a la propiedad de los sujetos de derecho en esta oportunidad, no debe ser 

relacionada directamente con la solicitud de amparo de los mismos, sino más bien, como una 

obligación intrínseca que tiene el Estado para con ellos (los sujetos). Como dice el autor “la 

situación protegida no le concierne en realidad a él”170, y con “él” se refiere al individuo, quién 

no tiene el deber relativo de proteger el derecho dentro del marco subjetivo de facultades 

otorgadas por la Constitución Política.  

 No porque una parte de la sociedad que se encuentra dentro de la jurisdicción nacional no haya 

realizado una solicitud expresa de protección de un derecho en particular, este pierde su carácter 

de esencialidad colectiva. No toda la población se va a ver afectada a la vez por las consecuencias 

del fenómeno natural que se está investigando, y eso no significa que se pierda la esencia de 

protección del derecho vulnerado. Es importante destacar, que el nacimiento del derecho se da 

justo en cuanto hay afectación directa, daño irreparable y tangible lesión a la propiedad.  

Sin embargo, que disfrutar de un ambiente sano y la propiedad privada sean derechos subjetivos 

cuya protección es inherente al estado, no significa que les haya dado una tutela efectiva ni 

judicial ni administrativa. En muchos casos, la normativa no sólo es insuficiente sino que también 

se encuentra desactualizada y desproporcionada ante la acción generadora del daño que se 

presenta, por lo que el Estado ha sido sumamente ineficiente en la protección del derecho y no 

se ha logrado presentar la debida protección a los derechos mencionados.  

Gordillo menciona que los derechos de incidencia colectiva pueden comprender tanto intereses 

legítimos como derechos subjetivos. Menciona que “… en el caso de una acción iniciada para la 
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tutela del medio ambiente, es claro que el vecino del lugar en el que el medio ambiente se 

encuentra amenazado o deteriorado, tiene una pretensión singular e individual, el resguardo de 

su propia salud, que queda comprendida en la acción principal. Pero también, estará el interés 

legítimo de quienes sin ser vecinos transitan por este lugar, o viven próximos a él, o se trata de 

personas que se dedican  a este tema y tienen por ende un interés moral en que en el lugar haya 

un medio ambiente sano. Y están todos los afectados actuales o potenciales que tienen también 

derecho de incidencia colectiva a cuestionarlo judicialmente, siempre que logren diferenciarse del 

total de la población nacional.”171 

Ante las afectaciones que nacen dentro del marco de consecuencias del cambio climático, se 

puede presentar una concurrencia inseparable de un conjunto de personas, cuyos intereses se 

conjugan en el mismo interés legítimo de verse protegidos bajo la responsabilidad estatal172, ya 

que no se puede dar una individualización del daño de forma exclusiva frente a los sujetos de 

derecho, actores del posible proceso interpuesto contra el Estado. Si bien es cierto, la 

indemnización se puede manifestar de forma individual, puede existir una acumulación de 

pretensiones dado que muchos actores puede demandar al mismo sujeto de derecho: el Estado. 

Esto, partiendo de que los vecinos de barrio el Cocal de Puntarenas tiene el mismo interés contra 

el mismo sujeto: que se le indemnice ante los daños sufridos por un fenómeno ajeno a su control 

particular. 

Ahora bien, es necesario plasmar la responsabilidad bajo el marco normativo costarricense. 

Dicho esto, la Constitución Política tiene, en su artículo 50 principios establecidos de suma 

importancia para esta investigación.  

Este artículo establece que “El Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del 

país, organizando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza. Toda 

persona tiene derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Por ello, está legitimada 

para denunciar los actos que infrinjan ese derecho y para reclamar la reparación del daño 

causado. El Estado garantizará, defenderá y preservará ese derecho. La ley determinará las 
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responsabilidades y las sanciones correspondientes.”173 Este capítulo establece los principios para 

poder empezar a implementar la responsabilidad civil de Estado ante las afectaciones que sufran 

sus ciudadanos.  

Analizando el artículo anterior podemos encontrar:  

1) La obligación del estado de buscar el mayor bienestar de los habitantes de por ejemplo, 

el barrio el Cocal de Puntarenas (lo cual incluye mitigar los efectos del cambio climático.)  

2) Toda persona tiene derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrando. Ante el 

contexto planteado, sabemos que es necesario que el Estado costarricense luche por 

ecosistemas sanos y esto no solo como una forma de preservación del medio ambiente. 

Sino, por que se ha caído en cuenta que con su preservación, se logra defender también 

la integridad patrimonial de los bienes de los ciudadanos. Además, para Costa Rica, el 

medio ambiente ha significado una inmutable fuente de ingresos para muchos sectores 

del país debido a la generación de divisas.  

3) Se ha interpretado que como este artículo demuestra un interés difuso, toda persona está 

legitimada para denunciar cualquier acto que infrinja su derecho a un ambiente sano, y a 

denunciar que el Estado no este velando por la seguridad y bienestar de sus habitantes. 

Sin embargo, no cualquier individuo está legitimado para solicitar una acción resarcitoria.   

4) El estado se compromete explícitamente a garantizar, defender y preservar el derecho a 

un ambiente sano, implicándose a sí mismo de forma tal que no garantizando este 

derecho, incurre en una falta al deber público.  

5) La ley ya establece cuales son los actos de responsabilidad, y las sanciones necesarias bajo 

este paradigma, los cuales se encuentran en los diferentes marcos normativos que rigen 

el actuar del Estado Costarricense  

El artículo 190 de la misma Ley de General Administración Publica, establece que la 

Administración, así como es su naturaleza, deberá responder ante los daños que se causen bajo 

el funcionamiento legítimo o ilegítimo, normal o anormal del aparato estatal. Se excusa que no 

será necesario responder siempre y cuando no sea por fuerza mayor. Por su parte, el artículo 
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194, de la misma ley, en su inciso 1, establece que “La Administración será responsable por sus 

actos lícitos y por su funcionamiento normal cuando los mismos causen daño a los derechos del 

administrado en forma especial, por la pequeña proporción de afectados o por la intensidad 

excepcional de la lesión.”174 Se puede afirmar, que la “intensidad excepcional de la lesión” es 

fundamental para el análisis que se está realizando en la presente investigación para poder 

determinar que la lesión que se está sobrellevando en las comunidades costeras es fuera del 

orden normal, y que no se puede detener. Hay medidas de prevención y mitigación, sin embargo, 

en el momento en el que el aumento del nivel del mar empezó a ser visible, no había vuelta atrás.  

La Ley de Expropiaciones de la República establece, en su artículo 55, que la indemnización por 

otros daños (fuera de los requeridos necesariamente y directamente por la administración 

pública) se establecerá cuando “... por razones graves de orden o seguridad pública, epidemias, 

inundaciones y otras calamidades deban adoptarse medidas que impliquen destrucción, 

detrimento efectivo, ocupación de bienes o de derechos particulares, sin las formalidades previas 

para aplicar los diversos tipos de expropiación que exige esta ley, el particular perjudicado tendrá 

derecho de indemnización, de acuerdo con las normas de los preceptos relativos a la ocupación 

temporal del inmueble. La Administración deberá iniciar, tan pronto como le sea posible, el 

expediente respectivo.”175 Incluso cuando no es la figura de expropiación la que se está 

analizando, esta ley permite poner en perspectiva la facultad estatal de indemnizar al afectado 

por (y se menciona específicamente): epidemias, calamidades, destrucción, y detrimento. Si nos 

apegamos directamente a este artículo, el Estado se ve en la obligación a indemnizar a los 

ciudadanos que se vean afectados por las inundaciones generadas por el cambio climático, ya 

que ocasionan un detrimento no solo patrimonial, sino también afectan directamente la calidad 

de vida de los afectados.  

Se podrán indemnizar aquellos sujetos de derecho que se vean realmente afectados, con un 

interés legítimo y activo al momento de interponer el recurso que le garantiza la indemnización 

de sus derechos patrimoniales afectados. Es necesario recalcar, que será necesario que se dé 

                                                             
174 Artículo 190 y 194 de la Ley General de Administración Pública de la República de Costa Rica. 1978 
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jurisdiccionalmente la declaración del derecho. La autoridad administrativa deberá determinar si 

la legitimación existe de forma retrospectiva, futura o eventual, dependiendo de las 

características del caso interpuesto. Para lograr esto, según Agustín Gordillo, debe existir un 

interés personal y directo en la impugnación del caso, incluso cuando exista concurrencia de 

interesados, los cuales, en caso de existir deben pertenecer a una categoría definida y limitada 

de individuos. Este interés también podría ser de carácter moral o patrimonial, aunque para los 

efectos de esta investigación concierne solo el interés patrimonial sobre las afectaciones sufridas 

o los derechos subjetivos vulnerados.176 

Siguiendo esta línea, el artículo 56 de la Ley de Expropiaciones de la República establece que 

aquellos daños y perjuicios que se hayan generado como consecuencia directa de la ocupación 

de las propiedades, generadas por un estado de necesidad inminente, estado de inseguridad 

pública, deposición de derechos, o cualquier otra condición, también tiene que ser satisfecha por 

el Estado costarricense, partiendo del hecho de que es garante de derechos y que debe velar por 

la integridad física, moral y patrimonial de sus ciudadanos.  

Por otra parte, la Ley Orgánica del Ambiente en su artículo 101 establece la necesidad de sentar 

responsabilidades para aquellos que fallen con lo establecido en la ley:  

Sin perjuicio de las responsabilidades de otra naturaleza que les puedan resultar como 

partícipes en cualquiera de sus formas, los causantes de las infracciones a la presente ley 

o a las que regulan la protección del ambiente y la diversidad biológica, sean personas 

físicas o jurídicas, serán civil y solidariamente responsables por los daños y perjuicios 

causados. Solidariamente, también responderán los titulares de las empresas o las 

actividades donde se causen los daños, ya sea por acción o por omisión. Igual 

responsabilidad corresponderá a los profesionales y los funcionarios públicos que 

suscriban una evaluación de impacto ambiental contra las disposiciones legales o las 
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normas técnicas imperantes o no den el seguimiento debido al proceso, originando un 

daño al ambiente o a la diversidad biológica.177 

La responsabilidad solidaria se establece en el artículo como una forma de administrar la 

responsabilidad, involucrando a todos aquellos que hayan tenido que ver con los actos (dolosos 

o culposos) que hayan acarreado algún tipo de daño a otro individuo. Bajo este principio, y en lo 

que materia ambiental estrictamente acontece, se puede determinar la necesidad de establecer  

las fronteras de responsabilidad de los actores, y poder determinar a quién acontece la 

compromiso de indemnizar el daño. Si bien es cierto, en Costa Rica muchos actores han 

contribuido con la emisión de gases, la contaminación, y el mal manejo de recursos, es una 

realidad que el cambio climático es un evento a nivel global en el que interactúan cientos de 

actores alrededor del mundo, tanto de carácter privado como público, lo que dificulta poder 

establecer líneas divisorias entre los grados de responsabilidad de los actores dentro del sistema 

internacional.  

Además, este mismo cuerpo normativo establece, en su artículo 111 que existirá un Tribunal 

Administrativo, que será competente para conocer y resolver sobre las denuncias establecidas 

contra personas públicas o privadas por violaciones a la legislación, tutela del ambiente y 

recursos naturales. Dentro de este mismo artículo, en el inciso c se presenta que este tribunal 

tiene la facultad de “Establecer, en vía administrativa, las indemnizaciones que puedan originarse 

en relación con los daños producidos por violaciones de la legislación tutelar del ambiente y los 

recursos naturales”.178 

Ahora bien, otros estados han también manejado estos conceptos. Para muestra de esto, 

podemos citar el artículo 121 de la Ley de Expropiación Forzosa del 16 de Diciembre 1954 de 

España donde se establece que “Dará también lugar a indemnización (…) toda lesión que los 

particulares sufran en los bienes y derechos a que esta ley se refiere, siempre que aquélla sea 

consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, o de la adopción de 

medidas de carácter discrecional no fiscalizables en vía contenciosa sin perjuicio de las 

                                                             
177 Artículo 101 de la Ley Orgánica del Ambiente de la República de Costa Rica, 1995.  
178 Artículo 101 de la Ley Orgánica del Ambiente de la República de Costa Rica, 1995.  
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responsabilidades que la Administración puede exigir de sus funcionarios con tal motivo.”179 En la 

exposición de motivos que se establece en esta ley, se menciona que “La ley refleja una 

concepción de la expropiación, según la cual debe ser el estatuto legal básico de todas las formas 

de acción administrativa que impliquen una lesión individualizada de los contenidos económicos 

del derecho del particular por razones de interés general y como tal se estructura, sin perjuicio del 

obligado respecto a las peculiares características de cada figura en particular.”180 

Tras el análisis de estos preceptos normativos, los cuales están vigentes dentro del estado 

costarricense, se puede valorar la importancia que tiene el accionar de la administración pública. 

La protección que tiene que brindar el Estado (mediante la administración pública) bajo el 

principio de la defensa del patrimonio de sus ciudadanos remarca la importancia de la 

indemnización que las personas afectadas por el cambio climático deben sospesar: “En la política 

de propiedad privada es fácil incluir el concepto total del patrimonio y que la protección a la que 

el Estado se compromete ha de comprender, para ser plena, y muy en primer lugar la garantía 

frente a la propia acción.”181  

Que concepto tan amplio es la “propia acción” Esta se puede interpretar como la misma acción 

que tenga el estado costarricense, garante de derechos.   

El Estado Costarricense es responsable ante las afectaciones que se sufran por el aumento del 

nivel del mar como consecuencia del cambio climático incluso mientras se mantenga dentro del 

espectro de actos lícitos y su funcionamiento normal, siempre y cuando  los mismos causen daño 

a los derechos del administrado en forma especial, por la pequeña proporción de afectados o por 

la intensidad excepcional de la lesión182, según los compromisos adquiridos por medio del 

artículo 194 de la Ley General de Administración Pública. Bajo el contexto que se ha planteado, 

lo que existe por parte de la Administración es una omisión de acción, que concuerda con el nexo 

causal que lleva al perjuicio patrimonial del afectado.  

                                                             
179 Díez-Picaso L. Fundamentos del derecho civil patrimonial, tomo V: la responsabilidad civil extracontractual. 
2011.   Aranzi, Pamplona. p. 53 
180 Díez-Picaso, L. 2011, p. 53. 
181 Díez-Picaso, L. 2011p. 53.  
182 Artículo 194 de la Ley de Administración Pública de la República de Costa Rica. 1978 
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Fernanda Garrida Falla, citada por Díez-Picaso menciona que “para quien habría de distinguir en 

la técnica del derecho del Derecho Administrativo entre responsabilidad y e indemnización. La 

responsabilidad patrimonial de la Administración –dice este autor- surge como consecuencia de 

una actividad ilícita o al menos dentro del campo de los daños causados por la Administración 

Pública sin título para ello. En cambio, la teoría de la indemnización tiene su lugar en el campo de 

la actividad lícita y se produce cuando tal activismo especialmente entendido como servicio 

público determina acciones o ablaciones de los derechos particulares.”183 Garrida Falla, logra en 

este apartado poder diferenciar dos pequeños presupuestos entre la indemnización y la 

responsabilidad.  

La responsabilidad tiene una connotación negativa, cuando el actuar de un sujeto de derecho se 

sale del marco normativo y, rompiendo así el orden que las leyes proponen, y ocasionado 

perjuicios para otros sujetos de derecho. Bajo la dirección de esta investigación, se puede decir 

que la responsabilidad caería sobre la administración pública, al no haber llevado a cabo acciones 

tangibles para evitar los daños que estarían sufriendo los ciudadanos de las zonas costeras. Con 

respecto a la indemnización la autora Garrida Falla remarca que esta es una acción positiva, que 

busca salvaguardar la integridad patrimonial de los afectados y que promueve más bien, un 

contexto lícito dentro del accionar estatal, o bien, gubernamental.  

Como ejemplo de esto, podemos citar el artículo 106.2 de la Constitución española, el cual  habla 

del derecho de los particulares a ser indemnizados en caso de que sus bienes y derechos sufran 

lesiones, y que estas sean consecuencia del accionar o funcionamiento de los servicios públicos, 

siempre y cuando no sea por fuerza mayor.184 Es importante poner especial atención en la 

palabra lesiones. Estas recaerán en los derechos de los particulares. Ahora bien: ¿es el cambio 

climático una fuerza mayor? Se presenta aquí una dicotomía del juego de palabras. Los estudios 

climatológicos han demostrado que hay una inherencia directa entre la intensidad de las 

variaciones atmosféricas, el comportamiento humano, el aumento de la temperatura y como ha 

aumentado el nivel del mar en muchas regiones del planeta. Dicho esto, las inundaciones que 

                                                             
183 Díez-Picaso L. Fundamentos del derecho civil patrimonial, tomo V: la responsabilidad civil extracontractual. 
Aranzi, Pamplona, 2011, p. 54.  
184 Díez-Picaso, L. 2011. p 55. 
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según los expertos se darán en el barrio el Cocal o en Chacarita de Puntarenas no pueden aislarse 

del fenómeno. Se ha demostrado científicamente que el ser humano ha generado por medio de 

la explotación de recursos, un aumento gradual en la temperatura que gradualmente se 

manifestará con un aumento del nivel del mar. Dicho esto, la proporción de responsabilidad que 

cada estado tiene, es el tema que debe tratarse.  

La Ley española 30/1992, establece también en su artículo 141 que “solo serán indemnizables las 

lesiones producidas al particular provenientes de daños que éste no tenga el deber jurídico de 

soportar de acuerdo con la Ley”185. De este artículo es importante resaltar que la acción 

antijurídica es aquella que no se tiene el deber de soportar. Este artículo luego se reforma para 

decir que “no serán indemnizables los daños que se deriven de hechos o circunstancias que no se 

hubiesen podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica 

existentes en el momento de producción de aquellos, todo ello sin perjuicio de las prestaciones 

asistenciales o económicas que las leyes puedan establecer para estos casos.”186  

Este párrafo es esencial ante el análisis que esta investigación presenta. El mismo, contiene 

elementos importantes de analizar, los cuales se pueden ver de la siguiente forma:  

1) Si los daños pudieron evitarse y esto no se hizo: debe indemnizarse. Previendo que los 

estudios establecen que el aumento del nivel del mar era un fenómeno que se pudo haber 

minimizado con acciones políticas amplias, se puede decir que no se evitó debido a una 

falta de voluntad política. Misma voluntad que no tomo acciones suficientes ante los 

distintos protocolos y convenciones que se dieron a nivel internacional, como el Protocolo 

de Kyoto, por citar un ejemplo. Los países con mayores índices de contaminación no 

ratificaron estos convenios, lo que pone a la ciudadanía ante la interrogante ¿los 

gobiernos no pudieron, o no quisieron detener el cambio climático?  

2) Existen conocimientos técnicos desde hace varias décadas. En el caso del que las 

consecuencias fueran inminentes, podían haberse tomado acciones previas a la 

afectación patrimonial de los ciudadanos.  

                                                             
185 Díez-Picaso L. 2011 p 55.  
186 Díez-Picaso L. 2011 p. 56.  
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3) Es necesario que existan herramientas para la indemnización: la normativa nacional 

puede establecer mecanismos para poder asistir económica y socialmente a los 

afectados, haciéndolos partícipes del estado proteccionista. Como muestra de esto, se 

puede  citar a los estados de las islas del pacífico, quienes ya están llevando a cabo la 

compra de terrenos y la reubicación geográfica de los ciudadanos afectados. Partiendo 

de procesos indemnizatorios que además de resarcimiento económico puede presentar 

indemnizaciones en especie, el estado tiene la facultad de realizar estas acciones de 

oficio, sin embargo, debe garantizar una vía jurisdiccional para garantizar este derecho.  

Ahora bien, el autor López Mesa establece también que es prudente pensar en la indemnización 

de daños colectivos, que como bien es cierto, lo nombra el inciso 3 del artículo 141 de la Ley 

30/1992 de España. Esta idea contempla la necesidad de implementar mecanismos de garantías 

superiores a los que puede solventar el patrimonio particular de un individuo.  

El Estado (en este caso el costarricense) ha implementado medidas sociales bajo los principios de 

cooperación y solidaridad que han sido la base del sistema social benefactor en un estado de 

social democracia, el cual garantiza “socorro económico de las víctimas de catástrofes otorgando 

sumas dinerarias que cubren algunos de los daños. Se reparte, así, entre la sociedad (por vía de 

impuestos) la carga de los prejuicios derivados de grandes sucesos lesivos.”187  El mismo auto 

recalca que es una necesidad que los Estados generen instrumentos suficientemente estables 

para poder asegurar a los ciudadanos que puedan resarcir los perjuicios que sufren: “Se alude 

entonces a un deber del Estado, edificando sobre la base de un “seguro social, soportado por la 

caja colectiva en provecho de aquellos que sufren un perjuicio que proviene del funcionamiento 

de los servicios públicos… El Estado es, de alguna forma, asegurador de lo que a menudo se llama 

el riesgo  social.”188 En Costa Rica, se cuenta con el recurso de amparo y el proceso contencioso 

administrativo, mecanismos que asegurarían así, el resarcimiento en cuanto al perjuicio 

patrimonial ocasionado por el aumento del nivel del mar como consecuencia del cambio 

climático.  

                                                             
187 López M. “Presupuestos de la responsabilidad civil” Astrea, Buenos Aires, 2013, p. 38.  
188 López M. 2013, p. 38.  
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A pesar del nexo causal antijurídico presente en este estudio, los mecanismos sociales que 

técnicamente deben resarcir la responsabilidad  del Estado costarricense, no necesitan que los 

hechos dañosos sean particularmente ilícitos, ya que el artículo 194 de la ley de General de 

Administración Pública así lo establece. El Estado costarricense ya asume responsabilidad y 

obligaciones en otros ámbitos sociales de afectación colectiva que se pueden ver perjudicados 

por las variaciones en el clima: la salud, la alimentación, la vivienda y la educación, por ejemplo.  

Bajo este precepto, la comunidad nacional, quien por permitir actividades peligrosas debe 

también aceptar una cuota de responsabilidad: “ellos equivale a decir que todos somos, en alguna 

medida, partícipes y culpables de los daños y riesgos que genera la vida económica-social.”189 

Esto nos dice, que si bien es cierto, el Estado es garante de derechos, los derechohabientes deben 

soportar las cargas de la responsabilidad que sus mismas acciones permisivas les generan. Por lo 

tanto, ante el panorama de la necesidad de una indemnización por la destrucción que el aumento 

del nivel del mar puede ocasionar al patrimonio de los ciudadanos, esta teoría nos deja ver que 

el sistema de garantías sociales que tiene Costa Rica puede aceptar una medida resarcitoria para 

los afectados, gracias al principio de solidaridad social. Bien lo dice López Mesa “Estos sistemas 

pretenden brindar protección frente a los hechos dañosos, basados en criterios de dilución o 

distribución de los perjuicios entre toda la comunidad por razones de solidaridad social, lo que es 

por cierto distinto a pretender descargar todos los costos del proceso sobre quien ocasiona los 

daños en el desarrollo de la actividad.”190 

El nexo causal entre la actividad dañosa, el autor de la misma y  la indemnización correspondiente 

es fundamental. Por esto, esta tesis puede enfrentarse ante el problema de la responsabilidad 

del daño ambiental generado, y como este  no ha dependido sólo del Estado Costarricense, sino 

más bien, de muchos otros actores internacionales cuyas capacidades de producción sobre pasan 

el potencial industrial de los países que más se han visto afectados (vale destacar, que muchos 

países con gran capacidad de producción no siempre son los más anuentes a las políticas de 

mitigación del cambio climático). Bien se ha dejado claro en los capítulos anteriores: hay un 

                                                             
189 López M. 2013 p. 38.  
190 López M. 2013 p. 39.  
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círculo vicioso entre pobreza, vulnerabilidad, afectación, y capacidades de mitigación, siendo así, 

que los estados más pobres son los más vulnerables, los más afectados, y son quienes menos 

pueden ejecutar medidas para minimizar las consecuencias del calentamiento global. Aún frente 

a la condición desventajosa que presentan algunos estados, deben ser responsables con sus 

ciudadanos y asumir la indemnización de las consecuencias patrimoniales que el cambio 

climático genere.  

Ante este panorama es necesario establecer ciertos escenarios en los cuales el Estado 

Costarricense debe de indemnizar a sus ciudadanos.  

Primero, por qué el Estado Costarricense tiene la obligación de responder ante los daños sufridos 

por sus ciudadanos:  partiendo de que el marco normativo costarricense incluye las normas ya 

analizadas como la Ley de Administración Pública, la ley Orgánica del Ambiente, la Constitución 

Política, e incluso el Código Penal y el Código Civil las cuales contienen dentro de sus artículos los 

principios que justificarían la eventual indemnización de parte del Estado Costarricense ante una 

demanda de resarcimiento, se considera que existe una argumentación jurídica formal, válida y 

coherente para que en una posible demanda, el actor de la misma se vea beneficiado con las 

políticas indemnizatorias y de resarcimiento.   

El análisis de casos internacionales que se realizó durante la investigación, permite establecer un 

precedente de responsabilidad estatal ante las necesidades o perjuicios civiles sufridos por los 

sujetos de derecho a nivel global, tanto de corte individual como colectivo, que fueron víctimas 

del cambio climático, en alguna medida.  

Menores de edad, adultos y organizaciones en distintos países han sido parte de procesos 

judiciales y extensas investigaciones, que implican no sólo análisis jurídicos, sino también 

pesquisas técnicas y hasta científicas. Ya existen casos a nivel internacional donde tanto 

empresas como gobiernos han sido declarados responsables por afectaciones medio 

ambientales, que muchas veces traspasaron la jurisdicción territorial y que perjudicaron a otros 

estados, ocasionando detrimentos ambientales importantes y pérdidas patrimoniales.  

Partiendo del hecho del futuro innegable que vivirán las ciudades costeras en unos años, donde 

el patrimonio se verá seriamente afectado e incluso los bienes del estado se verán en detrimento, 
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es importante aclarar cuáles son los escenarios que tendrá que enfrentar el Estado Costarricense 

y los ciudadanos per se.  

El artículo 101 de la Ley de Administración Publica deja muy claro que el principio de solidaridad 

es aplicable a los casos que infrinjan no sólo la ley en cuestión, sino también las leyes que regula 

la protección del medio ambiente y el uso de recursos. Las personas físicas o jurídicas, los titulares 

de empresas o quienes sean responsables por cualquier actividad que cause daños deben ser 

también solidariamente responsables, sin importar si la naturaleza del acto es en sí mismo por 

acción o por omisión.  

Es la omisión de acciones preventivas del hecho dañoso, lo que en particular podría afectar el 

espectro de responsabilidad del estado, dado que la responsabilidad recae sobre el principio de 

garantía, donde el estado debe ofrecer completa protección y respaldo para el disfrute de los 

derechos constitucionales que se encuentran dentro del marco legal del país. Omitir la realización 

de políticas y acciones para prevenir los daños ocasionados por el cambio climático deja a los 

ciudadanos desamparados, y en una evidente posición de falta al ordenamiento interno de la 

Responsabilidad Administrativa.  

Como derechohabientes, es necesario especificar que el estado debe velar por la seguridad 

(física, moral y patrimonial) del ciudadano. El cambio climático es un fenómeno natural que pudo 

haberse evitado mediante un uso responsable de los recursos a nivel global. Sin embargo, desde 

una perspectiva antropológica y económica, es casi imposible lograr imaginar un desenlace 

distinto al presente.  

A pesar de que la responsabilidad a nivel internacional debe dividirse proporcionalmente según 

la cantidad de emisiones de gases del efecto invernadero, el Estado Costarricense tiene la 

obligación de asegurarse que la calidad de vida de los ciudadanos dentro de su jurisdicción se 

mantenga dentro de lo que estipula su normativa. Estados en distintas latitudes ya han empezado 

a actuar dentro de sus capacidades para poder asegurar esto, proponiendo así la compra de 

tierras, el desplazamiento de comunidades y la construcción de barreras marítimas.  

La posibilidad de evitar los efectos del cambio climático en la actualidad es nula, debido a que los 

mismos ya empezaron a manifestarse. Dicho esto, se valora entonces la omisión de acciones 
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estatales para que el cambio climático no afectara a los ciudadanos costarricenses en primera 

instancia; además de que el estado no ha actuado de forma diligente para lograr establecer 

medidas de mitigación adecuadas previendo las consecuencias del fenómeno en el plano futuro. 

En el por tanto el nivel del mar se mantenga en aumento, factor que se da por hecho en esta 

investigación, el Estado Costarricense va a enfrentarse con varios escenarios, que determinarán 

los daños por los cuales el aparato estatal deberá responder.  

Costa Rica tiene la obligación de indemnizar a aquellas personas cuyos hogares y propiedades se 

inunden dentro del territorio nacional. Los movimientos naturales de la marea van a afectar a las 

comunidades costeras de forma eventual o permanente. Y aquellos hogares que se encuentren 

más cercanos a las costas van a ser los primeros en verse afectados. Como se mencionó durante 

la investigación, comunidades como el Cocal, o Chacarita en Puntarenas, Moín, Cahuita y Puerto 

Viejo de Limón, son pueblos que ya están viviendo la entrada del mar a zonas de tierra firme.  

Los aumentos del nivel del mar eventualmente influirán en la cantidad de agua en las 

desembocaduras de los ríos, lo que podría ocasionar incluso inundaciones en las propiedades 

aledañas a las vertientes de los mismos.  

Es primordial establecer como primer parámetro de medición si los daños ocasionados pudieron 

haberse evitado por medio de políticas nacionales o internacionales, o bien, con algún tipo de 

medida de mitigación. En cuanto hubiera sido posible realizar algún tipo de acción para evitar los 

daños, y que por algún motivo no se hayan realizado, recayendo así en una conducta negligente, 

el Estado está en la obligación de asumir la responsabilidad por las pérdidas.  

Los dueños de producciones agrícolas que se encuentren cerca de las costas, y que se vean 

inundadas por el aumento del nivel del mar, tiene que ser sujetas a resarcimiento, como otro 

ejemplo de una posible consecuencia. En cuanto hayan existido conocimientos técnicos, es 

posible que se pudieran llevar a cabo acciones previas para evitar la afectación. Bajo los principios 

de solidaridad y cooperación debe plantearse el socorro económico de los afectados. 

Socialmente deben de acarrearse los prejuicios derivados de desastres naturales, y eventos 

furtivos  fuera del control del ser humano.  
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En la resolución Nº 12282 – 2011 de la Sala Constitucional, del expediente número 11-009595-

0007-CO, se presenta un argumento sumamente importante para esta investigación. El caso  

consiste en un recurso de amparo interpuesto para la construcción de un dique en el río Turrialba 

por sus frecuentes desbordamientos. Incluso cuando dentro de la resolución se menciona que la 

Sala no es la entidad técnica adecuada para poder determinar la necesidad de implementar una 

medida de este calibre (ya que la Sala solo se puede referir en este caso a si las instituciones del 

Estado han actuado según sus funciones) si se permite establecer que:  

Uno de los temas más importantes en la actualidad, es el relativo al Cambio Climático y 

sus impactos. Como consecuencia del mismo, se dan alteraciones frecuentes de 

naturaleza climática, afectando muchas regiones del mundo. Nuestro país no está exento 

a dichas alteraciones, siendo uno de sus efectos las tormentas tropicales, cada vez más 

frecuentes en nuestra región, tormentas que provocan la saturación de los suelos, el 

crecimiento de los causes de los ríos, altos índices de humedad, en fin, deslizamientos, e 

inundaciones incontrolables para el ser humano. Se trata de una calamidad pública, si 

bien ocasionada por hechos de la naturaleza, en la cual participamos los seres humanos 

como responsables. De ahí que tanto la Comunidad Internacional, mediante Tratados 

Internacionales, como el Estado costarricense a través de la normativa interna, hayan 

creado mecanismos para ir logrando, de manera gradual y progresiva, la mitigación y la 

adaptación a los fenómenos del cambio climático. Son ineludibles los deberes del Estado 

y sus instituciones de atender situaciones de emergencia, bajo el principio de solidaridad 

nacional; y si bien cada una de las autoridades recurridas tiene claramente definidas sus 

competencias y responsabilidades en la materia, lo cierto es que la protección del 

ambiente es una tarea que corresponde a todos por igual. Es decir, existe una obligación 

para el Estado -como un todo- de tomar las medidas necesarias para proteger el medio, a 

fin de evitar riesgos y grados de contaminación, deforestación, extinción de flora y fauna, 

uso desmedido o inadecuado de los recursos naturales, que pongan en peligro la salud y 

el bienestar de los administrados. Partiendo de lo dicho, no cabe duda de que cualquier 

omisión al deber de colaboración entre instituciones públicas, podría poner en peligro la 

protección del ambiente; puesto que la inercia de la Administración en esta materia 
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puede producir un daño al ambiente y a los recursos naturales, de similares o mayores 

consecuencias que de las derivadas de las actuaciones de la Administración. Para cumplir 

efectivamente con dicho mandato, se requiere que la Administración Pública -entendida 

en sentido amplio- disponga las medidas necesarias para que en las comunidades del país 

se prevea de forma efectiva la contención de riesgos. En lo referente a la Comisión, tiene 

una cuota de responsabilidad al ser la institución rectora en lo referente a la prevención 

de riesgos. Es decir, al tener conocimiento de la amenaza que representa el referido río, 

es su obligación dirigir y gestionar lo correspondiente para que el problema se solucione. 

En el mismo sentido, el Departamento de Obras Fluviales está encargado de la 

canalización de las aguas y de la limpieza del sedimento. Esa responsabilidad, sin 

embargo, es compartida con el municipio, dado que éste, como gobierno local, tiene 

responsabilidad sobre el control del uso del suelo dentro de su jurisdicción territorial y 

también le incumbe parte de la gestión del riesgo de desastre. A pesar de ello, la 

posibilidad de exigir judicialmente -a través del recurso de amparo- un tipo específico de 

actividad prestacional por parte del Estado en cumplimiento de su deber de protección a 

la vida, salud o derecho al ambiente en beneficio de sus habitantes, está restringida a la 

clara verificación de un peligro inminente contra esos derechos de las personas.191 

Dicha resolución si bien no maneja el tema exacto de esta investigación, si presenta un 

precedente importante en cuanto a responsabilidad y competencia jurisdiccional con respecto a 

la territorialidad. Se pretende destacar frases como “Son ineludibles los deberes del Estado y sus 

instituciones de atender situaciones de emergencia, bajo el principio de solidaridad nacional”192 

y “existe una obligación para el Estado -como un todo- de tomar las medidas necesarias para 

proteger el medio, a fin de evitar riesgos y grados de contaminación, deforestación, extinción de 

flora y fauna, uso desmedido o inadecuado de los recursos naturales, que pongan en peligro la 

salud y el bienestar de los administrados.”193  

                                                             
191 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 12282 – 2011, expediente número 11-
009595-0007-CO, once horas y veintitrés minutos del  09 de septiembre del 2011, San José.  
192Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 12282 – 2011 
193 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución número 12282 – 2011 



128 

Estas expresiones permiten ver que los principios analizados en la presente investigación son no 

sólo los adecuados, sino también utilizados por la jurisdicción nacional como fundamento de 

derecho ante la resolución de casos. Los mismos, permiten plantear la responsabilidad del Estado 

Costarricense ante las consecuencias del cambio climático.  

Es importante destacar que por el momento no se han planteado casos de indemnización por el 

aumento del nivel del mar, esto posiblemente debido a que la cantidad de metros de tierra firme 

invadida por el mar no ha sido tan regular a lo largo de las costas y más bien ha empezado a 

evidenciarse como un problema para los ciudadanos hace poco tiempo.  

Si bien es cierto, Costa Rica cuenta con algunos recursos jurisprudenciales en materia de cambio 

climático, principalmente, en el derecho agrario, no existen aún, soluciones a la constante 

interrogante que se aborda en esta investigación: ¿es el Estado Costarricense responsable de 

indemnizar a aquellas personas cuyo patrimonio se vea afectado ante el aumento del nivel del 

mar como consecuencia del cambio climático? Por lo que es necesario y esencial que se empiece 

a trabajar doctrina en este tema, además de la necesaria implementación de principios 

indispensable en la valoración de los presupuestos actuales.  

Ahora bien, la poca doctrina y jurisprudencia con la que se cuenta, permite establecer un 

parámetro fundamental ante el problema que asecha en esta investigación: existe una base 

conceptual que permite declarar al Estado Costarricense como responsable ante los daños que 

se ocasionen al patrimonio de los individuos de derechos frente al gran fenómeno del cambio 

climático.  
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Conclusiones:  
 

Al principio de esta investigación, se planteó la hipótesis que proponía que el Estado 

Costarricense debe asumir el resarcimiento de los daños patrimoniales ocasionados por el 

aumento del nivel del mar, como una de las consecuencias directas ocasionadas por el cambio 

climático. La misma se fundamenta sobre la existencia de un marco normativo que en teoría rige 

la responsabilidad pública y que encuadra las obligaciones de un estado.  

Dicha hipótesis nació ante la necesidad de verificar quien es el responsable por los perjuicios que 

sufren los ciudadanos ante un problema global, de responsabilidad compartida y con 

consecuencias que radican más allá del ámbito patrimonial, sino que también incluyen 

afectaciones que involucran derechos fundamentales como el derecho a la salud, a la vivienda, 

al alimento e incluso a la vida.  

A partir de esta premisa, se desarrollaron cuatro capítulos. Dentro del primer capítulo se realiza 

un resumen de los aspectos técnicos del cambio climático: su concepto, sus manifestaciones, los 

actores responsables del fenómeno y su evolución histórica. El segundo capítulo contiene una 

recopilación de conceptos que según el derecho internacional y el propio derecho constitucional, 

permiten ver el derecho a un ambiente sano (el cual se encuentra intrínsecamente relacionado 

con el cambio climático) como un derecho humano de tercera generación. El tercer apartado 

consiste en un estudio detallado sobre el derecho de daños y su doctrina tanto en Costa Rica 

como en sistemas de derecho compatibles con el costarricense, los daños ocasionados por el 

cambio climático, y como estos deben ser abordados por el derecho civil costarricense. 

Finalmente, el último capítulo consiste en un estudio sobre la jurisdicción costarricense en esta 

materia, busca analizar cómo ha abordado el marco jurídico costarricense el tema del derecho 

de daños, enfocándose así en los daños ocasionados por el cambio climático.  

A nivel general, la conclusión más importante que se nace con la presente investigación, consiste 

en poder afirmar que el Estado Costarricense sí es responsable por las afectaciones patrimoniales 

que se deriven del aumento del nivel como una consecuencia directa del cambio climático. Si 

bien es cierto, la afectación patrimonial analizada en este trabajo resulta sumamente novedosa 
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dado que es el resultado de actividades que no se daban con anterioridad desde un punto de 

vista histórico, sí existe un nexo causal antijurídico entre las acciones estatales y las repercusiones 

patrimoniales.  

 El marco normativo del Estado costarricense faculta a los ciudadanos a que soliciten un 

resarcimiento adecuado y proporcional ante las afectaciones patrimoniales sufridas como un 

efecto de este fenómeno climatológico. El Estado se ve en la obligación de resarcir, partiendo de 

que tiene la facultad y responsabilidad de actuar para evitar el daño, y en la medida en que no 

ejecute acciones, le falla a los ciudadanos vulnerables, volviéndose así, responsable de los daños 

que estos vayan a sufrir. Hay bases teóricas para poder establecer la indemnización 

correspondiente a los afectados, sin embargo, el tema del resarcimiento y la responsabilidad 

estatal ante el cambio climático y sus consecuencias, no se ha considerado en los acuerdos y 

tratados internacionales que Costa Rica ha ratificado. Uno de los logros fundamentales de la 

presente investigación, es que permite reflexionar y discutir sobre la vulnerabilidad y la 

responsabilidad estatal ante el perjuicio patrimonial que puedan sufrir los derechos habientes 

ante la realidad innegable que significa el cambio climático.  

Cualquier bien patrimonial que se vea afectado por el aumento del nivel del mar como 

manifestación del cambio climático necesariamente debe ser resarcido. A esta conclusión se llega 

tomando en cuenta los presupuestos esenciales para poder determinar la responsabilidad del 

estado, que se resumen en dos: en cuanto el hecho dañoso haya podido ser evitado, y en cuanto 

existieran conocimientos técnicos al respecto, el Estado tiene que velar por la protección de los 

sujetos de derecho y evitar a toda costa que el hecho perjudicial se manifieste. En el caso 

costarricense ambos supuestos se cumplen, por lo que una demanda resarcitoria por esta causa, 

es válida.  

El Estado costarricense se ve en la obligación de realizar una indemnización de oficio, la cual 

podría ser pecuniaria o en especie. Si el estado no lo hiciere, el sujeto afectado directamente 

puede solicitar que se dé un reconocimiento directo de su derecho vulnerado por medio de un 

recurso de amparo como un mecanismo célere y sumario. La ejecución de la sentencia de este 

recurso, puede llevarse a cabo por medio de un proceso contencioso administrativo, el cual ha 
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sido facultado para responder en cualquier cuestión de responsabilidad patrimonial de la 

Administración Pública.194 

Según la jurisprudencia nacional, queda claro que el Estado Costarricense tiene que velar por la 

seguridad de los ciudadanos. Estos presupuestos permiten decir que siempre y cuando se maneje 

un resarcimiento proporcional, el Estado Costarricense tiene que vigilar por que los ciudadanos 

afectados puedan recobrar al menos parte del valor del patrimonio dañado. La no existencia de 

medidas preventivas – y no sólo del fenómeno climático, sino también del perjuicio sufrido- es lo 

que lleva a concluir que el Estado habría fallado en su posición de protector y garante, por lo que 

debe resarcir, según las posibilidades y obligaciones que le plantean el aparato normativo y el 

marco legal del país. A pesar de que no hay jurisprudencia que se enfoque particularmente en 

este tema, se puede afirmar que existen suficientes argumentos de derecho para poder justificar 

este reclamo y que el mismo sea aceptado ante los estrados judiciales.  

La Ley de Administración Pública y la Constitución Política establecen al estado como uno 

benefactor y protector con el ciudadano, la propiedad privada se considera un derecho humano 

que se puede ver afectado por el cambio climático. Vivir en un ambiente sano es también un 

derecho humano que debe ser velado por el estado como una de sus obligaciones 

constitucionales, según lo establece el artículo 50 de la Constitución Política. De aquí nace la 

urgencia inmediata de la necesidad de crear políticas para luchar contra el detrimento del medio 

ambiente, las cuales se han vuelto ineficientes e ineficaces en el contexto actual.  

Es importante mencionar, que la mayoría de la jurisprudencia nacional que contiene el concepto 

de cambio climático lo hace desde una perspectiva meramente agraria y no tanto patrimonial. 

Se considera, que a pesar de que en el país ya se han reportado casos en la zona del Pacífico 

Central y en la Zona del Caribe Sur donde las playas se han acortado y que hay clara evidencia de 

que los terrenos costeros se ven afectados por el aumento del nivel del mar, no hay precedentes 

jurídicos de demandas realizadas al Estado costarricense bajo el presupuesto de resarcimiento 

por daños ocasionados como consecuencia del cambio climático. La ausencia de estas sentencias 

                                                             
194 Código Procesal Contencioso Administrativo, de la República de Costa Rica, número 8508, 2006. Art. 2.  
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puede deberse al desconocimiento en el tema para las comunidades costeras o bien, porque las 

afectaciones se den todavía a baja escala.  

A nivel internacional existen mecanismos internacionales que buscan el resarcimiento de los 

efectos del cambio climático, sin embargo, estos no son suficientes. La molestia transfronteriza 

que se ha ocasionado a nivel internacional es incalculable, dado la naturaleza difusa de la causal 

del daño en cuestión. El Comité de Cumplimiento del Protocolo de Kioto contempla una vía 

asistencial y una coercitiva, o bien el Fondo de Adaptación que también nació con la intención de 

crear medidas y políticas de apoyar las iniciativas de mitigación en la materia, sin embargo, este 

comité trabaja a nivel internacional, y sus efectos a nivel micro no son tan perceptibles para las 

pequeñas poblaciones que no tienen acceso a una justicia climática eficiente.  

Los ejemplos de casos internacionales analizados en la investigación cumplen con los preceptos 

establecidos en la doctrina mencionada: hay intereses directos, personales, patrimoniales (y 

morales), por lo que se consideran legítimos. Además, se establece el conocimiento técnico 

previo y la capacidad de actuar para prevenir el daño como pre-existentes al daño ocasionado y 

tras la omisión de acciones, se declaran responsables la mayoría de los Estados demandados. 

Esto deja ver y analizar que en la medida en que en Costa Rica se cumpla con los mismos 

principios, se podrá declarar la responsabilidad estatal, partiendo del análisis del derecho 

comparado aplicado, y los elementos comunes que se puedan encontrar en los distintos marcos 

normativos.  

El cambio climático, sin lugar a dudas es un fenómeno climatológico casi irreversible, de 

afectación inminente y desigual, pero sobre todo es un fenómeno global.  Por esto, no sólo Costa 

Rica, sino el resto de países del concierto de naciones debería empezar a implementar medidas 

resarcitorias para sus ciudadanos, que impliquen no sólo el pago de los daños, sino también, la 

reubicación de los hogares y comunidades, que se adapten a los requerimientos antropológicos.  

Una de las características principales ante el problema planteado en esta investigación recae en 

que el objeto de estudio (que son las consecuencias del cambio climático) está compuesto de 

muchos factores, integrado por elementos naturales, sociales y económicos fuera del alcance de 

los silogismos jurídicos. Por esto, en el futuro lo que se podrá observar es un incremento de casos 
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jurisdiccionales que van a ir más allá del resarcimiento de daños. El cambio climático es un 

fenómeno tan poco sutil, y tan invasivo, que a nivel nacional y a nivel global se considera 

importante plantear doctrina que empiece a considerar acciones legales dentro del marco de 

afectación de este fenómeno.  

Se concluye además, que la legislación nacional alberga penalidades para aquellos que 

contaminen o perjudiquen el medio ambiente, pero son penas desactualizadas y poco 

proporcionales. Hay una insuficiencia en el sistema coercitivo que no permite que socialmente 

se pueda corregir la conducta dañina repetitiva, donde el principio de que quien contamina paga 

ha generado que en delitos contra el medio ambiente la pena sea proporcionalmente inversa al 

daño que se genera. Es importante recordar que en el momento medioambiental tan crítico en 

el que se encuentra la sociedad actual, cualquier delito ambiental se convierte en un crimen a la 

colectividad, y no sólo al sector de ubicación inmediata. Está comprobado que si a nivel 

internacional no se logra una disminución en el aumento de la temperatura, no hay forma de que 

el problema del cambio climático pueda invertirse.  

Finalmente, la conclusión más integral que se deriva de esta investigación es que el cambio 

climático va más allá del aumento del nivel del mar. Las consecuencias de este fenómeno están 

trascendiendo el plano patrimonial, y en el futuro lo seguirá haciendo a mayor escala. De sus 

efectos, dependerá la vida de muchas personas cuyas posibilidades y condiciones no les 

permitirán poder protegerse por sus propios medios frente a las inundaciones, las sequías o las 

hambrunas.  

El Estado Costarricense, teniendo conocimiento previo y sustentado técnicamente, y 

científicamente de que el cambio climático impactará a las zonas costeras por el aumento del 

nivel mar va a asumir la responsabilidad por cualquier daño que se derive, esto, por no realizar 

las obras científicamente debidas para mitigar el daño, o bien, por no formular las políticas 

públicas necesarias para evitar el daño. Estos (los daños) deberán reclamarse por vía contencioso 

administrativa según lo establecido en la Ley General de Administración Pública, y mediante el 

recurso de amparo en los casos cuya emergencia lo amerite. 
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Es primordial, que los estados en general sean no sólo responsables, sino también, tiene la 

obligación de proteger a los ciudadanos más vulnerables, ya que este fenómeno se manifestará 

de forma violenta, y quienes no estén preparados serán los primeros en asumir y sufrir las 

consecuencias.  

El cambio climático va mucho más allá del resarcimiento económico. Incluye destrucción 

ambiental, pérdidas culturales e implica consecuencias sociales a gran escala. Que los Estados 

deban asumir responsabilidad no significa que los ciudadanos deban desentenderse. Al contrario, 

son los ciudadanos los que deben exigir conductas estatales responsables, políticas ambientales 

que velen por la seguridad del ciudadano, y procesos socio-educativos que permitan crear 

conciencia en la sociedad actual y futura para minimizar en lo posible las consecuencias 

negativas.  

Al final, frente a un problema tan grave como lo es el cambio climático, acciones que se 

considerarían insignificantes, si marcan la diferencia. Es real que muchas de las consecuencias 

que ya se están manifestando son irreversibles, sin embargo, es posible que mediante la voluntad 

política y la voluntad ciudadana se puedan minimizar las consecuencias para que las generaciones 

venideras puedan tener posibilidades de realmente vivir en mundo mejor.  

 

 

 

 

 

 

 

 



135 

Recomendaciones 
 

Tras finalizada la investigación, y tras concluir que el Estado Costarricense debe ser responsable 

ante el daño patrimonial que sufran los derechohabientes ante el inminente aumento del nivel 

del mar como consecuencia del cambio climático, se recomienda que:  

1) Se inicie con una profundización de estudios sobre los efectos que el aumento del nivel 

del mar como una consecuencia de cambio climático tendrá en la sociedad: determinar 

los rangos de invasión marítima en tierra firme y la afectación estructural de 

infraestructura pública como carreteras, hospitales y muelles, y de infraestructura 

privada, como casas de habitación, proyectos hoteleros e industria, lo cual permitirá la 

futura restructuración y la indemnización correspondiente.  

2) Se realice un diagnóstico extenso sobre las capacidades de mitigación, preparación y 

evacuación que posee el país ante el aumento del nivel del mar y las afectaciones 

patrimoniales que este fenómeno va a ocasionar tanto a nivel privado como público.   

3) El Estado Costarricense se dé a la tarea de iniciar los procesos de reubicación de las 

comunidades que están siendo afectadas o que sufrirán los efectos del aumento del nivel 

del mar, como mecanismo indemnizatorio en especie. Que se tomen en cuenta los 

factores antropológicos y sociales necesarios para que el proceso sea consiente y 

llevadero para los sujetos de derecho afectados.  

4) Que se generen políticas públicas y reglamentos que incluyan el aumento del nivel del 

mar como consecuencia del cambio climático como un factor de riesgos para la 

construcción de infraestructura, para la propiedad privada, para las actividades 

agropecuarias e incluso la vida humana. 

5) Se realice un análisis y valoración de la infraestructura costera, con miras a poder preparar 

a las diferentes regiones ante las inundaciones venideras y que permita que las 

comunidades tengan planes de contingencia en cuando a las afectaciones que se pueden 

generar. 
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